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REsuMEN 

En la primera parte de este trabajo, en sus tres primeros epígrafes, se analizan de 
forma somera y con carácter introductorio el concepto y rasgos esenciales de la 
inst:itución del arbitraje, se establecen las diferencias con sus figuras afines más 
comunes en el ámbito de la resolución alternativa de conflictos y se comentan 
las discusiones que existieron en la doctrina espaftola en tomo a la naturaleza 
juridica del arbitraje. Esas discusiones están hoy superadas por la teoría ecléctica 
o sincrética del arbitraje, pero es de vital importancia siquiera reseñarlas, dada 
su influencia en las sucesivas posturas mantenidas por el legislador, que han 
tenido reftejo en los textos legales vigentes en cada una de las etapas reguladoras 
del arbitraje en Espafía. Para cerrar la parte introductoria de este estudio, en el 
epigrafe tres, realizamos una breve referencia a los sistemas monistas y dualistas, 
de gran utilidad para comprender la tradicional duplicidad de fuentes aplicables 
a la institución en el ordenamiento español y en el de otros países, así como las 
valoraciones doctrinales que siguieron a cada una de las etapas regulatorias del 
arbitraje en Espafta, con especial atención a su vertiente internacional, que es el 
interés principal de este estudio. 

La segunda parte del trabajo se ocupa del análisis de la regulación del arbitraje 
comercial en el ordenamiento español y de sus antecedentes y su evolución hasta 
nuestros días. Se realiza una breve referencia histórica al arbitraje en el derecho 
romano y en el derecho común. De Ja etapa preconstitucional estudiamos la 
regulación contenida en la primera ley española centrada en esta institución, la Ley 
de Arbitrajes Privados de 1953, de riguroso carácter interno y privatista y, dado 
el contexto de autarquía existente en esa etapa española, fuertemente contraria 
al arbitraje internacional. Con relación a la etapa posterior a la Constitución 
espaAola (CE) de 1978, analivamos el cambio de paradigma y la apertura de Espafta 
al arbitta¡e internacioDal a través de su jurisprudencia, lo que da pie a una tercera 
eupa y a la eziste'1lcia de un arbitraje netamente internacional, diferenciado del 
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interno o domésticd, ert el contexto de la Ley de Arbitraje de 1988, que configura 
a España como ordenamiento jurídico dualista y que retrasa, hasta la denominada 
cuarta etapa, el reconocimiento definitivo del arbitraje internacional en el país 
a través de un sistema monista de fuentes, instaurado por la Ley de Arbitraje 
de 2003, en clara sintonía con la tendencia armonizadora de la Ley Modelo de 
la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(CNUDMI), en cuyo análisis nos centramos en el epígrafe 4.5, en el que se estudia la 
actual configuración y regulación del arbitraje comercial internacional en España. 
Finalmente analizamos una quinta etapa que hemos calificado como la tímida 
reforma de la Ley de Arbitraje de 2003, eje~ por la Ley 11/2011. 
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l. CoNCEPTO Y El.EMENTOS BSBNCIALES DR LA INS1TIUCIÓN DEL AllBITRAJE Y 

SU DIFEllENCIACIÓN CON FIGURAS AFINES MÁS COMUNES EN LA TÉCNICA DE 

RESOWCIÓN ALTERNATIVA DE CONPUCTOS 

l. l. Concepto 

Bajo la denominación ADR (del inglés, Altmaatiw Disputr &solutiorts o resolución 
alternativa de conflictos) se agrupan una serie de instrumentos, técnicas o me­
dios que sirven para resolver disputas que surgen en las relaciones sociales con 
relevancia jurídica que no implican el recurso a los jueces y tribunales de justicia, 
aunque no están completamente desligadas de aquellos, en la medida en que estos 
ofrecen medidas en clara colaboración con las instituciones que estudiamos, 
y sirven las técnicas de ADR como instrumento al servicio del órgano judicial, 1 

habiendo quedado superadas las definiciones2 que señalaban a los órganos judi­
ciales cómo revisores de las decisiones emanadas de la aplicación de estas técnicas. 
Todas ellas tienen su origen en el derecho anglosajón y, en concreto, se alude por 
la doctrina a una corriente filosófica que se denomina CritíaJl Legal Slvdies, que 
surgió en la Universidad de Harvard, y se basa en el realismo jurídico enfrentado 
con el normativismo. 

Como afirma Barona VIlu-,J la asunción del acrónimo ADR. es resultado, uno más, 
de la globalización, como fenómeno de la realidad socioecon6mica de la segunda 
mitad del siglo XX, que se moviliza hacia Ja búsqueda de fórmulas, medios, técnicas 
que consigan efec:tMzar la justicia; la consabida necesidad de desoonflictivizar la 
socieclad4 encuentra en las téaúcas de ADR. las herramientas perfectas a dicho fin. 

Siguiendo a la misma autora,5 una vez acuiiado dicho acrónimo por los 
países de Commom Law, y seguido por el resto, se tiende a superar el adjetivo 
altrrnatiw, o alternativo, por el más exacto y conforme a la realidad social de la 

1 La Ley de Enjuiciamiento QYil (LEC) preYé iDduso la posibilidad de solucionar b conflictos por 
viade la ttmsacci6n homologada por los tribunales, siempre queelacuenlo que se propone lo sea entre 
pal1I!S con capacidad jwidica para ello y poder de disposici6n sobre 1a materia. Taks acllel'dos, una 
vez homologados por el juez o tribunal, se pueden linar a efecto por los trimites ¡mMstos para la eje­
cuci6n dr sentelldiS yCOIIWDios judicialmente aptobackc. Cfr. 19.2 y 41 S LEC 1/'liXYJ de 7 de enero. 
Z GotuALaz MONTI!S,josS Luis (Coord.), EmuliDs 101m ti cutitnljr.los tvrtu daw, 1• ed., Madrid, 
1008:75-112, 115-130, 133-189, 193-222,225-282, 287-llO, 323-371,433-491 passim. 
3 ·B.uoMA Vur., S. ( Coord.), ~e la fly ¡,mi,. (Lty 6QimJ, M 21 * dicintlm), Ed. 
CMtas. Madrid, 1004. 
4 Maawciu.vAUZ,B~ ,_.,llilllrW jNJfdia, 1981: 37-3&,45-49 (fimc:ioaes),G?-77 (ábitros). 
S Bl.aoNA Vll.AA, Sa.w. (Dir.), Atbimaje y jtutitY "'el sifl11 XXI, TboJDJOn Cmtas, la. ed., Ed. 
Atmzadi, Madrid: 2.Wl: 29,48-57. 
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globalización: Adtcll4tt Dispute Rtsolutions, o lo que es lo mismo, una tendencia 
a superar el que se trate de soluciones alternativas a los tribunales, sino que, 
integradas en los mismos, se prefiere ya el adjetivo reseñado de athCIUJdas. Se 
trata de la proyección al resto de los países, desde los sistemas anglosajones, de 
aquella búsqueda de medios que permitan tutelar al individuo en sus conflictos 
y ofrezcan respuestas más adecuadas, ágiles, económicas, menos formales y, 
añadiríamos, más especializadas y, a la postre, más satisfactorias, en fin, que el 
acudir como única vía de solución a los procesos judiciales. 

Se habla de que se consigue, mediante estas técnicas de origen convencional, 
incluso mejorar en su conjunto el sistema judicial al incardinar estos métodos 
autocompositivos y heterocompositivos una descongestión judicial, entre otras 
muchas ventajas que pudiéramos reseñar. Fruto de ello, sin duda, es que resurge 
el arbitraje/ por otra parte, institución más antigua que el proceso, como ten­
dremos ocasión de ver, frente a una justicia estática que se anquilosa bajo una 
normativa codificada y bajo un sistema judicial permanente. Frente a esa anti­
gua y superada concepción del Poder Judicial se alza la libertad individual del 
ciudadano que no acude a los tribunales y opta por cauces de tutela diversos. 

En un primer intento de conceptuación, a modo de síntesis abstracta, simplista, 
y sin afán de entrar en su debido detalle ni tratando la evolución histórica legal de 
su definición, siguiendo a autores como Merchán y Medina,7 se puede definir el 
arbitraje como aquella institución jurídica por la que dos o más personas establecen 
que una cierta controversia específicamente determinada,8 existente entre ellas, 
sea resuelta conforme a un procedimiento legalmente establecido9 por tercero o 
terceros a los que se designa voluntariamente y a cuya decisión10 expresamente se 
someten, ya sea esta dictada conforme a derecho, ya conforme a equidad. 

A modo de introducción, y a falta de una definición legal, al tiempo de 1a ter­
cera edición de la obra de dichos autores, 11 la definen como aquella institución 
jurídica por la que dos o más personas encomiendan a un tercero -árbitro- la 
solución de todas o algunas controversias que hayan surgido o puedan surgir 

6 GASPAR. l.nA, S., El cimbito dt aplíaJcí6n cltlarilítraje, 1998: 52-54. 
7 MPDINA, J.M.C. y MEaOIAN, J.F.M, Truflldo tÜ ~ priwdo illlmlo t irllml«iontal, l• ed.: 87-91 
passim. 
8 BoNAQIEU VILLEGA, R., Lor arlntrajts tsptcitdes, 2010: 21-25. 
9 FREDDUC MUJH, C., lA llthnínistnxi6n thlllri1itnl~ ÜUIÍfiiCÍilfttS arbimalts y proadimimto pmriitml, 
2002: 17-20 passim. 
10 MOUHA Ct.BAuao, M.J., lA tcmgrvnccia m los l.vdos arintralts, 2002: 29-l4 passim. 
11 Mmoo..J.M.C. y MERaWf,J.F.M, Tratade th tltrrdao criritnsl, 3• ed., 2006: 213-220 (derecho 
interno), 872-881 (derecho intemaáonal). 
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respecto de una determinada relación jurídica, contractual o no contractual, 
excluyendo que los tribunales conozcan de las mismas. 12 

Ya nuestra derogada ley de 198813 la definía en su artículo 1 como: «Mediante 
el arbitraje, las personas naturales o jurídicas pueden someter, previo convenio, 
a la decisión de uno o varios árbitros las cuestiones litigiosas, surgidas o que pue­
dan surgir, en materias de su libre disposición conforme a derecho». 14 

Remarcar que la ley de 2003, aún en su reforma operada en 2011,15 no incluye 
una definición, quízá por entender que dicha institución es ya, a dichas alturas, 
suficientemente conocida por los operadores del tráfico jurídico, evitando caer 
en tentativas simplistas. Todo ello unido a la idea expresada en su exposición 
de motivos que dicha ley tiene por objetivo hacer de nuestro país un foro inter­
nacionalmente reconocido como atrayente de arbitrajes internacionales, lo que 
chocaría con la introducción, a estas alturas, de qué es el arbitraje, a modo de 
darlo por completamente aceptado y superado. 

La nOción de arbitraje comercial internacional se acuña en la convención 
europea de Ginebra de 21 de abril de 1961 y por la ley tipo adoptada por la 
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(CNUDMI) el21 de junio de 1985 y son, ambas, las antecesoras de los instrumentos 
más importantes en la materia. 

Siguiendo a Fouchard, Gaillard y Goldman, 16 y sin entrar a diseccionar la 
concreta definición, ya por otra parte superada en el ámbito del derecho mer­
cantil, de los adjetivos superpuestos en el objeto de nuestra definición, a saber, 
comercial e internacional, se puede definir como aquella institución por la que 
las partes acuerdan comúnmente someter sus diferencias al dictado de otros par­
ticulares que ellos mismos eligen para dicho fin. 

Conviene resaltar la definición dada por René David,17 por la que se enfatiza 
la propia misión de los árbitros como elemento fundamental de la institución, y 
que reza como: «El arbitraje es una técnica tendente a dar solución de una con­
troversia acogiendo los puntos de vista diversos de dos o más partes en con­
flicto, por una o varias personas -el árbitro o los árbitros- quienes reciben 

12 MED!NA,J.M.C. yMEaaiAH,J.F.M, Traladodtdtm:ltoarfrftnú, 3•ed.,2006: 213-220,872-881 passim. 
13 REGLno CAMPOS, F., El arbitrajt (ti am~~n~io ariJirnll y kJHlJIU4S dt nulidad dellalldo m la Lty de 
S ú tlicítmbrr ,U 19118), 1991:65-72 passim. 
1-4 CoanóN MOUNO, F., El Grlri1rojt m tl dntdw tspcaitol: intnYao t inttmariDnal, 1995: 25-28 passim. 
1 S Ni en el Nuevo Decreto de Reforma francés de 2011 ni en su regulación anterior. 
16 Fouat.UD, GAILLAltD y GoLDMAN, Tn~iti 4t l'arbitnlgt tomnritll intmtatimlal, editions Litec, 
Paris, 1996: 11 yss. Nota: Traducción de los autores. 
17 DA vm, llENt, Lntragt dans lt commeru ir~tn'nlJtilmal, Economica, 1981: 9. 
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su poder de un convenio privado estatuido sobre la base de dicho convenio sin 
estar investidos de poder por el Estado·. 

A dicha definición es menester añadir la noción dada por Charles Jarrosson, 11 

como aquella por la que el arbitraje es una institución por la que un tercero regula 
las diferencias que oponen dos o más partes y ejerce una misión jurisdiccional 
que le ha sido confiada por las mismas partes que al arbitraje se someten. 

1.2. Elementos esenciales de la institución 

Fl arbitraje es 1ma vieja institución y es institución porque en ella conflU}'ell un con­
junto de actividades relacionadas entre sí por el vinculo de una idea común y objetiva: 
la solución de un conflicto. Así pues, la causa del arbitraje se halla en la existencia de 
una controversia, que puede ser tanto actual como futma, tal y como recoge el articulo 
9.1 de nuestra Ley de Arbitraje (LA};" el fundamento del arbitraje se encuentra en el 
acuerdo de voluntades de las partes contratantes y esa es, además, la razón por la que 
dicho artículo se rubrica «De la forma y contenido del convenio arbitral». Son los 
contratantes quienes libremente, en el convenio arbitral,30 han de optar por el ubitraje 

18 jAilROSSON, C. y OPPEm, B., «La notion d'arbiuage., en Librairit gtnmalt u droit tt u jtlrú­
prudma, R. Pichon et R. Durand, Auzias, 1987. Nota: Traducción libre de los autores. 
19 Cfr. con el art. 1 de la Ley de Arbitraje de 1988: «El convenio arbitral, que podrá adoptar la 
forma de cláusula incorporada a un contrato o de acuerdo independiente, deberá npmar lavo­
luntad de las partes de someter a arbitraje todas o algunas de las contrownias que baJan surgido o 
puedan surgir respecto de \lila determinada relación jurid.ica, contnc:nW o no contractual•. 
20 Para ampliar conocimientos sobre el convenio arbitraV contrato arbitral: véase MEoiNA, ).M.C. 
y MEROlAN, J.F.M, Tnrwfo tk arflitnzjt prillddo intmto t intmuacion41, t• ed: 111-126 (contrato 
preliminar de ubitraje o diusula compromisoria), 127-172 (sobre el contrato de compromiso; 
concepto, requisitos, efectos juridicos, iDeficacia), 309-367 (arbitraje internacional); y en 2• ed.: 191, 
141-147 (contrato prmo de arbitraje), 150-276 (arbitraje interno), 589-720 (derecho internacional); 
CAsTRo, LM.V. DE, La cMIUIIla a~mpromisoria m ti arfJitnzjt tillil, 1• ed., 1984: 33-51, 61-101, 108· 
142, 159-171, 199-216; RAMos, F., Arflitnrjt y proato Í111m1Gei0f14l, 1987: 79-94; SANoiEZ B.wuos, 
MAiúA II'IMACULADA, «Naturaleza jurídica de la dáusula compaomi.soria en el arbitraje civilll>, en 
Esttulíss u dntdtD lit arflitnrjt, 1 Congreso de Derec:bo Vasco de Arbitraje, 1988: 194-197, 268-274; 
LoRCA NAVAIUIEI"E, A.M., Dtm:lto dt arllítnzjt ildmlo t i111muacional, 1989: 56--64; ÁJ.vM.f2., A.M., El 
ar&itnzjt, utvdio hisfórico jurúlico, 1981: 151-169; OUvEa. G.B., La solvción amirtDSd dt IDr tflff/lit:lrn m 
dtrrdJo I1IIMJIO:tl arliÍifl'tx ~iao, 1990: 177-100,211-224; SABA"Jt, L.M.,}11risprv*ftciutlritnd 
cornmt4do. STS 19fll-1991, 1992: 19-187; ÜGAYAil y AYU.Ótl, T., EJ CllftiNte de~ y 14 Íllllitluión 
mitnzt, 1977: 3&-40, 111-t S4, 1 ss-t92; PUtA BatJw.oo DE Quntós. C.M., s .mtnzjt. La CllfiCiliMióa. 
LDs mtHÜis 11lllmfldlts M fmllinoci6n dtl proMII. (BI Jtlimmimlll. La malllltia. El4JlJGrumúmo. La ,.,.. 
S«cíDn. La aulucültl4), 1991: 91-93; Rim.Eao C.U..OS, F., El rittajt(ll aJtWmio 4ñilnlly lAs 011U1U u 
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frente a la solución jurisdiccional del conflicto; por ende, sin convenio arbitral no pue­
de existir el arbitraje.21 

Pero lo que caracteriza al arbitraje21 frente a otros sistemas de solución extra­
judicial de conflictos -en los que también confluye el acuerdo de voluntades- es 
que la controversia se resuelve por un tercero imparcial23 que dirime el conflicto 
mediante una deci$ión denominada laudo. 

El arbitraje, además de ser una forma heterocompositiva de resolución de 
conflictos jurídicos, constituye una alternativa a la jurisdicción y un equivalente 
jurisdiccional. 24 

Por ello, una vez que las partes aceptan voluntariamente el convenio arbitral, 
el arbitraje desplaza, con todas sus consecuencias, al proceso judicial mediante la 
institución de la declinatoria, y el laudo tiene los mismos efectos que la sentencia 
ftnne, esto es, efecto de cosa juzgada (arts. 7 y 43 LA).25 Por otra parte, el laudo 
condenatorio constituye un título ejecutivo, que permite instar la ejecución 
forzosa ante los órganos jurisdiccionales civiles en defecto de cumplimiento vo­
luntario por parte del obligado (art. 517.1.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
LEC).26 

Sin embargo, queda claro que si el arbitraje quiere ser considerado como tal, 
al menos ha de reunir las notas anteriores, ya se trate de un arbitraje interno, 

nulidad dtllaudo m la Ley dt 5 dt diciembre de 1988), 1991: 19-28, 73-172, 183-189, 207-221; LoRCA 
NAVARRETE, A.M. y SILUELO ESTAGNAN,j., Dererlw de arbitra]tespañol, !994: 71-127; ÁLVAREZ SÁI>CHEZ 

DE MoVEU.AN, P., La anulación del laudo arbitro/, ti proceso arbitro[ y su impugnación, 1996: 136-185; 
AGUII.AR GRJEDER, H., La extensión de la cláusula arbitral a los compontnlts de un grupo de socitdades en t1 
arlntrojt comercial internacional, 2001; MoUNA CABALLERO, M .J., La congruencia m los laudos arbitralts, 
2002: 115-135; GoNZÁLEZ MOJI<TEs,J.L., Estudios robre el arbitraje, los temasclave, 2008: 25-37, 45-71; 
BENITo UOPIS-LWMBART, M. DE, El convenio arbitral, mqicacia obligatoria. 2010: 37-78,81-124, 145-
163, 167-234. 
21 De ahí la tesis contractualista que abordaremos en el siguiente apartado. Para ampliar conoci­
mientos sobre este tema: DIEZ PteAZO GJMÉNEZ (con DE LA OuvA SANTOS y VEGAS ToRRES), Derecho 
procesal civil. Ejt<-uciónforzosa. Procesos upt>ciales, Madrid, 2005: 609; CORDÓN MoRENO, F., El arbitraje 
de derecho privado (Estudio brtve de la Ley 60/1003 dt Z3 de dicitrnbrt), Navarra, 2005: 32. 
22 CAltNF.Lirrrt, F., Instituciones dt derecho procesal, traducido por Banca, Buenos Aires, 1959: 116. 
23 Uámase a dicho tercero, árbitro, v añadiríamos también, o terceros, esto es, un tribunal arbitral 
24 Cfr. STC (Sala P) de 4 de octub~e de 1993 {RTC 1993, 288) y el ATC (Sala l', Sección 2) de 
28 de octubre de 1993 (RTC 1993, 326). Nota: STC {Sentencia del Tribunal Constitucional); RTC 
{Resolución del Tribunal Constitucional) y ATC {Auto del Tribunal Constitucional). 
25 STC (Sala P) de 4 de octubre (RTC 1993, 288), que extiende a los laudos el principio de irre­
vocabilidad de las resoluciones judiciales. 
26 Cfr. 517.1.2 LEC: «Los laudos o resoluciones arbitrales y los acuerdos de mediación, debiendo 
estos últimos haber sido elevados :¡ escritura públia de acuerdo con la ley de mediación en asuntos 
civiles y mercantileSJO. 
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internacional, extranjero, ordinario o especial, de tal modo que la omisión de 
cualquiera de ellas supone la desnaturalización del arbitraje.27 

1.3. Diferenciación con figuras afines más comunes en la técnica de resolución 
alternativa de conAictos28 

Enumeradas las notas esenciales del arbitraje, interesa fijar nuestra atención en 
las notas características de instituciones análogas al mismo: la mediación o la con­
ciliación. 29 

En cuanto a la distinci~n del arbitraje respecto de la mediación, ésta radica fun­
damentalmente en la labor que realiza el tercero, diríamos, dirimente. El mediador, 
a diferencia de un simple intermediario, intenta poner de acuerdo a las partes con­
tratantes proponiéndoles una solución al conflicto que no tiene carácter vinculante. 
El mediador no impone a las partes la solución del conflicto como ocurre en el ar-

27 GoNZÁLEZ MoNTES, jos~ LUis (Coord.), Estudios sobre ti arbitraje: los temas clcwt, 1• eJ., Madrid, 
2008: 75-112, 115-130, I.B-189, 193-222, 225-282, 287-320, 323-371,433-497 passim; y MEniNA, 
).M.C. y MERCHÁN,j.F.M, Trat.~do de arbitrnjt privado inttrno e internacionnl, t• ed.: 87-91 passim. 
28 MEOINA,j.M.C. y MERCHAN,J.F.M, Trntlldo de arbitraje privado interno e internacional, 1• ed: 91-104. 
29 lbid.: 87-91 passim. Dicen dichos autores que singularmente controvenida y tradicional es la 
distinción entre el arbitraje y el arbitrio de un tercero y, por ello, la doctriiu ha puesto siempre gran 
empeño en sp diferenciación. Tanto es así que nuestro legislador se vio en la tesitura de plasmar la 
distinción en un mismo cuerpo legal. En este sentido, la derogada Ley sobre Régimen Jurídico de los 
Arbitrajes de Derecho Privado, de 22 de diciembre de 1953, establecía: «No se consider-.1. arbitraje la 
intervención de un tercero que no se haga para resolver un conflicto pendiente, sino para completar 
o integrar una relación jurídica aún no definida totalmente,. (art. 3). Sobre esta base jurídica, la 
jurisprudencia entendi9 que la figura del arbitrador se utilizaba para completar una actividad del 
ittr negocial, de modo que .sólo actuaba para integrar Wla relación jurídica indeterminada o no 
definida totalmente, o para realizar una labor de peritaje, mientras que el árbitro siempre actuab-.a 
ante un conflicto emitiendo un iwlicilcm in litigio. También se han distin~uido estas dos figuras en 
razón de su diferente implantación temporal, esto es, en función de que la intervención del tercero 
se produzca en el momento del nacimiento del conflicto o de la relación jurídica inter partes. Así 
pues, se consideraba arbitrador al tercero que interviene en el momento de la ejecución dt-1 contrato 
o, en general, del nacimiento de la relación jurídica, y árbitro al que interviene en el momento del 
nacimiento del contlicto. Hemos de señalar que estas distinciones hoy han quedado superadas, una 
vez se susti~ a los antecedentes legislativos de la institución arbitral que en la etapa codifu:adora 
hacían que en nueStro sistema existiera una duplicidad de reguiación de la institución, tanto por 
la LEC de 1881 como por el CC, como tendremos ocasión de ver. También se ha interpretado el 
·término de arbitrados, como en el arbitraje de derecho, y el amigable componedor, para el arbitraje 
de equidad. 
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bitraje; tanto es así, que en el arbitraje, si no se cumplen voluntariamente los tér­
minos del laudo de condena puede instarse un proceso de ejecución forzosa. Por 
otra parte, la gran diferencia que existe entre el arbitraje y la mediación consiste en 
que mientras el primero desplaza con todas sus consecuencias al proceso judicial, 
la segunda no. lO No existe en la mediación un efecto siquiera parecido a la declina­
toria procesal jurisdiccional para el arbitraje. 

En último término, nos resta distinguir el arbitraje de la conciliación;l1 a esta 
se le puede definir como el medio procesal de evitación de conflictos, análogo a la 
mediación, mediante la cual las partes pueden llegar a un acuerdo con la intervención 
de un tercero, el conciliador. El conciliador se diferencia del mediador en que, más 
que proponer soluciones, lo que hace es, previo examen de los hechos, y en el marco 
de un proceso jurisdiccional, la mayoría de las veces, como en España, aproximar las 
posiáones de los interesados para conseguir que estos lleguen a un acuerdo . .u Y se 
diferencia del arbitraje en que el conciliador no impone la resolución del conflicto 
a las parte$, sin perjuicio de que el auto judicial que homologa o aprueba el acuerdo 
pueda constituir un título ejecutivo . .u Por otra parte, aunque el acuerdo obtenido en 
amriliadón34 pueda ser aprobado u homologado por un órgano jurisdiccional, va a 
surtir los efectos de la transacción judicial y, por ello, podrá ser impugnado por las 
causas y en la forma prevista para la transacción judicial/5 en tanto que el laudo fir­
me produce la eficacia de cosa juzgada. 36 

)() El puado 7 de mar210 de 2012 entró en vigor el Real Decreto-Ley 5/2012, de S de marzo, de 
Mediacióo en Asuntos CMJes y Mercantiles, mediante el cual se iocorpora a nuestro ordenamiento 
juridico la Directiva 2001JS2/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, 
creándose un régimen general aplicable a toda mediación que tenga lugar en España en asuntos 
cívi1es y merantíles (se excluyen. por tanto, los asuntos no disponibles por la voluntad de las partes 
y los pella ec jentes al '-nbito penal, de las Administracione Públicas, laboral y de consumo), con 
el objetiw de impulsar esta via de resolución de contlictos como alternativa a la jurisdicción y el 
arbitraje. 
ll Regulada, en el ámbito civil, en los articulos 460 a 480 de la LEC de 1881, aún en vigor para 
ciertas iDstituciones de jurisdicción voluntaria. a la espera de la anunciada promulgación de una 
ley tan necesaria como la de jurisdicción voluntaria, y con carácter potestativo, sí bien el ámbito 
jurisdiccional laboral, como se impone como obligatoria y previa a la vfa contenciosa. 
32 En este sentido, AI.MAGao NOSETE, J., «Alternativas al proceso jurisdiccional•, en Boltlúl de in­
jvntt«ióft JrlMúttslltrio ú }lutiÑ t fftlnÜ)r, núm. 42, 1988: 1919. 
33 Cfr. art. S 17 .2, 3· LEC. 
34 Cfr. PIAA Bww.oo DE QUIItÓS, C., El arbimjt.IA COJtCilúzci6n. Los IMdos IUIOnruUes tlt ttrmiiUJCión 
drl f"'"SO.(E.l dmJtiwtiemD. La mtUftCÍ4. El tJlhrMwtilftto. La tnJIISdtriirt.l.A aJdt1Ciá4J}, 1991: 22. 
35 Cfr. arts. 1816a 1819 ce y 19 y ss. LEC t/2000. 
36 EselllamadoefectQ positivo del laudo. En este sentido, A1.MAaw NOSETI.,j., op. cit.: 1919, 1920. 
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2. U NATURAI.EZAJUJÚDICA DEL ARBITRAJE. DISCUSIONES DOCTRINALES SUPERADASJ7 

La polémica sobre la naturaleza jurídica del arbitraje fue, durante años, durísima 
dentro de la doctrina española, como también en la extranjera. Hoy es una cues­
tión que ya no levanta el apasionamiento que otrora.18 

La razón de este atemperamiento, siguiendo a autores como Medina, Mer­
chán y Molina Caballero/' está en la evolución e impulso que el arbitraje ha 
tenido en los últimos 15 años,«l un desarrollo que ha hecho que asuma, al menos 
en su dimensión doctrinal o teórica, un grado de suficiencia dogmática y una 
autonomía institucional y científica que apenas puede discutirse ya sobre el ca­
rácter contractualista~ 1 o procesalista de la institución, ni sobre su vinculación a 
una rama o disciplina predeterminada. 

Entendemos que la notable acogida de la misma por los países a la vanguardia 
de las relaciones comerciales internacionales deja esta discusión, muy teórica y 
nada pragmática, fuera de la órbita del núcleo doctrinal, y ello, quizá, porque son 
otras muchas las cuestiones de discusión y aplicación práctica que se presentan 
en el día a día a los prácticos del arbitraje. No obstante, hemos de advertir que 
la discusión, desde antaño, sobre la naturaleza juridica de esta institución y, a la 
postre, la configuración de la importancia de sus elementos integrantes, justa­
mente ha propiciado, se podría decir, el notable avance jurídico de dicha figura y 
la profundización en la materia. Toda dicha polémica ha teñido los propios textos 
legislativos españoles que, en función de a qué tesis daban prevalencia, se indi­
naban por acoger la institución y, por ende, el articulado de los textos, desde un 
punto de vista contractualista o bien jurisdiccionalista o procesalista. No cabían 
medias tintas, y eso se deja sentir en las leyes de 1953 y 1988, pero aún quedan res­
coldos de lo que parece ya como una polémica doctrinal pasada. 42 

En su sede, a la postre, reside gran parte del razonamiento que está en la base 
de la evolución legislativa del arbitraje, y en particular, del internacional,41 en 

37 MEDINA, ].M.C. y MEI.CHÁN, J.F.M, Trutado dt amtr12jt [1I'ÍIIIJ4D m~nw t intmsscilm41, 11 ed.: 
87-91, y 3• ed.: 222 y SS. 

38 ÁLvAREZ, A.M., El arbitr12jt, tstwdio histórico jwridico, 1981: 38-41. 
39 MouNA CABALLEllO, M. JESús, ÚJ congruntci4 m los laudos arllitnlln, Málaga, 2002: 40-62 passim. 
40 Se refiere al tiempo de la promulgación de la ley de 2003, en el lapso entre la anterior de 1988 
y esta última, si bien hemos de hacer nuestra la alegación de que, al día de hoy, la evolución ha de 
sopesarse en estos casi 25 años al tiempo de redactar el presente. 
41 Cfr. CASTRO, L.M.V. DE, lA dáluwlll compnmtisori4 m ti arbitra}~ civil, 1• ed., 1984: 19-25. 
42 Cfr. MOUHA CABAuAo, M. jEsús, La~ m los '-los~ MáJap. 2002:.40--62 pusim. 
43 Cfr. ColulóH MOIU!Ho, F., El mntraj~ m~~ dtrtdw tSp4ifol: ~mo t illlmuJcioruú, 1995: 28-34. 
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España, por lo que abordaremos la cuestión de la naturaleza del arbitraje,44 para 
decir que el arbitraje se resiste hoy a quedar encasillado dentro de las doctrinas 
clásicas y, por ello, postulamos por su autonomía institucional y científica, esto 
es, el arbitraje no es ni un contrato ni un proceso y a la vez, lo es todo: es la pos­
tura ecléctica o sincrética. 

Y es necesario abordar y dejar, al menos esbozada, la pugna científica sobre 
la naturaleza juódica de la institución de arbitraje porque, a la postre, nos ayu­
dará a comprender las influencias y, en fin, la política legislativa que subyace a la 
promulgación de los textos y, en suma, al ordenamiento juódico arbitral espa­
ñol desde sus orígenes. 

Siguiendo a estos mismos autores,45 nuestro derecho, y en general el de todos los 
países que siguen el derecho romano, encuentra prejuzgadas sus instituciones con 
esa distinción arbitraria que secciona en dos regiones el mundo juridico, la eterna 
división tradicional y más polémica de toda la ciencia juridica que divide el derecho 
objetivo en público y privado, cuando no, dentro del primero, en la escisión o no, 
en derecho civil y mercantil que, como tendremos ocasión de al menos esbozar 
posteriormente, no es una cuestión baladi, sobre todo cuando se trataba de definir el 
arbitraje en su vertiente comercial e intemaáonal.46 

Defendida la institución desde antiguo por algunos teóricos, Radbruch,47 y 
criticada por todos, De Castro,48 por haber roto la antigua unidad del derecho 
y de su contenido, y a quien se le atribuye la frase de que con el arbitraje nos 
enfrentábamos a la «fuga del derecho•, a la postre, la progresiva publicitación del 
derecho privado, por una parte, y la utilización de las técnicas privatistas por los 
sujetos de derecho público, por otra, hacen decaer la esta neta distinción, sobre 
todo cuando nos enfrentamos al arbitraje en su perspectiva internacional 49 

44 GAsP~.ti..BA, S., El dlllfriá) dt apfiau:ió11 dtl arllifnljt, 1998: 54-56 passim. 
45 Cfr. MaliNA,J.M.C. y Mu.aWI,j.F .M, TNt4do dt arlñtrujt pri&NUio interno t in~ 2• ed., 
1991: 108-123 (dem:bo interno). 
46 Por cuanto y.t en Jos inicios de la conceptuatización del arbitraje como doméstico, en contra­
posición con internacional, o incluso extranjero, criterios objetivos como el atribuido en una etapa 
~ de su estudio ea los mos setenta, que definían el mismo con base a los clenomiDados 
cactos del comercio inmlllciona}¡., emergió la discusión sobre qué entendíamos como acto de co­
mercio, y si dlo supoma que quedaban fuera de esta institución las materias de derecho civil puro. 
47 .RA»u.uat, Fíltl1111ji4 Jll tlnftlto, Ed. Espaltola, FCE, 1933: 163, apud MmJNA,j.M.C. y Mu­
OWI, J.F .M, TIIIIUo dt arflitrajl privado iltJmlo t mtmuaciorul, 3• ed.: 220. 
48 Véase CAsrao, DE, DufdtD ci&#il rspallql, apud MEDINA,j.M.C. y Mu.01AN,j.F.M, Tral4do dt 
ariRtrajf priwJD Íltfmle t Utknt4CÍ~mal, 3• ed.: 220. 
49 C'b. MEniNA, J.M.C. y MuatÁN, J.F.M, Tn~t~No th t~ritirrujt pri&NUio inttmo t i11~ 3• 
ed.: 221. 
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A entender de los citados autores, 50 en el planteamiento de la naturaleza juridi­
ca, en esencia, lo que se discutía es si pertenecía esta institución a las ooncepciones 
normativas públicas o, por el oontrario, a las privadas. Quien mantuviera posicio­
nes teórico-públicas acerca del arbitraje sostenía que el arbitraje es una institución 
pública al servicio de inte.t es privados, cuyos árbitros ejercen temporalmente fun­
ciones soberanas. Es, en definitiva, la postma jurisdiccional ante el arbitraje privado, 
que pone el acento en la preponderancia del elemento funcional o función de los 
árbitros análoga a la jurisdiccional de los jueces y tribunales. Pero si lo que se defendía 
era la teoria privatista, se afirmaba51 que estábamos ante un verdadero contrato. En el 
fondo está latiendo otra anómala dasificación del derecho, entre derecho sustmtivo 
y derecho procesal que, junto a la escisión entre derecho público y derecho privado, 
complicaban más aún la cuestión. 

Así, podemos clasificar las diversas posiciones cJoctrinales5l que se han seguido 
en tres sectores bien definidos y que, como analizaremos, se hallan, en la práctica, 
superados: 

a. Como institución de derecho material, para Ja que se entiende que Ja juris­
dicción es función m:iusiva de la IOberanía e imptrium, que el laudo no es acto 

jurisdia:ional ni declara derecho, y que el árbitro no es juez, sino que su po­
der es Ja consecuencia de un contrato, el amvenio arbitral, como culmen de 
la autonomía de la voluntad ex articulo 125553 de nuestro Código Civil. Esta 
concepción, adelantaremos, impregna rodo el tato de la primera ley unitaria 
de arbitraje en nuestro país, la~ de Arbitrajes Privados de 1953, que más 
tarde analizaremos. Tampooo la ~ de Arbitraje de 1988 fue ajena al origen 
oontractuatista del arbitraje por mucho que se la quie!a tildar de procesatista 
Así, el artículo 9 hacía pivotar todo el arbitraje como un conftllio y el articulo 
5 estableáa la necesidad que el oonvenio ~ expnsamente la w1untad 
inequívoca de las partes de someter Ja solución de sus conflictos a uno o wrios 
árbitros; y en fin, se ampliaban considenblemente Jas posibitidades de aUIDno­
mía de la voluntad, oomo acto generador del arbitraje, al recogase el contrato 
de adhesión como origen del convenio (art. 5.2 u. de 1988}, e incluso cualquier 

so MOIJNA v.a,.., 'no, M. }lisOs, La amg• INMia flt 1M...,., ufrimlln, Málaga. 2002: 40-,62, apud 
MmiNA.J.M.C. y MEIDWr,J.F.M, Tratado uruflitrajtprillrlllai'*"'to~i~ 3"ed: 221. 
51 Or. MBDIHA, )..M.C. y MDOL\H, J.F.M, Tnrllr4o dt ~ priiMtlo ittfmlo' ~ 3" 
ed: 220-237 (derecho ÍDta'DO). 
52 Cfr. ibid.: W-lll. 
53 Cfr. art. 1255 Código Civil: cLos cxmtratallle5 pueden -..b rer las pacms, dáuluJn y con­
diciones que tAl!DpD por c:onftllieate, liempn! qae 1lO sean CODtl'llial alu Jera, a la moral Di al 
orden público-. 
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medio de comunicación que dejara ronstancia elemental de la voluntad de las 
partes de someterse al arbitraje (art. 6.2LA de 1988). 
Algunos de estos rasgos se mantienen en la Ley 60/2003, pero otros se 
superan. Entre estos segundos se encuentra la eliminación que las partes ex­
presamente manifiestan su voluntad de someterse a la solución del árbitro. La 
razón de esta justificada eliminación -expreso sometimiento a la decisión del 
árbitro- es ronsustancial al propio arbitraje y eso hace que su instauración, 
por la vía de definición legislativa, resulte superflua. En todo caso el artículo 
11.1, inciso inicial, insiste en que el ronvenio arbitral obliga a las partes a 
cumplir lo estipulado e impide a los tribunales conocer de las rontroversias 
sometidas a arbitraje, siempre que la parte a quien interese lo invoque me­
diante declinatoria. Pero también podemos hablar de consecuencias en la 
esfera del derecho procesal, porque el arbitraje tiene plenos efectos procesales, 
c:Omo ya se ha indicado con anterioridad y se desarrolla más adelante. 

b. Considernción del arbitraje romo institución de derecho procesal, por lo que 

se ~ al árbitro ñmción jurisdiccional, equiparándolo al juez, igualando 
su cometido y equiparando el laudo a la resolución judicial o sentencia decla­
rativa y previo itn' de un proceso arbitral. 

c. Por último, la síntesis de esas concepciones, mayoritaria, sin duda, en nues­
tros días, es aquella que no considera como jurisdicción la actuación de los 
árbitros, sino que constituye ésta una jurisdicción convencional;~ una teoria 
estricta o mixta que defiende una naturaleza privada-procesal del arbitraje, 
que se denomina sincrética. Esta es la configuración de la que se hace ero 
nuestro Alto TribwW.S4 

Tampoco la jurisprudencia española había sentado un criterio permanente 
y uniforme en sus inicios, por razones sociopoliticas que se analizarán. Algunas 
sentencias se orientaban hacia la naturaleza procesal de la institución, refiriéndose al 
compromiso romo del poder jurisdiccional atribuido a los jueces privadcJsSS y en otros 
fallos, decididamente, se afincan en la naturaleza privada o contractualista. 56 

S4 Se denomma cquiwlente jurisdiccional, paraiurisc:tia:ioDal o cuasijurisdia:i -A TC 259/2003, 
STC Z88/t993 y 17411995-. Es por ello que, aun apmximándolt> a la naturaleza jurisdiccional, 
ezpooe que alguno de sus rasgos, como la libertad y autodetennioación del individuo, permiten con­
figurarlo como una naturaleza ed.éctica. 
55 Soo III!Dteocias reconocedoras de la naturaleza procmal, en~ otras, las de 10 de noviembre de 
1915; 24 de junio de 1927; 3 de diciembre de 1930; 23 de marzo de 1945; 26 de febrero de 1946; 3 y 
16de11W'2Dy 17 de abril de 1954; l7 dedidembrede 1956 (cfr. MiiDINA,J.M.C. y MEaOtAN,J.F.M, 
TNIIIMo 4uriátnr~ ,muo iMm1o t ~ 3" ed.: ZZI). 
56 Lu llellti!DCias que decididamente sielltm la naturaleza pndominanmnente privada son, entre 
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Entre las razones por las que se critica la corriente procesalista$7 podemos 
aducir que: 

1. En el proc::eso interViene el Estado en una posición jerárquicamente superior 
a los restantes sujetos procesal~ el juez no se baDa aliado de las partes, sino, 
esenciahnente, por encima de ellas e impone la decmón a los demás suje­
tos. Por el contrario, en el arbitraje se dice que se impregna de la idea de 
coordinación y, por eDo, reside la ejecución del mismo ante el juez de Primera 
Instancia del lugar (arts. 52 y ss. de la ley de 1988 y 44 yss. de la LA 2003). 

2. El proceso es de naturaleza absoluta sin que la autonomía de la voluntad 
privada intervenga y aunque rija, para determinados supuestos procesales 
en el orden civil, o de derecho privado, el principio dispositivo. El arbi­
traje no es de naturaleza absoluta, sino de naturaleza dispositiva plena en 
todas sus fases. No pertenece al iws copns, sino al úu disposiliwm. 

3. Lo determinante de la naturaleza absoluta del proceso frente al arbitraje es 
que el juez encarna al Estado, mientras que el árbitro no es cun ;uez., sino 
cel juez de las parteP y, en consecuencia, tiene mero carácter temporal y 
ocasional, y se le otorga potmtu por el encargo de cada arbitraje en sf; fue­
ra de él, carece de potest4S frente a un juez cuyo imperium permanece en 
toda su vida profesional. 

4. Solamente el proceso puede ser equivalente a juriscfia:ionat, pues ambos 
conceptos son c:ortebtiYos. Y, como ha dicho Guasp,51 es el único concepto 

otras, las de 29 deeMrO de 1912, 14 de octubre de 1917,28 de marzo ele 1930,11 ele abril de 1932, 
l8 de mayo de 1940y 10 decliciembre de 1943 (cfr. Mmuu.,j.M.C. y MlaaiAN,J.F.M, T .... tk 
erflitna~ ,.n.do iJitmlo t ~ 3" ed.: 221). 
57 Cfr. ibid: 218. 
58 Asigna Guasp al arbitraje UD papel Det2mente sustantil'o. «Hay que recoDOCer -dice- que 
el Derecho lllllll!rial ao ha sabido dane cvelúa e'bda del pepel que . clebfa aip:ar al arbitraje 
dentro del cuadro de sus iostituciolles privativa5. No ha sabido, a efecto, uegunr a la iDstit.uc:ión 
arbitral un enc:uadramiento satisfactorio en el total de los fen6menos que regu!P. La critica que 
hace Guasp es de todo punto aa!ltlda, cuando dice que eJ C6di¡o Civil habla del c:oapromiso 
dentro de los par.ajes destinados a los contratos, pero esa parca regubd6n, que se alude a uoo de 
los elemelltos y ao a todos los que iDtegraD eJ arbitnlje, lUida dJce, en rnlicW, tobft Ja DllhU'aleu 
jurfdico-raatcial cJel ubiú:aje, tODSÍ d ndo COIBO · 11D tudo. f.repa.d.adose a c:oatiDUIII:i.6D el 
ilustre profaor qa6 pwesco ocupa el atbitraje ea el dencho·Dam.do iGiiUiiltiwo, al el derecho 
privado. Para determiDarlo, Gusp hace uaa doble c:oasidllncióD: aaa CODSidend6a de 6Jaci6G 
y otra de estnH:bmL Ati!Adieado a !a fuacióa, ,_.. fl'llt 11ttrala ele u coaclerto ele~ 
que~ efecto~ juridials, Ja ~ deiiXIGtratD es, deJde Joeso, el....., propio doade 
el~ • puede aenar. A.........., a la auiid'W!I;. el •• cedo. ,.., oettliRt aas dke lo 
siguinte: el proc..t•mi ttn qaelftderrá el adlitA;e ea k a~~a de cp loiJ dYilistas ....,.... coa 
dificultad la ildtibtd6u. ·En loe tiesnpos al q.e p1r1 .. u.· to ~-,proc:ao • c:oafaadfm, que el 



que permite trazar con cierta seguridad la línea divisoria entre ella, el Poder 
Judicial y las restantes funciones esenciales del Estado: legislación y admi­
nistración. 

La postura privatista o contractualista también tuvo sus criticas doctrinales; 
siguiendo a los mismos autores, Guasp,s9 estandarte de esta postura en nuestro 
país, ha mantenido en España el carácter privado del arbitraje. Consideran la 
institución como de derecho privado, justamente por la razón que acabamos 
de-esgrimir, sobre el hecho de que el juez sólo vale jurídicamente cuando se le 
considera como lo que es, como emanación de la soberanía del Estado y, por 
tanto, que la fuerza de obligar que el juez imprime a sus decisiones no le viene 
dada de la voluntad de los sujetos que acuden a la jurisdicción, sino de la voluntad 
de los órganos públicos constitucionalmente creados a tal efecto. Dicho autor 
sostiene que cuando se dice que el árbitro es un juez, o que el arbitraje es un 
proceso, nos encontramos más bien en un terreno metafórico, más que taxa­
tivamente científico. Pero estrictamente hablando, el árbitro no es un juez ni el 
arbitraje es un fenómeno procesal. Q) 

Ogayar'1 también ha defendido con énfasis, dentro de la doctrina española, 
la naturaleza privada y contractual del arbitraje.62 Sostiene que el proceso tie­
ne por objeto la satisfacción por el Poder público de las pretensiones de un 
particular. La actuación del juez tiene eficacia jurídica como encarnación de la 
sobenmia del Estado basta el punto que la fuerza de sus decisiones radica en ser 
órgano del Poder público, con o contra la voluntad de las partes, y sus senten­
cias valen no por el procedimiento o aceptación de los litigantes, sino por la 
potestad de i~rio que se le concede. En el arbitraje no ocurre así, pues si el 
laudo es obligatorio pan las partes es porque ellas quisieran previamente que 
las obligara y es la propia norma procesal, el imperio judicial, quien dota de po­
der de acatamiento mediante la vía ejecutiva a una decisión material o privada 

arbitraje fuera uaa institución que se desarrollara por medio de un procedimiento en uaa razón 
para adscribirle al mudo del proceso. Distinguiendo, como hoy se hace unánimementl!, entre 
procedimiento y proceso, la estructura procedimental no es razón para asignarle al mundo del 
proceso. Sencillamente, se trata de un contrato con tracto procedimental (cfr. MmiNA, ].M.C. y 
Ma.CHJ.M,j.F.M, Tnatddo dt arllitn~jt pri\IIUJo mttmo t i~tknuleion41, 3• ed.: 228). 
59 GuA.sP, El crüntje"' tl dtmltD upoñol, Barcelona, 1956: 22. 
60 Cfr. Mm!HA.J.M.C. y Mia.OIÁN,J.F.M, Trrúlldo dt arbitrajt pri\IIUJo i~ttmso t intenaaciorual, 3• 
ecl.:ua. 
61 OG.\Yd Y AYLLóN, T., RtamDs Cllfttnl tl Laub «rlritnal: 1 S7, apud MEDINA, J.M.C. y MEROtAM, 
j.F.M, Tl'llfGIIe ._...~~ ill,..,.,. t inuf"'IGCÍoot4l, 3" ed: 128. 
62 0GAYAa y AYU.óN, T., El amtr'lltD ,u CO"'f"''MUo y,. irutitvci6Jt annfrlll, l'TTT: 68-76. 
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derivada de la autonomía de la voluntad estricta. No es, pues, el árbitro un juez 
ni el arbitraje un fenómeno procesal, afirma Ogay.u. 

Hacemos nuestra la defensa que hacen Guasp y Ogayar, pero no hemos de 
olvidar otros aspectos, como el hecho de que es cierto que el Estado concede a 
las partes la facultad de sustraer a la jurisdicción el conocimiento y resolución 
de determinados litigios disponibles, pero jamás, en cambio, se les permite 
renunciar a dotar de fuerza ejecutiva al arbitraje ni a su resultado, el laudo. Una 
fuerza especial ejecutiva que no se da en ningún otro contrato, por lo que el 
convenio arbitral y, en sí, el arbitraje, tiene peculiaridades propias importan-
tí$
• . 6J unas. 

Por ello no podemos afirmar, sin más, que sólo mantenga esta institución 
una fuerza tan sólo contractual Chioverufa'4 nos decía que el compromiso 
implica la renuncia voluntaria al conocimiento de una controversia por la auto­
ridad judicial; y que en base a la distinción proceso--procedimiento estemos en 
presencia de un contrato con tracto procedimental. 

En definitiva, no se puede encuadrar de manera absoluta ni en lo proc:esalista ni 
en lo radicaiJMnte co.ntractualista. Y ello, adem;is, al ser una iDstitución descom­
puesta, a su vez, en contratos/fases independientes pero enlazados, necesarios pa­
ra conseguir su finalidad propia, esto es, la emisión de un laudo por un tercero 
no instituido constitucionalmente con poder juri.sdia:ional, cuyo fallo tiene las 
mismas características que la sentencia judicial. Es una institución que goa. a .la 
postre, del doble carácter material y procesal, y lo único factible es que, tanto por 
aportación de una como de otra vm:iente, lo que se puede concluir es que hemos 
de estar a la postura sincrética. 

Se impone una visión sincrética en la natu.nleza jurídica del arbitraje porque 
las posturas desarrolladas suscitaban las criticas que hemos sei\alado, o más bien, 
esbozado, ya que existen ríos de tinta sobre la materia, y frente a ellas se alza 
una postura ecléctica que refuta la jurisdicción de los árbitros como «negocio 
privado• y a la vez recllaza la posibilidad de asimilarla a la atribuida a los orga­
nismos del Estado, señalando que estamos ante una jurisdicción tui gmeris, que 
se viene a denominar jurisdicción amancioMI. 65 

' 

63 Cfr. M!oJNA,j.M.C. y MD.aúN,J.F.M, Trrú11Jo4k~ priw4B ildrr'lv,. ~ .J• 
ed.: 228. 
64 Cmovmrot., Priaripfos th Jnrdto""'"""' tomo 1: U7 y a, apad Mi!DncA, J.M.C. y MaaMN, 
J.F.M, Tnatado á .mtra¡,. pri.WO illlmt.o t ~ l" ed.: 111. 
65 PLAzA, Di LA, lJurdt¡, proctllitt¡imo t:úlil..,..., vol. 2: ... 3, apad MIDJM4,j..M.C. f MD.awt. 
J.F.M, T""'* * ct6itrwjt ~ iJIImiiJ, ~ 3• ed.: 230. 
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No se trata de negar la naturaleza procesal y/o contractual del arbitraje, 
sino de armonizar ambas posiciones, más aparentemente que realmente anta­
gónicas." 

Para Silva Melero,67 tras exponer opiniones encontradas de diversos au­
tores, Gluck, Savigny, Wincheid, Cenburg y otros," distingue en el arbitraje 
tres momentos diferentes: aquel en que las partes perfeccionan el contrato de 
compromiso, que es negocio del derecho privado; aquel otro en que esa volun­
tad cristaliza en un documento y se convierte en lograr un acto de marcada 
condióón recepticia (la aceptación), engendrador de un vínculo que surge entre 
los litigantes y el árbitro y que se asemeja a un mandato; aquel otro momento, 
finalmente, en que investidos los árbitros de un poder que está en potencia en 
la ley que asilo reconoce, pero que se traduce por obra del compromiso, ejercen 
una actividad pública, la de juzgar, y ello porque el Estado, al ejercer la tutela 
jurídica sobre los ciudadanos, puede valerse de funcionarios que, en todo caso, 
asumen la potestad jurisdiccional, los jueces, así como de personas a quienes, 
concurriendo determinadas circunstancias, atribuye la facultad de juzgar, para 
un caso concreto. 

Por lo expuesto, se deduce que el arbitraje no cabe sólo en el ámbito de la 
contratación privada y por eso la postura contractualista es materialmente insu­
ficiente, a la vez que tampoco es, sin duda, un proceso jurisdiccional, del que la 
separan muchas diferencias ya tratadas. 

La terminología de jurisdicción convencional quiere decir dos cosas: 
a. Es convencional desde que las partes perfeccionan un contrato de com­

promiso, que es negocio de derecho privado, y, asimismo, al engendrar 
un vínculo obligacional entre litigantes y árbitros, que crea una relación 
de servicios desde el instante en que se da la aceptación por los terceros 
llamados a dirimir. 

b. Es jurisdiccional, no tanto por la función que desarrollan los árbitros, 
como por la especial eficacia que el derecho otorga a los efectos del ar­
bitraje, que emergen del derecho contractual o privado y lo superan 
para convertirse en actos procesales o, al menos, con la misma fuerza 

66 Cfr. Mm!NA,J.M.C. y MaoiAN,J.F.M. Tratado dt arbitraje priiNJdo iltttmo t inttmGCÚmlll, 3• 
ed.:1Z8. 
67 SILVA Mm..iao, «El compromiso», en JU11. y úg., 1932: 436 y ss, apud Mf.DINA, j.M.C. y 
MliacHAM,J.F.M, Trotado de 4Jrbitnzjt priwdo intrmo t inlrrlllldonal, 3• ed.: 232. · 
6i Cfr. MeDIMA, J.M.C. y ME~tc:HAM, J.F.M, Tnzt4Uio de arbitrujt priiNJdo interno t inttnuacimtal, 3• 
ed.: 23<4 
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procesal al otorgarles la ley la misma tutela jurídica que a las sentencias 
judiciales, y ello, no obstante, señalando que sentencia judicial y laudo no 
son equivalentes. Dice este auto~ que la ley, al regular con cierto detalle 
la intervención jurisdiccional y la ejecUción forzosa del laudo, ha otorgado 
una impronta judicialista a la institución arbitral 

Oertmann, Schultzenstein y Jaeger10 son ejemplos, dentro de la doctrina ex­
tranjera, de esta postura ecléctica. 

En definitiva, dicen estos autores71 que la especial naturaleza del arbitraje, 
que se nutre tanto de elementos contractuales como de elementos de carácter 
jurisdiccional, hacen de la institución que examinamos una figura originalisima 
a caballo entre la convención y el proceso. 

La Ley de Arbitraje de 2003 se decantó hacia una concepción autónoma del 
arbitraje -frente a la contractualista de la ley de 1953 y la proclividad judicialista 
de la de 1988. 

A pesar de que aún en la doctrina científica se sigue debatiendo sobre la 
naturaleza del arbitraje desde una óptica dualista, es decir, desde posturas que 
siguen considerando el arbitraje o bien como un contrato o negocio jurídico, 71 o 
bien como un sucedáneo judicialista o jurisdiccionalista/" lo cierto es que como 
sefiala Barona Vüar, la riqueza que se ha obtenido de esas disquisiciones cien­
tíficas ha dado sus frutos. 

Matiza la autora que es manifiesto que en la institución arbitral se tejen un 
conjunto de relaciones jurídicas plurales; resultando que de ese entramado de 
relaciones jurídicas no toman mayor relevancia unas sobre otras. Y de ahí surge 
la pregunta que se formula Barona: ¿qué es esencial en el arbitraje: la voluntad 
de las partes, la libertad de someterse a un arbitraje, sin la cual no es posible 

69 Cfr. MEDIHA,}.M.C. y .MmtCHAH,J.F.M, T~ u llrllilnlfr prn..do ÍXfllf'M t ill~, 3• 
ed.: 233. 
10 Cfr. Ou:nwet, Dn V~ Rtdstsmilttlwnidlf, 1915: 403 y ss.; SaM.TZDISTEIN, Vnltihaúr 
ZWMisdam mu~ lmll rivilpfo~ Vtrfoftrn, 1911: 35ty ss.;.J.wa, Semmtos u 
ündto ¡woc:ntsl, Milm, t9SS: 121 y ss, apud M!DINA,j.M.C. y Mac::HJ.N,J.F.M, Tnrtlldo u 11r6itrc~ 
prili'tJIIg Ífttn1tO t ütlml4lcioMI, 3" ed.: 233. 
71 c&.MmiNA,J.M.C.yMua4AN,J.F.M, Tnttado.Wañitra~~ÜIIIrr'nlltúanJGCiolldl.3"ed.:23. 
n En la doctriDa moderada espaAola, p. ej., Gm;-ALoNso, cLa ar.cte~iación del CODValio 
ubttrat en la Ley 36/1988, de S de dic:illmhre, de~. en lA IAJ, nam.. 2, 1990: 1033; Cu­
MADI!S, D.M., cEl COD'Yellio ubitl:ll, 'W!I'Ciadero c:onD111to*, ea RC.:EA, 2003: .,; o, en fin, PDAl.ls 
VISCASII.I.AJ, P., AriiiNW'üW, ~ ot6iiNI, An!Dadi, 2005: 68 y a.; apud MloiMA, J.M.C. y 
MEaaw.,j.F.M, TI'IIIUo"* arilitN~ ,n..e .....,._, ~. l"ecl: U1. 
7l Motm1t0 AaocA, ~.,....,a la llj •Cftilnl;r, UVM, Midrid. t990: 19ya.; MmrNA, 
].M.C. y MEk<:RAN,J.F .M, Tnditdo ¡, triittojt ,.u-M iMrnto' ~ 3" ed.: 237. 



hablar de arbitraje, o la función de los árbitros de solucionar el litigio planteado 
y ofrecer el ordenamiento jurídico un cauce para su ejercicio?, (-puede haber 
arbitraje sin convenio?, ¿puede haber arbitraje sin proceso?, ¿puede haber laudo 
con efectos de cosa juzgada sin el ejercicio de la función heterocompositiva de los 
árbitros por medio del proceso? Todas las respuestas a las cuestiones planteadas 
-sigue diciendo esa autora- conducen a la misma solución: no es posible un 
arbitraje sin alguna de las piezas que se han expuesto. Y ello le lleva a concluir 
que «el arbitraje es el arbitraje», y esa es su naturaleza jurídica. En consecuencia, 
dice Barona, puede afirmarse que el arbitraje es una categoría autónoma. 74 

Acogemos por completo esa posición, máxime después de la Ley 60/2003, 
en el sentido que el arbitraje no es un convenio ni un proceso ni un laudo, ni 
tampoco un simple sumatorio de todos ellos, sino que es un sistema alternativo 
a la jurisdicción territorial del Estado al que el legislador nacional e internacional 
ha dotado de efectos idénticos a la sentencia judicial 

Hoy el arbitraje no es exclusivamente estudiado desde una perspectiva 
doméstica75 y se puede configurar sin los tintes de localización territorial en 
cualquier punto del globo, ya que es único método de solución de conflictos 
que se sitúa más allá del binomio Estado-territorio, y completa los límites terri­
toriales que alcanza el juez nacional. 

Desde hace años el arbitraje tiene sus propios fundamentos y su propia fina­
lidad, nos dicen Medina y Merchán, no hay que buscar fuera de sus confines, 
ha alcanzado su propia identidad institucional, cuyos perfiles le hacen distinto 
a otras categorías jurldicas, aun cuando pueda compartir con éstas elementos 
comunes, pero eso ocurre en todas las áreas del ordenamiento jurídico, que no 
se cierran en compartimentos estancos, sino que aparecen relacionados entre 
si como vasos comunicantes, lo que facilita su interpretación y la estabilidad y 
seguridad jurídica del conjunto del ordenamiento como un todo. 

El alcance de la autonomía institucional hoy existente en el arbitraje, se ha 
logrado porque la institución cuenta con su específico sistema de fuentes y sobre 
todo porque se admita existencia sin anclajes previos.76 Es un sistema normativo 

74 Cfr. B.uoHA VIL.Aa, S. (Coord.), Comentarios 11 111 lq tk 11rbitnajt (úy 6/Y1JXJJ), Thomson­
c:mtu, 2004: 58-59; Mm!NA, J.M.C. y MaoWI, J.F.M, Trcúado u IVhltna~ priwdo intnno t 

~ 3-ed.: 237. 
75 Cfr. M!DINA, }.M.C. y MEaaL\H, J.F .M, Tnata.lo tk •mtrrrjt pri!IIUio ilffn'M t intmtllcio1112l, 3' 
ed.: 241. 7' liso último es mú DOtorio en el arbitraje de carácter internacional, donde las necesidades del 
mercado biD llegado a crear vn cuadro normativo propio (~x ~ UNIDROIT) que le sirve 
de derecho de foado aplicable, iaduso la posibilidad de poder buscar y localizar la norma aplicable 
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propio e independiente que no se encuentra subordinado a ningún otro orden 
normativo o jurídico concreto. 

Por ello, se postula que" se puede sostener que existe un derecho arbitral o 
del arbitraje, con plena autonomía científica e institucional, dentro de su propio 
ámbito de aplicación, con su propia metodología y sistema de fuentes, que queda 
perfectamente delimitado en cuanto a su objeto (normas, tratados, usos y prin­
cipios referidos al arbitraje), fundamento (libertad individual para apartarse de 
la jurisdicción del Estado y voluntad de someterse a un convenio arbitral), natu­
raleza (sistema peculiar y alternativo de solución definitiva de conflictos) y fines 
(resolver controversias y litigios sobre derechos sobre los que las partes tienen 
libre disposición). 

Sólo postulando su autonomía y peculiaridades propias podrá salvarse la ins­
titución de los problemas más graves con los que se critica que hoy se enfrenta, a 
saber: su propia banalización, a la que se podría llegar si no se mantiene el rigor 
de sus confines y de su contenido; la excesiva y endogámica mercantilización del 
mundo de los operadores arbitrales; así como el que pretendan erigir la institución 
en una técnica residual destinada a servir de desagüe de los atiborrados tribunales 
judiciales del Estado?' 

aun fuera de ese marco de reglas y usos internacionales. En d arbitraje de carácter interno, sólo en 
apariencia es distinto: al fin y al cabo las partes y, en su caso,los árbitros, pueden decidir d derecho 
material aplicable y la ordenanza procedimental a seguir, con tal que se respete la igualdad entre 
las partes. Ya se ha apuesto, y no se va a tqMtlir ahora, cómo d arbitraje ha acabado por segregar 
tres principios Wsicos que le han servido de lanzadera: los principios pro arbitraje, pnpttuatiD 
arbitnalis y l<tmtpdmz-Ktmtptlrftz, que le han dotado de un alto grado de sufu:ieDc:ia doc:trinal y 
práctica. Mm>IHA, ).M.C. y Mu.atJ.H, J.F.M, Tnatsdo tk «rbitnafr prilldllD i1ltmto t inlmt4cifmld, 3• 
ed.: 242. 
77 Cfr. ibid.: 243. 
78 En l!Ste seDti.do, la dodrina del Triblmal Coastituc:ional atribuyendo al arbittajc el papel de 
cequivalenre juriscticxional• o el de cactividad sustitutiva de la jurisdiccina•l» (véase, emre otras, 
1C43/J988, 15/1989, 62/1991, 174/1995 y 176/1996, por todas). El arbitraje, como epimme dtl 
derecho arbitnl, debe n!SpeCU, en si miamo, ua modtlo de~ de gar.mtfas, el que, además de 
insistir algUDa doctrina y la jurisprudencia del Tribunal ~ también ha sido rec:ogido 
por la jurisprudencia de A1'"'"mc:ias Provinciales (SSAP, Alicante, de 26 de febmo y 2% de mano 
1999; Madrid. de lO de noviembre de 1999, de septiembre de lODO, portadas), ipUd.MIOINA,j.M.C. 
y MiaatAN,j.F.M, ~ 11 triitraje priwú údmlo t ~. l"cd.: 245.2. 
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3. BREVE R.EFEIU!.NCIA INTRODUCfORlA: SISTEMAS MONISTAS VS. SISTEMAS DUALIS­

TAS. U TRADICIONAL DUPLICIDAD DE SISTEMAS DE PUENTES APLICABLES 

Cuando se habla de monismo wrsus dualismo en materia arbitral hemos de hacer 
una distinción preliminar. Así, en un primer momento y en la actualidad, han 
sido superadas las dualidades normativas o de fuentes en el ámbito interno de 
cada sistema normativo estatal, nos referimos a aquellos grupos de Estados en los 
que, por mor de la inicial reticencia derivada de la aceptación del arbitraje como 
plena institución, no meramente privatista-contractualista, de derecho sustantivo 
material-contractual o como fuga del derecho, en palabras de De Castro, o en 
el caso espailol, con su primera ley de 1953 de arbitrajes privados, en plena 
autarquía politica bajo el régimen político de aquel entonces, en los que, en el 
plano no~ativo, tan sólo se regulaba un arbitraje, el nacional o doméstico, frente 
al actuar tenaz y progresivo de la doctrina y jurisprudencia arbitral internacional 
que, ante la insuficiencia -o quizá más, la cuasi prohibición o desatención del 
arbitraje internacional, estandarte de arbitraje en la práctica actual de los estados 
del mundo, que, a la postre es el arbitraje que interesa en esta obra-. Es decir, 
aquellos sistemas, como el español hasta hace bien poco, que distinguían entre 
un sistema de fuentes internas y codificadas para el arbitraje interno o doméstico, 
desatendiendo, en un primer momento, al internacional (así la ley de 1953) y 
buscando su apoyadura legal hasta nuestra Constitución, con Autos como el de 
febrero de 1981 que fueron introduciendo un cuadro normativo paralelo apli­
cable al arbitraje internacional en España. 

Los sistemas de regulación nacional del arbitraje, siguiendo a Medina y 
Merchán,79 son las reglas que se contienen en las propias leyes nacionales sobre 
arbitraje y que en los últimos años han sido objeto de un desarrollo notable en el 
sentido de otorgar carta de naturaleza al arbitraje internacional desarrollado en 
el seno legislativo interno de cada Estado. Pero para llegar a este punto ha sido 
necesaria una larga evolución, venciendo concepciones demasiado nacionalistas 
del arbitraje, o, simplemente, por la carencia de un concepto o una cultura eficaz al 
arbitraje internacional fuera del reconocido en los instrumentos específicamente 
internacionales. 

En los últimos veinte o veinticinco años, para el caso español, al reconocer­
se su naturaleza única, por las ventajas que contiene en sí misma, como también, 

79 Mlrl!m,J.M.C. y MaaWI,J.F.M, TrutlldD tk arOitnajt priw.do ifllmlo t intmltJciorull, t• ed: 63-64, 
7l-16, sobft.laleyde 1953 y la pexspectivade una nueva regulación del arbitraje privado; y 3•ed: 118 y ss. 
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como remedio al colapso judicial, o bien sea por favorecer el clímu para ser 
foco de atracción de los cuantiosos arbitrajes internacionales, se estableció una 
verdadera cultura arbitral, tomo señala en su exposición de motivos la ley de 
2003, que analizuemos posteriormente; lo cierto es que las reformas legislatiws 
que analizamos son Jas concepciones más monistas, desechando los mteriores 
remedios dualistas que, pasando de prescindir totalmente de referencias al ar· 
bitraje internacional -como fue caso de la antigua Ley espaftola de Arbitrajes 
Privados en 1953- pasan a regularlo mediante un ordenamiento singular &ente 
al ordenamiento común, en claro dualismo legislativo. Hoy se ha superado dicha 
tendencia para pasar a sistemas monistas, como propugna la propia exposición 
de motivos de nuestra ley de 2003, fruto de una tenaz labor de la jurisprudencia 
y doctrina, para alinearse con Jas tendencias existentes en el ámbito jurídico 
mercantil brtemacional. 

De forma general, no puede sostenerse hoy en día que los orde!wnientos 
nacionales sobre arbitraje contemplen exclusivamente el ordenamiento interno, 
como nuestra antigua ley de 1953; la mayoria de los paises ha promulgado, en 
los últimos tiempos, leyes técnicamente avanzadas para adaptarse al medio del 
comercio internacional, pero, sin embargo, no existe unanimidad, ni antes hubo 
siquiera aproximación entre los diversos sistemas establecidos por los derechos 
nacionales a la hora abordar la replación del arbitraje.111 

Básicamente son dos las opciones que se ptaeDtm en la regulac:ión: regulac:ión 
unitaria del arbitraje, tanto interno como iatemadonal; y regulaáón difaenrwta 
de ambos, bien mediante ~ especiales que constituyen ordeilamiento singular, 
bien mediante correcciones parciales de los sisltemM ordinarios que incorporan al· 
gUDaS especialidades del arl:rittaje intermc:iona) propiamente dicho o del arbir:nje 
extranjero. En general, los ordenamientos adoptan algunas de las modalidades si· 
guientes: 

l. Ley especial, con regulac:ión completa de los aspectoS intemo~ e iDternaáo­
nales del arbitraje, que ahordaa tema taato sustantivos como p101 aaJes 11 

2. Regulaáón contenida en el derecho cmJ común, o eD Jos códigos de pro­
cedimiento civil en lo que afecta a los aspectos procesales, a paralelo eon 
la regulación internacional contenida en tratados y coaveacioAes, ea la 
medida que han sido incorporados a Jos respectiws derechos. internos. 

ao MlioiNA,J.M.C.., Maa~AN,J.F.M. r,.,.. • ~ ,_.........,, ;~ zo .t.. 
1991: ~Ql,U9-t"l (mmahnsojwidico). 
11 m p¡<*Jtipo ,._ 1a ...,._,-.-, ca,a A~tnuilioa·ht. • ..,.........., ~· 11-. rae 
ClliDOIIbidilpsaa ... J.~.aaitaria de:ladricnje .deA!cho ....... 



Es Ja forma que podria predicarse de la etapa inicial de la recepción del 
arbitraje internacional en nuestro país. 

3. Regulación espedfica del arbitraje internacional comercial por normas de 
origen internacional. 

4. Le'yes especiales complementarias de la legislación civil procesal. az 
La regulación del arbitraje, en lo que concierne al arbitraje internacional, 0 

generador de un ordenamiento, se dice, cuasi especial respecto del arbitraje 
interno o común, cmno objeto de legislaciones nacionales, puede abordarse, 
asimismo, en clave unitaria o diferencial, por medio de un ordenamiento dife­
rente para el arbitraje internacional, de contenido e, incluso, vebiculos formales 
difaentes (regulación en leyes o disposiciones diferentes), o mediante un con­
junto de ctisposiciones especificas dentro del mismo ordenamiento o de la misma 
ley de arbitraje.. Se estima que en estos supuestos un tratamiento monista unitario 
se coatrapone a un tratamiento dualista o diferencial respecto del arbitraje in­
ternacional. 

Por lo general, los sistemas nacionales de arbitraje se adscriben a uno u otro 
sistema, destacándose, no obstante, que, a la postre, siempre existe, por mínima 
que sea, una diterencia entre la legislación de arbitraje interno, aun en aquellos 
países de clara vocación monista declarada, con el derecho específico del arbitraje 
internacional, más flexible y derogatorio, porque, en la base está su justificación 
al medio que sirven: el tráfico comercial internacional. Para el sistema o régimen 
monista, los mismos preceptos valen tanto para el arbitraje interno como para el 
intemacional y, en este sentido, cabe apreciar el influjo del modelo de la CNUDMI. Se 
babia asi de sisrema monista como aquel que regula, bajo una ley especial, tanto el 
arbitraje interno como el intemacional-asi ya con nuestra ley de 2003, receptora 
de la Ley Modelo de la OM>MI-, y como dualistas, a aquellos que distinguen, 
como el espdol basta 2003, entre el cuadro normativo aplicable a los domésticos 
y a los illternaciona1e 

Pero t:ambi&1 se hablaba de sistemas dualistas en un grado anterior, es decir, 
en aquellos sistemas u ordenamientos jurid.icos en los que, no existiendo ley es­
pecialaplicable aJa iastitución de arbitraje, como en Esparta hasta la ley de .1953 
-.ún dualista-respecto a la dasüic:ación que distingue entre fuentes normativas 

11 Ali,la última nlorma frmcesa llevada a cabo por 4IDéc:ret numé:ro 2011-48 du 1l janvier 
portat Ñfor~Mde fMt»ib• • eo /fltnul Ojfwltll Lr R.lpublifw F,..;., ~de laJustice 

. et des Lt11erds, J4 jiiWier lOll. 
ti 'Miaiii.;J.M.C.-1 MaatAII, J.F.M, ~M atWtra¡r ·prit~Mo iJdmw t i~, 3" ed.: 
. 111:-120/f19;.1l0.190-2U {clerecbo iatenlo), "910..9t1 (dmcho iDtemaáoDII). 
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aplicables al arbitraje interno y al internacional-, existía una dualidad, además, 
de normas o fuentes aplicables a la hora de hablar de arbitraje; en nuestro caso, 
por un lado, las normas procesales de la LEC de 1881, y las materiales o sustan­
tivas del Código Civil de 1889; y, otra v~ aquí, subyace la incidencia de las 
controversias en cuanto a la naturaleza jurídica del arbitraje, siendo que hasta 
la primera ley -aún aplicable tan sólo al arbitraje doméstico privado de 1953-, 
nuestro sistema de fuentes aplicables al arbitraje también era dualista, esto es, 
desgajado en dos sistemas de normas a veces incluso contrapuestas entre sí. 

Por ello, la labor de la doctrina y la jurisprudencia pro arbitral, monista en 
todos los sentidos, ha debido hacer gran esfuerzo hasta unificar tanto dualismo. 

E incluso se alude a la contraposición entre sistemas monistas y dualistas, 
como siempre, también inspirados en la contraposición de sistemas de derecho 
latino continental wrnu de Common Law, o de inspiración anglosajona, para 
distinguir entre aquellos grupos de sistemas o países en los que se admitía tan 
sólo el arbitraje de derecho y no junto a él, dualistas, el arbitraje de equidad. 

3.1. La evolución del derecho arbitral español de un sistema dual de fuentes a un 
sistema monista84 

3.1.1. La origirwia dualidad de fuentes existente en d derecho interno 

3.1.1.1. Rcgulaci6n en d Código Civil de 1889 

En el libro cuarto, relativo a las obligaciones y contratos, se comprendia el titulo 
décimotercero, que contenía la normativa de las transacciones y compromisos. 
Este título, hoy derogado parcialmente, estaba compuesto por dos capítulos de­
dicados, respectivamente, a aquellas 6guras.15 

El capítulo segundo del titulo décimotercero del libro cuarto del Código Civil 
era de contenido insuficiente: Jo integraban únicamente dos uticulos, ell820 y el 
1821. Pero eran todavía más parcos en talidad que en cantidad, porque esos dos 
precq,tos se remitian íntegramente a cuerpos legales distintos. 86 El articulo 1820 

84 Ál.vAP.EZ., A.M., El arlJitrajt, tmdio hist6rico ¡urlft:o, 1981: 20-33. 
15 Cfr. 'MmiMA,j.M.C. y MaOIAH¡J.F.M, Trctllb.Udnwlttl tufrilnll, Jaed., 2006:118.. 
86 Cfr. Al.cALA z.utoaA, Erlvdiospro«MÚs, TecnOJ, 1975:42. 
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se remida al régimen jurídico de las transacciones, en lo refereQte a la capacidad 
para comprometer. El artículo 1821 se remitía al resto de los problemas de las 
transacciones y preferentemente a la Ley de Enjuiciamiento Civil; en el Código 
Civil únicamente apareda enunciado con el nombre de compromiso."' 

3.1.1.2. Regulación en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 

Por otra parte,la Ley de Enjuiciamiento Civil trataba también de los arbitrajes. En 
su libro segundo, dedicado a la jurisdicción contenciosa, se encontraba el título 
quinto, donde se hablaba de los juicios de árbitros y amigables componedores; en 
este título, en dos secciones, se trataba, respectivamente, del juicio arbitral y de la 
amigable·composici6n: artículos 790 al839. Esto era entendido por la doctrin.a11 

de modo tal que existia un juicio arbitral tipo y luego una variante, la amigable 
composición, que, en la inmensa mayoría de los problemas, se regulaba por el 
proc:edimiento tipo. 

El desacoplamiento entre el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil era 
un profundo ac:ic:ate en materia de arbitraje y se criticaba, sobre todo, porque: 

a. En el Código Civil al arbitraje se le Dama compromiso, y no distinguía 
entre arbitraje y amigable composición. En cambio, en la Ley de Enjui­
ciamiento Civil encontramos el arbitraje y la amigable composición. 

b. El Código Civil exigía la autorización del consejo de familia para que se 
pudiera comprometer en árbitros (art. 1810), pero no regulaba a los ami­
gables componedores, que eran árbitros para la Ley de Enjuiciamiento 
CML 

c. La Ley de Enjuiciamiento Civil olvidaba todo lo recogido por el Código Civil 
a materia contraaual. Así, en su artículo 792 se exigía la formalización 
del mmpromiso en escritura pública bajo pena de nulidad, lo que era una 
c:ontra.dicdón tespec.to del Código Civil y respecto a nuestro derecho his­
tórk:o desde el Ordenamiento de AlcaJá, que no imponía forma tul sokm 
rtitam pública a Jos contratos. Para eJ caso de hacerlo y no cumplirse, los 
contratantes podian compelerse redprocamente a su observancia; se da-

11 C&. artL 1810' 1821 del Códi&o Civil. 
81 <l"r. Gu.\SP, S .mtnajuul-... ,...W. Bosch, 1956: 3S y 367, apud Mm!NA,J.M.C. y MEll-
awt,J.F .M., T ... 4ft~ 1"'i-" údmw, UllmlocioMI, 3• ed.: 119. · 
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han en el artículo 1280 del oc" una lista de actos que deben formalizarse en 
escritura pública, no figuraba, en dicha lista, el compromiso. Por lo tanto, 
la Ley de Enjuiciamiento Civil imponía un criterio formalista muy riguroso 
en el compromiso, que casaba con el Código Civil, tradicionalmente espi­
ritualista. 

3.1.2. La derogación operada por la ley 36/1988 sobre la ley de Enjuiciamiento 
Civil: el fin definitivo de la dualidad de fuentes de derecho arbitral interno 
que la ley de 1953 no acertó a paliar 

La Ley de Arbitraje de 1988 vino a derogar toda regulación parcial que de la 
institución quedaba tanto en la Ley de Enjukiamiento Civü (LEC) como en el 
Código Civil (ce}. La disposición derogatoria de la Ley 36/1988, de S de diciem­
bre, no sólo deroga la ley de 1953, como analizaremos posteriormente, sino 
también el recurso de casación contra los laudos en el arbitraje de derecho y, 
asimismo, los artículos 1729 a 1736, relativos a los recursos contra laudos arbi­
trales, todos ellos de la Ley 34/1984, de 6 de agosto, de reforma urgente de la 
LEC. Pero también operó la derogación expresa respecto de los artículos 1820 a 
1821 del Código Civil que se habían mantenido en vigor basta la pubJic:ación de 
la ley de S de diciembre de 1988, y además quedaban derogadas cuantas disposi­
ciones se opusieran a la nueva Ley de Arbitraje de 1988. 

Se mantuvieron en vigor, en cambio, las referencias que aMltenÍa la LEC de 
1881 respecto a la eEepción de su artículo 1<464, y se ai\ade, por impeaatito de la 
disposición adicional tercera de la regulación del arbitraje de 1988, un nuew nú­
mero 8 al artículo 53l de la lJiC an~ a la vigente, como eDOepcióa dilatoria. 

Así, a partir de la entrada en vigor de la ley de 1988, todo el bloque normativo 
en materia arbitral y liS raptoras especiales que tuvo la ley de 1953 (COfttU!Didores, 
seguros, cooperatiws, transportes, etc.) quedaron superadas CORia nueva Ley de 
Arbitraje de 1988 veDo por sus diaposicicmes ad.icioaales primera y sepnda.90 

Por lo demás, la Ley de Arbitraje de 1988 acabó definitivameDte am el sistema 

89 Cfr. 1280 CC. 
90 La ÚJiiCa C. lamentable, .Q)IJY) poadremos de mapjfiesto m n !M!Dftlto, fue el arbitta;e 
labonJ, aduido del ímbitD arbitral de la te, 36/1988, f: ia1cbD al día • hoy, lo que ori¡bló, 
n dada. lllliUICG ~· apecffiCD pera esD ....._ ubitnL MioMA. j.M.C. y MlltaWc, 
J.F .M, THtiMo di~,... ifrlrmrJ 1 iMI•Mri-l" ed.:-130. 



dual de fuentes en el derecho interno (ce y LEC) que se arrastraba desde los· 
timlpos de la codificación y al que la derogada ley especial de 1953 no había 
puesto término definitivo, y eUo con las matizaciones que expondremos al ana­
lizar, posteriormente, esta fase de la regulación, en nuestro país, del arbitraje 
internacional. 

3.2. Fl fin de la dualidad de fuentes aplicables al arbitraje interno y al internacional 
akanwfo por la Ley 60/2003 

La Ley 60/2003, por su parte, acaba con la dualidad de fuentes aplicable al ar­
bitraje interno y al internacional" -olvidado tanto por la ley de 1953 como 
por la de ·1988-'1 y postula, en línea con la Ley Modelo, el criterio monista de 
fundir en una sola institución el arbitraje interno e internacional, mejor dicho 
cde cuáctet interno o internacional» como establece su articulo 1.1.93 

LaLey60/2003 pretende ser una cLey general de arbi~, según proclama su 
aposición de motivos (número u, párrafo cuarto)¡ su artículo 1.3 y la disposición 
adicioDal única prescriben que, como fuente directa, encuentra excepciones:"' 

t. Primero, la propia voluntad de las partes, que es prioritaria, salvando los 
supuestos de intervención judicial, la potestad de los árbitros para decidir 
sObre su competencia, el régimen de gumtias del procedimiento y el fallo 
de Jaudo, y los motivos y procedimiento de la acx:ión de anulación (arts. 8, 
22, 24, 37 .3, 4.5, 41, 42, 43, 44, 45 y 46) que son de derecho imperativo. 

2. En segundo lugar, los tratados internacionales, atendiendo a la «cláusula 

sin~' esto es, que aunque la Ley 60/2003 tenga carácter general, 
ese aplicari a los arbitrajes cuyo lugar se halle dentro del término español, 
5eaD de c:aricter interno o internacional, sin perjuicio de lo establecido en 

,. · ar • .....,.,JXC. yMDoW~,J.F;M, Tndlldotltcriittwit priutulo ildrmot~ 3"ed.: t9t. 
9l . Sla Cillllblqo. el c:mc.r ao ia\'ei'DICiouai del arbitraje esú p~ en muchos puaies de la 
Ley 4011003, llli. m su artkulo 1.2, para determilw' el m.bito tarltorial de la norma espdOJa; 
a.-eJ atfcalo 1.1, ,_. cirar precisamente el cc:aricter iaternacionabo del arbitraje cuando ocurran 
.. eitc••••"' ws; o, eD fin, para detemiDar lauormas aplicables al laudo estranjeto; apud 
ihid.: 191. 
9l' c&.11rt.,J.I. LA: «&&a Ley 1e1ptiari a los arbimjes cuyo lugar se haDe dentro del territorio 
ellpdol,-. de adcrer iatemo o mt.enulcio.nal, siD perjukio de lo aublecido en traeados de Jos . que.,.,_ .. ,.w o ea Ley!es quec:.ooteopo disposicioaes esperiaJes sobre arbitrajP. 

· w; . Ck~JMC,y:MalaWf.J;F.M, T ...... arflitrw~~bdmlot~3·ed.: 193. 
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tratados de los que España sea parte o en leyes que contengan especiales 
sobre arbitraj~ (art. 1.1 LA). La Ley de Arbitraje de 2003 está supeditada a 
la voluntad de los interesados, pero también a las normas jurídicas conte· 
nidas en tratados internacionales válidamente celebrados que han pasado a 
formar parte del ordenamiento interno español mediante su publicación en 
el Boletín Oficial del Estado (BOE) (arts. 1.5 ce y 96.1 CE). 

3. La tercera excepción a la aplicabilidad directa de la Ley General de Arbitraje 
de 2003 es el carácter interno que, como fuente primaria, se encuentra a 
las normas reguladoras de arbitrajes especiales para los que su aplicación 
tendrá carácter supletorio, es decir, en ausencia o silencio de esas reglas 
reguladoras de arbitrajes sectoriales (art. 1.3 y disposición adicional única 
LA), o por llamamiento de estos últimos a la Ley General (p. ej., art. 61.3 
de la Ley 30/1995, de Seguros Privados, y disposición adicional de la Ley 
27/1999, de Cooperativas). En este sentido, quedarla fuera el arbitraje 
laboral, al que la Ley General de Arbitraje de 2003 -como se hizo en la de 
1988- excluyó de su aplicación sin una causa dogmática plausible. 

La ley de 2003, por el contrario, anunciaba ya en su exposición de motivos, 
con muy buen criterio, que se «opta claramente por una regulación unitaria• pa­
ra el arbitraje interno e internacional, salvando una contraposición (dualismo) 
que no tiene ninguna razón de ser. 

Insiste el preámbulo de la Ley 60/2003 que cson muy pocas y muy justifica­
das las normas en que el arbitraje internacional requiere una regulación distinta 
de la del arbitraje intem~ y se aiiade «que tma buena regulación del arbitraje 
internacional ha de serlo también para el arbitraje interno, y vi<:eversa». Esta es 
la razón por la que se opta, como estándar de referencia común al arbitraje de 
carácter interno e intmacional, por la Ley Modelo de la CNUDMI (también conocida 
por sus siglas en inglés, UNCTIW.),95 porque «SU iDSpiración y soluciones son per­
fectamente válidas, en la inmensa mayoría de los casos, para el arbitraje interno•. 

Ahora bien, esta postura, adoptada deliberadamente por el legislador, no de­
be arrastrar a un mimetismo absoluto entre el arbitraje de carácter interno y 
el arbitraje de carácter internacional, porque el arbitraje internacional tiene su 
propio sistema de fuentes y debe afrontar problemas espedficos muy alejados, a 
veees, del arbitraje doméstico al no tener con frecuencia una norma interna (de 
procedimiento y de fondo) de referencia. 



Dicho lo anterior, 96 la regla general utilizada en el artículo 1.1 es la de aplicar 
la Ley 60/2003 a los arbitrajes ccuyo lugar se halle dentro del territorio español». 
Es decir, se te:rritorializa el arbitraje, como si éste se hallase en territorio espa­
ñol, sea de carácter interno o internacional. Abordaremos posteriormente los 
criterios que dotan de internacionalidad al arbitraje en nuestro país, a partir de 
esta ley, si bien hemos de adelantar ya que, de acuerdo con la Ley 60/2003 (art. 
1.1), el lugar del arbitraje en España no impide que tenga ese carácter intema­
cional.97 

3.3. Sistemas que admiten y sistemas que rechazan d arbitraje de equidad 

Por razones de carácter histórico, encontramos en el derecho comparado que 
los sistemas jurídicos pueden catalogarse en función de que admitan o no la dis­
tinción entre el arbitraje de derecho y el de equidad." 

En aquellos ordenamientos nacionales en los que no se contempla esta distin­
ción, el arbitraje que no se reconoce es el de equidad En consecuencia, podemos 
distinguir entre aquellos sistemas u ordenamientos que admiten la doble modalidad 
(sistemas dualistas) y aquellos otros que, bajo una u otra fórmula, la niegan o des­
conocen, de tal manera que sólo es apreciable el arbitraje de derecho (sistemas 
monistas). 

Los sistemas dualistas son los de países de tradición latina y continental, 
aquellos que generalmente consagran la existencia de una amigable composición 
aliado del arbitraje de derecho propiamente dicho. El arbitraje de equidad ad­
quiere en ellos legitimación legal explícita. 

Por otra parte, existe un número determinado de países en los que, si bien la 
dualidad no es reconocida expresamente por la ley, nada impide, en la práctica, 
la coexistencia del arbitraje de derecho aliado del arbitraje de equidad. General-

96 Mai:IINA,J.M.C. y MEaCHAH,j.F.M, Tnstlldo üGI#Iitrajt prii/!Oh illlmiD e illtm14cian41, 3' ed.: 204. 
97 Sobre la preeminencia que toma el lugar del arbitraje en la ley de 2003, resulta aconsejable 
que áte qvede reflejado m el convenio arbitral para evitar, como dice Olivencia, la incertidum­
bre de su &ka hasta que lo establemm los árbitros. 0LM!NC3A Rmz. M., «Comentarios al articulo 
J-.., ea GoNrAuz SollA (coord.), ÚIIWJIIIlrioul4 ,._ úy ü A~ WZfXJJ, ü 23 de dicinllhn, 
Tlaomso,a..AraDz.~i, 1G04: 42, apud MBD!NA, J.M.C. y MBOtAH., J.F .M, Tnrtaú ü ritntje prit.olo 
...,.,.., • bdrf'ltllrioul. y ed.: 23-C. 
91 e&. MIDIMA, J.M.C. y MEaatAH, J.F.M, Tnstlule ü orflitnaje prilltlllo illlmiO e ~. 3• 
ed.: 9Q '963. 
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mente, en ellos, la ley ni autoriza ni proht'J>e a los árbitros decidir en equidad. Es 
el caso de Alemania, Estados Unidos, Japón y ciertos países escandinavos." 

Aunque en los dos grupos precitados, los dualistas puros, digamos, o aquellos 
que implícitamente los aceptan, se llega al. resultado de la admisión de ambas 
formas, es determinante el criterio que la distinción sea consagrada legislativa­
mente, o que, por el contrario, ante el silencio de la ley, hayan de ser la doctrina y 
la jurisprudencia las que acrediten su existencia. 

La dualidad reconocida por ley es la solución conocida desde antaño por el 
derecho francés y todos aquellos códigos que se inspiraron en la tradición latina. 100 

Este es el caso del derecho belga, 101 holandés y suizo, y de Espafia en la versión 
de la ley de 1988. Un sistema en pro del arbitraje de equidad que ha cambiado 
en sentido contrario con la ley de 2003, dándose prevalencia al de derecho, y que 
imitaron países de América Latina que incorporaron en sus Códigos de Proce­
dimiento Civil los preceptos de la Ley de Enjuiciamiento española; como también 
ocurrió en los países de influencia francesa. 102 La tendencia común en todos ellos 
es dejar establecido que, junto a la existencia de las dos clases de arbitraje, existe 
una presunción a favor, normalmente, del arbitraje de derecho; esto es, salvo 
estipulación de las partes en contrario.103 

Especial relevancia hemos de darle a esta cuestión por cuanto la reforma, 
operada en Espafta en 2011, de la ley de 2003, supone, con asombro de los estu-

99 Op. cit., DAvm, R.: 459 y 460, apud M!oiHA,j.M.C. y MEit.OIÁN,j.F.M, TnatUo dt arbitraje 
priuado.intnllo • intnnacional, 3• ed.: 963. 
100 El Código de Procedimiento Civil francés de 1806 ya estabJeda la distinci6n, articulando 
la exi.stencia legal del arbitraje de equidad por medio de una e:n:epción a la regla genenl de pre­
sunción lkl arbitraje de deRCho; apud MEDINA, ].M.C. y MaalÁN, J.F .M, Tr'llllJU át 41Rtnajl 
pritiGilo interno t intnnc.cion4l, 3• ed.: 962. 
101 Así en b ley belga de 4 de julio de 1972, artículo 1700; sin embargo, los poderes de amigable 
composicióa sólo podrfan ser conferidos a Jos árbitros después de surgida la cona Mes•. Váse 
STOilME, M., «Aspeds importaDts du droit •bitral beip•, en lüv. dr.b&t. llCOiftll .. 1976: lll; HUYS 
y JúUTGEN, L arbimtge m dnait btlgt tt iatmt41ioMl: 126. El precepto puó al derecho belga de la ley 
modelo de Estrasburgo. Véase DAVID, R., L4rllitrage daN k amuiWI"a inlm!IZtion41: 461. La ley de 
1972 fue derogada en t 988 y es objeto de uDa nueva versión en 1998, apud M!DIMA, ].M.C. y MEa­
atÁN, J.F.M, Tnúah llrlriltajf priWIÜ illtmto, ia~ J• ed.: 9Q. 
102· l.oQ.UJN, E., L'IIMiabW • ..: 30; 0.\Vm, R., L'tubiW,. Jau k~ <458; apud MEDINA,J.M.C. y 
MnCHAM,j.F.M, T~ d.ur6ima~ ,.taJb iatw""' ti~ 3" ecl: 963. 
103 En ua bueD D'6alero de paba, el sentido de la presueti6n es el ÍD'Yel"JJ: 1of árbitnls BODft a 
principio de podaes de am.ipble oomponedor, 181'90 que 1111 panes les otorguen es.presamente el 
actuar c:oaforme • demdto. Sobre e fundamento de la pnsuacióD a favor del ár8itnje de derecho, 
véase DAVID, R., op. át.: 459; l..clQuJN,E., op. át.: 34; MOT\IL.SC, H., &rits- EfllileutfiORsRirlíriitrap': 
13, apwt Mm!NA,J.M.C. 'fMiaatAN,J.F..M, Tnlflufo th .,.,.,_¡, ~ immlo 1 ~. l" ed..: 
963. 



diosos de la materia, una vuelta a la inadmisión del arbitraje de equidad en la 
materia de arbitraje estatutario, como tendremos ocasión de ver. 

4. ANTEcEDENTES DE LA REGULACIÓN DE LA INSTITUCIÓN DEL ARBITRAJE Y SU 

EVOUJCIÓN HASTA NUESTROS DÍAS 

4.1. Antecedentes: referencias históricas al arbitraje en el derecho romano y en el 
derecho común10o4 

Como acertadamente ha observado De Castro, 105 el arbitraje es una figura cam­
biante que ha evolucionado en conjunto con el variado entorno social y con el 
juego de intereses de ciertos grupos sociales; por tal motivo, y sin tener el pro­
pósito de ahondar en las profundidades históricas de la institución, 106 resulta 
muy conveniente esbozar los antecedentes de la institución en derecho romano y 
derecho común en España.101 

4.1.1. El arbitraje en el derecho romano108 

Es un hecho contrastado por los historiadores 109 que en las sociedades primitivas 
los litigios se resolvían a través de actitudes personales directas de los contendien-

104 MtotNA, J. M.C. y MBCHÁN, J.F.M, TNr.do de arbitraje privado intento e inkrnacioMl, 2• ed., 
1991:45-49 (derecho interno). 
105 Véase G.t.sno, DE, «El arbitraje y la nueva ltx mercatoria», en AniUlrio dt dtrtcho civil, tomo 
XXXII, 1979: 624, apud MEDtNA, ).M.C. y MERCHAN, J.F .M, TNtado de arbitraje privado interno e 
ÍlllmtiiC'ÍDitdl, 3' ed.: 110. 
106 Un estudio histórico del arbitraje puede verse en MaCHAN ÁtvAREZ, El arbitraje: estudio histQ 
ricP-jMridi&o, Sevilla, 1981, apud MEDINA,J.M.C. y MEIKHÁN,).F.M, TNtado dt arbitraje prilllláo in­
krllo e inlml4lticm4!, 3' ed.: 1 t 1. 
107 M!.DINA, J.M.C. y MEaaiAN, J .F .M, T rrziiJdo dt4rbitraje privado illtmto t i1lfn7tacional, 3' ed.: 11 o y SS. 

108 V6ate D'Oils PWiz PEJX, A., «La experiencia histórica del arbitraje juridico», en Cu4dernos in­
formllliws tk tkm:lto lúsl6rito, p¡íhlin, proasal y de la "awgacíó1t, 1993. 
109 GudA GALLO, Hislori4 lkl deucM. 20; y también en la obra }W«ts poJ11tÜms y j~~.tces ticnicos tn 
lalristvri.l Ul4nulrD, Madrid, 1946; apud MEDINA, J.M.C. y MERCHAN, J.F.M, TNtGJo de arbitraje 
pri1141lo illtmiO t ~. J• ed.: 111. 
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tes, como podía ser la venganza o el régimen de fuerza; surge después, por un 
proceso evolutivo de atemperar las actitudes agresivas, el encomendar a terceros, 
elegidos entre personas relevantes de la comunidad, la solución de conflictos que 
se plantean entre miembros de esa comunidad.110 Ofendido y ofensor recurren 
ante el individuo designado de común acuerdo para que regule la composición 
entre las partes, lo que permitió a la justicia primitiva cumplir su misión social, 
porque si hubiera intentado imponerse coercitivamente no habría hallado quien 
la respetara;111 sin embargo, será el derecho romano el que establecerá las bases 
doctrinales y jurídicas sobre las que se asentará el arbitraje de forma semejante a 
como lo conocemos hoy. Así, el título octavo del libro cuarto del Digesto contiene 
la rúbrica sobre «Dt uaptis, qui arbitrium rtaptnmf, ut mrtenh4m diamt». 112 

Cicerón señalaba las inestimables ventajas de acudir al arbitraje para escapar de la 
cdura ley- (procedimiento judicial) y resolver la cuestión por la quantum aequius 
tt melivs sit, así como para sustraer de la publicidad la contienda entre las partes y 
evitar la apelación propia de la sentencia judicial.113 

Alguna doctrina ha señalado114 que la construcción del arbitraje en el derecho 
romano se encuentra tanto en los procedimientos de legis actiones como en el 
formulario, ya que en uno y otro las partes determinan el objeto del litigio y la 
persona del juez. El magistrado nombra al juez elegido por las partes o, en des­
acuerdo de éstas, cualquiera de una lista confeccionada al efecto. Con esto se 
produce la litis contestatio que culmina en el procedimiento in jure. 

Estos procedimientos terminan cuando los jueces dejan de ser elegidos por las 
partes y pasan a ser nombrados soberanamente por el pretor. Pero será justamen­
te el reconocimiento a las partes para que privadamente, fuera del procedimiento 
judicial ordinario, puedan resolver sus disputas encargando el fallo a un tercero, lo 
que se entiende por la doctrina como el punto de formación jurídico-técnica del 
arbitraje en el derecho romano. 

Se escinde el arbitraje, en el derecho romano, en dos convenios o pactos pre­
torios, protegidos por su acción. 

110 R.wl.a.o CAMPOS, F., Elllmtm~(tl~»~~wnio orbUnú 1llls CGIISIIS dt rsulUlaJ dtlla.io m la Lty 
tk5dtdírinnbrtdt 1988), 1991:29-46. 
tll AYLWIN A:zoc:.AA, El jlticiD criritnd, Buenos Aires, 19S8: 2, apud Mso!HA, J.M.C. y MEROIÁH, 
J.F.M. Tnataclo u arilitrajt privab ixtrmo 1 ittJl"rucioft41, 3" ed.: 111. 
112 OGI.YAil Y AYU.óN, T., Blammuoü a111tpnami.so111J írtsritwí6tt~ 1977: 38-<40. 
113 MEltOIÁH Át.VAU%, El criitnljt, eltllltio lrist6m j.m.tiaJ, 1981: .Z0..3l. 
U4 ME!mtoH, lA role u 14mtnap aras l~lutitm ¡u.&;.re, Paris, J9Uí: 17, t<uDbiéo SAnA, Con­
trauto .& üttriM ál ar6itnrto, Milán, 1969: 76, apud M.io!NA,J.M.C. y M&aaWi,J.F.M, Tnttao 
dt ariJitnajt priwulo intmlo t inttrnacim141, 3• ed.: 11 t. 
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a. El cum-promisso Jacto, en virtud del cual dos contendientes acuerdan en­
comendar la resolución de un litigio no al fallo de la autoridad pública 
competente, sino a la decisión de una tercera persona (arbiter}. En el que 
lo más relevante era la cláusula penal adherida al compromiso, porque lo 
relevante del pacto compromisario romano se encuentra en la cláusula 
penal adherida al compromiso por la que, para el caso de que una de las 
partes no cumpliera lo ordenado por el árbitro (pena pecuniaria) se otor­
ga al laudo arbittal eficacia jurídica directa. 
También será el derecho romano el que señale los principios delimita­
dores del objeto comprometible -luego repetidos hasta la saciedad en los 
ordenamieatos de tradición romanista-. Se establecía que se podrá hacer 
compromiso sobre cualquier materia, a menos que afecte el orden público, 
al estado de las personas o tenga por objeto una restitlltio in integrum. 

b. El Segundo convenio que integra el arbitraje es el rectptum arbitríi, en 
virtud del cual el árbitro se viene a obligar respecto a las partes que lo 
hayan designado (arbitríum rtcíprtre}. Si el árbitro, por cualquier causa, 
no quisiera dictar sentencia arbitral, el pretor interpone su autoridad para 
que cumpla el cometido aceptado. 

Expresa Sobm115 que la sentencia arbitral es irrevocable, no susceptible de 
apelación ni de ejecución forzosa, puesto que no es un fallo judicial. No se puede 
rehusar su ejecución, ya que no existe excepción alguna que permita rechazar su 
acatamiento por mor justamente de la obligación que se ha contraído libremente 
de aceptar la deásión del árbitro, al someterse a arbitraje, y ello salvo el caso de 
haber doJo.ll6 

Será Justiniano quien intensificará la eficacia del laudo, no ya sólo a través 
de la estipulación de una pena, sino también reforzando la sentencia arbitral 
por medidas indirectas; primero, mediante la imposición de la santidad del 
juramento, y luego, con la presunción legal de una confirmación tácita por 
el silencio durante el breve plazo de diez días.117 Es casi seguro, mantiene ese 
autor, que fuera también bajo la era de Justiniano cuando surja la perturbadora 
diferencia entre carbitradoP o «arbitrio de un tercer~ y arbitraje en sentido 
técnico; esto es, árbitros ex-compromiso y el boni viri arbitríum. 118 

t 15 SoHM, butitlatiDiws ú dmdto priwulo ro!II4M, l.,. ed., traducción de W. Roces, Madrid, 1928: 
41S, apud ÜGAYAil y Aru..óN, T., El COfltnltD th cmn¡mmúso y 14 i1Utihlti611orflitnll: 111-112. lt' MoNaov, MAaco G., Arflitnrjt colfttf'riGI, Temis, 1982: 10. 
U7 <:Asno, Da. op. cit.: 619. 
118 Cfr. D&-Plc:Azo ea. la cita que hace a un tato de Próculo (pág. 59, pie de página), en su obra 
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4.1.2. El arbitraje en d derecho común 

Menthon ha señalado que la justicia en la Edad Media tiene marcado carácter 
arbitral y ello porque la naciente burguesía comercial buscará la solución de 
sus conflictos en sus gremios y corporaciones, por la seguridad y rapidez que 
encontraban en la resolución de sus conflictos de ese modo, frente a la arbitra­
riedad y lentitud de la justicia regia. 119 

En el derecho medieval, será en el Fuero Juzgo donde aparecerá una regu­
lación vertebrada sobre el arbitraje, ya que ni el Breviario de Alarico ni el Liber 
Judiciorum presentan una regulación especifica sobre la institución. Sin em­
bargo, entre estos dos va a existir una marcada diferencia; asi, si el arbitraje, 
en el Breviario, tiene rugos jurídico-privados, en el Uber se inicia la tradición 
judicialista del arbitraje como ~ general. uo 

Es la tradición del Uber Judicionun la que se recoge en el Fuero Juzgo, en 
el que se cxmsidera al úbitro como una especie de juez.1¡ 1 Resalta Mercbán Ál­
varez que en el derecho municipal se refleja este predominio de los caracteres 
judiciales sobre los obügacionales y, asi, se usan términos que son propios de los 
sujetos que desempeñan una función juc:ticial {alcaides avenidores y otros), y las 
sentencias arbitrales tendnin fuerza ejecutiva y de cosa juzgada.1n Bn el Fuero Real 
se mantiene esa tendencia y, además, se pretende dar al arbitraje el carácter de 
procedimiento general, al regularse el oficio de los alcaldes. 

Bn las Partidas se consolida definitivamente la función judicialista del arbi­
traje; siendo su aportación má5 importante, la división que hace en la institución: 
entre avenidores que resoMan en derecho y arbitradores que decidian como sim­
ples amigables componedores. m 

Las Partidas reforzaron la eficacia del laudo, ai:iadiendo a la pena establecida, 
como cláU$ula sancionadora al que incumpliese lo establecido por el árbitro, lo 

El4rflitrio ú UJt "'""'m los ntg«ios jluUicos, Madrid, 1959, apud MumfA, j.M.C. T Ma.oiAH, 
J.F..M, 1Ntrado ,u atfiUNJe pritl4ü mtmto, i~, 3- ecL: tu. 
119 Cfr. MiNTHoN, op. dt.: 57 y 58; y MotlaoY, MAt.oo G., op. cit.: 11, apad MIPINA,J.M.C. y 
MEa.OiÁN,J.F .M, Trrlttllllo ú ariiJ7rljt ~ Ílttfmo t ~ 3" ed.: 113. 
1 :zo Para el Liber ludicionun,los Úld1Crf han recibido potatad para juzpr con la misma respon­
sabilidad de los otros jueces; véase MuoiAM ÁJ..VAJEI., Bl orbitrajt: tm.dio ltist6ricfl..jvri4U;o, Sevilla, 
1911: lt,., Liber ludiciw ..... 11, 1, l8. 
tll 2, l, 13; 2, l. 25. 
ll2 MaaWt lu.vA11El., op. cit.: 39. 
1l3 Se dedicu al arbitraje las Leyes· 23 a )a 35 del tft1llo IV de la Partida Jay 1u J...e,es 106 y 107, 
Partida 3-, titulo 18. 
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que ya había previsto Justiniano para el comprometiente renuente: la presunción 
legal de una confirmación tácita de la sentencia por el silencio durante el breve 
plazo de diez días.'l-4 Paralelamente al derecho común, el derecho eclesiástico 
reconoció ampliamente el arbitraje durante la Edad Medía y Moderna, al esta­
tuir el sometimiento del obispo del lugar las controversias planteadas por los 
feligreses. 125 

En orden a la ejecución de los laudos arbitrales, la solución que se dio en el 
Medievo varió de unos regímenes jurídicos a otros. Así, en Cataluña, Jaime ll, 
en las Cortes de Barcelona de 1311, ordenó que se llevara a ejecución, sin retraso, 
excusa o malicia, las sentencias y arbitramentos. Disposición confirmada por las 
Cortes de 1321, las de Monzón de 1363 y reiterado por las de Barcelona de 1481.116 

En Aragón se dispuso, con carácter general, que la sentencia arbitral tenía fuerza 
ejecutiva.117 En Castilla, será una ley de Enrique IV, en 1458, la que mandará eje­
cutar los compromisos aceptados por las partes, posteriormente ratificada por la 
Ordenanza de Madrid de 1502. Las citadas leyes recibirán una amplia autoridad 
al ser reconocidas en la Nueva y en la Novísima Recopilación, ello facilita que 
se aplique no sólo en Castilla, sino también en los demás reinos españoles.111 

No es de extrañar que esta tradición arbitral en el derecho histórico español 
aloan?J!!se su punto más álgido con el reconocimiento constitucional del arbitraje 
en la Constitución de 1812. Su exposición de motivos decía: «El derecho que tiene 
todo individuo de una sociedad de determinar sus diferencias por medio de jueces 
árbitros está fundado en el incontratable principio de la libertad natural. Nuestra 
antigua Constitución y nuestras leyes le han reconocido y conservado en medio 
de las vicisitudes que han padecido de la Monarquía Goda». Como se ha escrito, 129 

la exaltación del individualismo decimonónico elevó el arbitraje a la categoría de 
derecho fundamental, modificando puntos tan neurálgicos de la institución como 
los que se refieren al valor y apelación de las sentencias arbitrales (así, arts. 280 
y 281 de la Constitución de 1812). Se daba así solución al problema técnico que 
había quedado sin resolver satisfactoriamente desde los tiempos de las Partidas. 

114 Partida 3", 4•, 35. 
12S Ml!lmtoH, op. cit.: 57 y SS, apud Mm1NA,].M.C. y MnCHAN,J.F.M, Tnúlldo di amtrajt f'ríi/Qo 

IÚJ itdrrrlo, ~. 3• ed.: 114. 
126 Traducción castellana de ConstihttWns tt altrts drtts dt Ccatalunya, libro 11, titulo Xlll, por 
V M!$ y C!wA, Bartelona, 1832, apud MEDINA, J.M.C. y MUOIÁN, J.F.M, Tmado dt IJrintrajt pri­
Mhlo i~atnM 1 i~ 3• ed.: ISS. 
127 Fueros y Observancias del Reino de Aragón, 1667, fol 44. 
1l8 CA.sno, Di, op. cit.: 23. 
129 Mu.aWt ÁJ..VAIEl.,op. cit.: 23 y 38-41. 
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A partir de este momento, el arbitraje será más profundamente regulado, pero 
no volverá a tener un reconocimiento normativo de tanta jerarquía como el que 
alcanzó con la Constitución gaditana. Así, el reconocimiento constitucional del 
arbitraje fue justificado y defendido magistnlmente en el discurso preliminar de 
presentación del proyecto constitucional como «derecho de todo individuo de una 
sociedad a terminar sus diferencias por medio de jueces árbitros, fundamentado en 
el incontratable principio de la libertad llatUJ'aP. La Constitución gaditana tomó el 
arbitraje como derecho fundamental de la Constitución francesa de 1791, que a su 
vez fue tributaria de la declaración de Ja Asamblea Constituyente, que concibió el 
arbitraje como cel medio más razonable de terminar los litigios entre ciudadanos». 

El Código de Comercio de Sainz de Andino de 1829, y su especifica ley proce-­
sal de 18.30, encontrarán en el arbitraje un insttum.eDto para resolver los problemas 
litigiosos entre comerciantes; sin embargo, el Código de 1829 y su ley procesal 
producirán una graw perturbación en el arbitra;e al aludir al «arbiuaje f~; se 
interrumpe así la Jargui.sima tradición de considerar al arbitraje como un iDstituto 
basado en Ja autonomía de la voluntad, aunque, en puridad. alega la doctrina que 
hay que matizar que fue la Ordenanza de Bilbao de 1737 quien habló por primera 
vez de un arbitraje forzoso; y aquí se debió inspirar el legislador de 1829.uo 

El mayor problema que tuvo ellegisJador decimonónico español con el arbi­
traje fue el de saber dónde encuadrarlo. ut Sólo aparentemente era una cuestión 
de sisfemática; en el fondo subyacía el tomar partido por las tesis contractualistas 
o judiáaUstas en las que se ha debatido tradicionalmente la naturaleza juridjca de 
la instituci6n. Garcla GoJena, ul separindose de la solución dada por las legisla­
cioues comparadas (francesa y belga) que habfan tomado partido por Ja vertiente 
proc:esalista del arbitraje, concibe el compromiso como conuato y por ello lleva 
esa figura al proyecto del Código Civil de 1851 en su título décimoquiato del libro 
tercero. 

Aquí empieza el tratamiento legislativo dicot6mico del arbitraje, w pues, por 
un lado, se identifica la parte (compromiso) con el todo (arbitraje) y se lleva al Có-

130 Ordenanza de Bilbao de 1737, cap. X, ley 16. Esta otdeaanza traia C8Qia de bs o¡denenw 
ftmc.esa ele tsa> y 1673 qae estatllim el arbitraje oDiipmrio entre comerclaDtzs pena.deolleS 
a la misma soc:iedld c:omercW, apud MEMIA,j.M.C. y Mw::HÁH,Jj:.M, T~ M carflin¡. ~ 
mlmlo e~3·ed.:.l55. 
Bl GMPARl.aA.S.,Bl .... b.,_.,.Mf~,l998: 17-!9. 
tll GAadA GoTINA, ~. JUriM»sJ COMIJitiUiDr hl Có4ip Cúlil, Madrid, 1852, IV: U9 
yss.,apadMIDINA,J.M.C.yMD.OIÁN,j.F.M, T,.,..tll..titr.;e.,.,..ildmwe~3· 
ed.: 115. 
l3l 8AaoNA VJLAa, op. cit.: 31-13. 
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digo Civil¡ pero, por otro lado, la tradición judicialista del arbitraje, que arranca, 
como hemos visto, de las Partidas, hace que las leyes procesales recojan como 
un proceso más el juicio de árbitros: Ley de Procedimiento Civil de 1855 (titulo 
xv, «Del juicio arbitral»-, arts. no a 818; y el titulo VI, «Del juicio de amigables 
componedores», arts. 819 a 836)¡ el procedimiento arbitral se concibe en esa ley 

como auténtico proceso: contra el laudo cabe el recurso de apelación ante la 
Audien~ ycontraestasentencia,recurso de casación (arts. 814, 816), y si el laudo 
es dictado por amigables componedores será ejecutoria (art. 836). 

Esta ambigua situación dicótoma se arrastrará sin solución de continuidad 
en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 y en el Código Civil de 1889, como 
hemos tratado en el punto anterior sobre la dicotomia entre sistemas dualistas 
y monistas. Este doble tratamiento reforzó en nuestro país la disputa doctrinal 
sobre la naturaleza juridica del arbitraje. 

La Ley de Arbitraje de 1953 vino a poner fin al doble tratamiento legislativo, 
pero inclinándose por la tendencia contractualista Sin embargo, la Ley 36/1988, 
de 5 de diciembre, de Arbitraje, volvió a la concepción procesalista, con lo que no 
sólo se regresó a la tradición histórica española anterior al periodo codificador, 
sino que además acogió las orientaciones del derecho comparado y del derecho de 
las convenciones internacionales. FJ ciclo se cierra con la Ley 60/2003, de Arbi­
traje, ley que, desde nuestro punto de vista, supera el dualismo dicotómico entre 
las posiciones contractualistas y judicialistas. para situar el arbitraje como institu­
ción dentro de un marco normativo propio especifico, con absoluta autonomía 
dentific:a y práctica, al tiempo que, al seguir la Ley Modelo, acoge en su seno la 
doble tradición existente en el derecho arbitral comparado: la Europa continental 
y anglosajona. La reforma operada en 2011 poco aporta a estas afirmaciones, pero 
sí podemos sostener que impera la posición por la cual el arbitraje es el arbitraje 
con su propio sistema de fuentes sui gtrtnis, original y único. 
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4.2. Primera etapa: preconstitucional. La Ley de Arbitraje Privado de 1953. La 
autarquía española tiente al arbitraje internacional 

4.2. t. La situación dd arbitraje comercial internacional en d contexto del orde­
namiento español de 1953134 

Nuestra Ley de Arbitraje Privado de 1953 no contenia ninguna referencia al 
arbitraje comercial internacional de derecho privado tti tampoco prenfa el po­
der de acudir al ubitraje fuera de nuestras fronteras. ·Fue necesario habilitar un 
sistema en base a la analogfa del laudo con Ja sentellda judicial, 'f así dar cum­
plimiento a lo estipulado a nivel de tratados iDtemac:ioDales, como el Protocolo 
de Ginebra de 1923 y el Ccmvenio de 1921, primeros en su género, que obliga­
ban a Jos paises signatarios a reconocer la 'Y8Iidez y ueg1DV la ejecución de los 
laudos derivados de un compromiso o cláusula compromisoria contenida en un 
contrato principd, conforme a las disposiciones de sus leyes Bacionales. m 

La ley de 1953 se dict6 con un criterio internista y audrquic:o. Sólo se contem­
plaba el arbitraje sobre las relaciones domésticu. EUo no supoaia, sm emlmgo, 
que en la práctica -, prechamente por la ausencia de regulación suficieate del 
arbitraje internacional en la perspectiva de nuestro derecho- no fuera "ritido 
el que emanjeros decidimm someter sus wentuales 4:iferencias 111 arbitraje-que 
establecía ·nuestra ley. Pero esta dramstaDáa no det.ermtDilba, ·sin más-la inter­
nacioaaJbadón 'del arbitraje, puesto que seria de apJicadón, ·adtilivamialte, ·el 
ordenamiento interno. Se dice qae la ausencia de meación ·alpu al arbitraje 
intern.cionál en nuestra ley de ·1953 no parece que fuera un olvido del legisla­
dor, sino quefae UM omisión deliberada. u• 

No se dueJiba otorgar prenleDcla·a ua tribuul arWtral emaujeto IObre la 
jurisdicdón de los tribuules espdoles, adenaás de 1e.r inftuio deJa autasquia eco­
nómica -y po1ítita- de la época. Con todoJ las c:oadidones reales del men::ado 
destacaban la obsoJesc:enc:ia de la Ley de Arbitraje PrivadO de 1953.1~ La imegra­
ción de la economía espaAo1a en áreas cada vez más atenus era un hecho que no 

U4 C&. Mlmtü, }.M.C. t Maa~AM, JF .M, Thrllrllo •lll'flitnJit ,_. ·ÍIIIIri'IÍIP e ...., ...,....., 3-
ecl.: 1041. 
os MI!DMA, J.M.C. T M!aa~AR,J;F.M, T,..,.. 11r1btitnt~ f1rit1tio -....' ildfniiiC'iar•~ t- e4.: 
~229. .. ' .. , 

U6 CAmo,L.M.V.DB;L4~~atl~táli4JCeíL, 1984:2'1~51, 171·191. 
131 ÜGAY.U. Y A1U.tJ111, T., fJ...,. • ....,:usiso 1 La ·ÍNIÍhiCÍif$ ......,., 1971: ** 0., de 
1953), 71-'3 U 1' aihcJóa ...W de la 1ey de 195)). · 



necesitaba más demostración. Superada la cuarta fase de la autarquía económica 
y previáMlose que también desapareciera la autarquia poñtica, la multiplicación 
de relaciones comerciales con otros paises era una un hecho palpable que, lejos de 
remitir, iba progresiYamente en aumento. A las ya tradicionales relaciones con 
los paises del marco europeo integrados en la Comunidad Económica Europea, 
a la que se incorporó nuestro país en 1986, se abria para el empresario español la 
vertiente de las transacciones con los paises de marco socialista. IJI 

La desconfimza de las partes, en una transacción internacional, en supeditar 
el conocimiento de sus eventuales diferencias a la jurisdicción del Estado de la 
otra parte, y la consecuente preferencia por situar la contienda en un terreno 
más neutral, hadan del arbitraje, aplic:ado a los negocios internacionales, un 
recurso indispensab1e para eliminar gran parte de la incertidumbre que pesa 
.sobre la seguridad juridica de las transacci.ones. Y no sólo no atiende al arbitraje 
internacioDal el legislador, sino tampoco los empresarios habían prestadO al 
arbitraje internacional la importancia que tenía, por la sencilla razón del des­
conocimiento en nuestro país de una técnica que es habitual en las relaciones 
cometdales internacionales. u' 

A Jo aaterior se unta la insuficiencia normativa, en nuestra regulación, del 
arbiua¡e intemadonal en esta fase.140 El régimen de los Acuerdos de Ginebra 
tuVo en dicha época el éxito de toda regulación uniforme, pero hoy dia los acuer­
dos ginebrinos se CODSideran superados, por su visión nacionalista del arbitraje, 
vmcwa.lo DeeeSIUiamente a una ley nacional, y por la ambigüedad de muchas 
de las reglas conflictuales en que se sustentaban; fueron estas las razones, entre 
. otru, las que no posibilitaron la entrada de un verdadero arbitraje intemacio­
Dal ea n\leSCI'O pais, amén del no conocimiento del arbitraje institucional en 
nuestro ordenamiento y el que el arbitraje no reglamentado, o ad hoc, quedaba 
también privado de efic:ac:ia operativa ptr se. 

131 1W1os, F.,At6itNjf 1 ~ ~. 1987:73-79, 101-105. 
ll9 T~ aoa 1laeu pete de es~e ftCliSO &.i1o clel arbitraje ~ llOIOttOS • debl6 a la ac­
titiMicr t '»• de auestro más Alto Tribwal, pOClO propicia a facilitar el estaWecimiento ele uaa 
.. 

8 
111 lta&cieatJe liD CUID1D a Ja ejec:utiYidld de Jos Jaudos atran;eros en Duestro pafs. J)e Jos 

............. ejec:aci6a de leDhiiM:iu e&tJa:ujesas de nuestra Ley de Enjuiciamiemo Cid. el mn­
•• ••wl,.el de tec:Jprocidld y el filimeD supllltoiio con arictet: limitado, b dos úkiJDos eran 
~· tll la pril:tb. Sólo -'f DO .-a.pre- Jos Jaudos extraDjero5 11111pillldoc» ea UIUl COA• 
~ • d 

1 a ad-eáeaoa la apaoUcióe y elrecoatl rim!entg del Tribuul Supftmoen esta 
~ ~ j.M.C. y MDaWI,j.F.M, ~le arlntraj# priwulo immtcl ~ ÍllflrnlcldCift Y ed.: 
·1048. . 
,.. ·ar. iW4.: tCMa. 
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Desde el punto de vista procesal-contrariamente a la Convención de Nueva 
York-, se exig,ia a la parte una gran actividad probatoria, casi diabólica, cuando 
pretendía hacer valer un laudo extranjero, lo que propiciaba· que no se iniciaran 
procesos de exequátur, que se caracterizaban por su rigor formal y, entre noso­
tros, además, por su aleatoriedad, en cuanto al resultado.141 

A este esquema general de insuficiencia babia que añadir la escasa contribución 
de nuestro Tribunal Supremo en establecer un. clima de seguridad y de confianza 
para el arbittaje internacional.142 Cuando no ignoraba la existencia de los tratados, 
que innecesario es recordar, forman parte, cuando han sido debidamen~ ratifi­
cados y publicados, de nuestro ordenamiento interno, los aplicaba torpemente, 
mezclando cuestiones de nuestro ordenamiento arbitral interno. en aquella época, 
con otros derivados de la especifica regulación internacional. La extensiva y abu­
siva aplicación del criterio restrictivo de orden público, como criterio opuesto al 
libre reamocimiento y ejecutabilidad de los laudos eztranjeros, era la guinda a este 

pen:gtinar lleno de di&ultades14l que justificaba el recelo de los operadores ante 

el arbitraje internacional en nuestro país en esta primera fase. Ante estos iDcon.­
venien~144 muchas empresas ext:ranjeras optaban por sornetexse a nuestta Ley 
de Arbitraje Privado de 1953; es decir, nacionalizaban un arbitraje, que pw st no 
era interno, para reducir los riesgos en la aleatoriedad que aistia en la ejecución 
de laudos extrmjeros en nuestro país; adquirían con ello seguridad juridica, pero 
desYirtuando asf la verdadera naturaleza del arbi"'* intemacional. 

Se hacía preciso dictar una ley que eliminara dichos aspectos negativos de la 
Ley de Arbitraje Prmado de 1953 y que uniformara el arbitraje en sus aspectos 
intemo e internacional y, asimismo, sus aspectos sustaativos, de otros arbitrajes 
privados no contenidos en su nol1Dativa, uí como los aspectos procesales que se 
reputaban especiales respecto de la LEC. •• 

141 Cfr. Mmuu.,J.M.C. y MnatA.N,J.F.M, T....,.tlurWma~ priwtú ''*"''~'~ ~ 3" 
ed.: 1049. 
••1 S~.M'It, L.M...~ ribal "'"'"*' m a .. ~. 1992: t9-2S, 69-t-tt, ~~te,., •. 
192, 197-lOO, 219, 126, lll-241, 251·2.59, 26S-27l, 317-367, G-424, -435-503. 537-S45, 557-111, 
591,595-598. 
l!U a-o·Baarolts, A., EjmlciM *.,...,., ::aaawjlnw"' Blpdc idem, E;tadM M.,.. Ñr 
~..; FUJWmi'Z RozM. J.C., «La tiUw:i6a .. ..,.. OADe&cilll ea..liapllll. Perspo tiws. 
fatuN», en Rm, 1986: 29 y .. ; ~ Ülftl, J.D., .sobre el <WIVeuio ullltral en el cllftcbo 
~pnv.ID "'rlaeRDl,wl.U,l97S.,pA&;W. 
144 MIDINA, J.M.C. y MuaúM, .J.F.M, T ..... ......,.,.,..,. ÍllllmiO # -.uatioaol, t• ed., 
Madrid.· !971: 7J-84t,llS-2l9. 
145 MID&w.,J.M.C. yMucWI,J.F.M, T ....... ~~ ildrnw~ U.IUICi:Mil,l"'.t, 
1991: 70-80 (denl:bo iatftno), 
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También era indispensable la adhesión y posterior ratificación de España al 
Convenio de Nueva York de 1958. En este sentido, era unánime el clamor de 
la doctrina y de los prácticos del arbitraje en nuestro país, y de las ínstituciones 
especializadas, particularmente las Cámaras de Comercio, que se dirigieron fre­
cuentemente a los poderes públicos para que España se adhiriera al régimen del 
arbitraje internacional El Boletín Oficial de las Cortes de 3 de marzo de 1977 pu­
blicó el texto del Convenio de Nueva York y abrió el trámite de proposición de 
enmiendas en orden a su ratificación, y así la Convención de Nueva York formó 
parte de nuestro ordenamiento juridico. España se incorporaba ya al arbitraje 
internacional, pero quedábamos fuera del Tratado de Washington de 1965, de 
menor extensión, en cuanto a países y ámbito de aplicación, lo que se supüa por 
las convenciones de Nueva York, y de Ginebra de 1961. 

La ley de 1953 no estaba pensada para el arbitraje internacional por su rigor 
formal, sus largos trámites, su exclusiva reserva a los árbitros nacionales, su 
inflmbilidad en materia de la ley aplicable y, sobre todo, la ineficacia per u de la 
cláusula compromisoria inserta en un contrato principal, que estaba necesitada 
de formalismos, muy criticados a la sazón. 

La Ley 42/197 4, de 28 de noviembre, de Bases Orgánicas de la Justicia se hace 
eco de la necesidad de integración de España en las áreas supranacionales; así, en su 
exposición de motivos decía que «en el orden internacional se pone de manifiesto 
la apertura del Estado español a la Comunidad de las Naciones, proclamándose, en 
términos generales, la necesidad del cumplimiento de lo establecido en los tratados 
internacionales y por la práctica internacional». Después de la promulgación del 
título preliminar del Código Civil, los tratados internacionales formaban ya parte 
del ordenamiento interno, y los jueces y tribunales españoles debían reconocerlos 
y apli.carlos como si de derecho interno se tratase. 

Así, la regulación del arbitraje internacional -aún incipiente en esta f~ 
estaba formada por el Convenio sobre el Reconocimiento y la Ejecución de las 
Sentencias Arbitrales Extranjeras hecho en Nueva York el 10 de junio de 1958, 
publicado en el BOE el 11 de julio de 1m; el Convenio Europeo sobre Arbitraje 
Comercial Internacional hecho en Ginebra el 21 de abril de 1961, publicado el 4 
de octubre de 1975. A lo anterior, se añadían los convenios bilaterales firmados 
por España, que constituyen también el derecho arbitral español de esta fase. Sin 
embargo, por su importancia, queremos limitarnos, por la brevedad del presente, 
a citar estas dos convenciones universales, Carta Magna del arbitraje comercial 
intemaci.onal o extranjero en esta etapa estudiada. 

La Convención de Nueva York tiene por finalidad la ejecución de los laudos 
en España, y la Convención de Ginebra tiene como fin establecer una ley común 
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al arbitraje comercial, como expresam.en~ se indica en su exposici6n de motivos. 
Estas convenciones constituían ley especial con respecto a la ley de 22 de dkjembre 
de 1953, que era derecho común, y tenían prioridad sobre ésta, excq»to en dos 
casos: si, según la inflexible concepci6n espai\ola, habia conttadia:i6n o atentado 
al orden público espaflol o violación de derechos de defensa. 

El juez espaiíol estaba obligado a conocer, en primer Jugar, los mandatos de 
la convención internacional y, a continuación, el derecho común o la ley interna 
de arbitraje, pues, como regla general, el derecho convenc:ional internacional de 
arbitraje tenía primada sobre el derecllo común, pero podfa suceder lo contrario. 

El artículo 7, párrafO primero, de la Conwnción de Nuew York, estableda que 
sus disposiciones «no .rectan la 'Y&Iidt-L de los acuerdos multi1aterales o bilaterales 
relativos al reconocimiento y éjecución de las seateDcias arbitrales conc:ertados por 
los Estados cont:rataates ni priwn a ninguna de las psrtes iDtmsldas de cualquier 
derecho que pudiera tener a hacer valer una sentada arbitral en Ja forma y medida 
admitidas por Ja )egjclw ión o los tratados del país donde dicbuentenáa se invoque». 

En el marco de este comercio internacional, una de J.u cláusulas de estilo más 
frecuente en la contratación era el pacto de someter a un arbitraje las diferencias 
que pudieran surgir, huyendo de la complejidad de los procedimientos judiciales 
ante dichos tribunales. 

&pafia conoda este contato y ya aceptaba los usos imperantes en la p¡áctica 
internacional, pero, dados los in<:onveuientes que se deriYarian de la iDeYírable apli­
cación de la Ley española de AJbibajes Privados, de 12 de diciembre de 19S3, que se 
han esbozado, y como en la mayoria de los casos el arbitraje tenia como sede un país 
extranjero y n.o el propio tl!rritorio espdol, nuestro pals quedaba &eoado en esta 

materia, un freno que tieAde a leYantane después deJa raril\ • ióD de Jos coawsüos 
mu1ti1aterales de arbitraje internaaonalpor nuestro pafs; cuando al menos setuw ,a 
confian2a que en·nueatro país serían reconocidos y cumplidos los laudos dictados de 
acuerdo mn Ieyoes emajeras --salvaado, claro está, las dificultades preu-1" nentpJes 

del eequjtur en qor-. Como es sabido, Ja jurisprucJenáa espdoJa en esta ·mate­

ria había tStrapobdo la regubd6n juridica del arbitraje interno y la aplicaba sin más 
al arbitnje·interMcioDal. No atendian aJas con~ sobre la ID8b!ria susui.t&s 
por nuestro país, ni que el arbitraje se hubiera desarroDado·al amJ*O de una ley 
eztrafrouteriza La jurisprudencia m· materia de eaqaátur de Jaudos eJtiJIIJjeros 
hasta la fecha casi siempre los enmi»aba desde la óptb delpi'Opic) dai!Cho ·il:tta'­
no, sin pteoc.uparse:de aw.rig•niw persp e:tiva -en lacmrtcta. 

Fundamentalmente, los argumentos UliJiradM girabaas tomo a ·Ju ilOr­
JDa$ siguientet: la ~q,de 195l4isl:iJacue entre cootrato prelimiur de arbitraje o 
cláusula compromisoria (atts. 6 al t t)~y compfomiso ·(arrs. 11 all4). 
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La cláusula compromisoria servia para preparar el arbitraje, ál contener la vo­
luntad de acudir al mismo, pero ante la negativa de una o más partes a instituirlo 
voluntariamente, no era suficiente por sí misma para so~ a un arbitraje. 

En caso de querer someterse al arbitraje, sólo daba opción a pedir la formali­
zación judicial del compromiso, ante el incumplimiento o desvinculación, de ese 
pacto preliminar, de la otra parte. Sí el compromiso no se formalizaba voluntaria 
o judidalmente, la cláusula compromísoria o contrato preliminar de arbitraje que­
daba sin efecto. Por la· misma razón, tampoco era suficiente invocar la cláusula 
compromisoria para integrar la excepción de incompetencia de jurisdicción o 
compromiso, hoy declinatoria. 

El compromiso, por su parte, estaba revestido de una serie de formalidades 
que, en caso de negativa de una parte contratante a aceptarlo, eran lentas en su 
ejecoción y sólo el compromiso libremente contraído, pero después formalizado 
judicialmente, era el que vinculaba a las partes al arbitraje y el que podía fundar la 
excepción de íncompetencia de jurisdicción o declinatoria. Cualquier cláusula de 
arbitraje internacional ínserta en un contrato y examinada desde la perspectiva 
de 1a ley espaflola de 1953, no pasaba de ser una simple cláusula compromisoria 
o contrato preliminar de arbitraje, una via contraria al propio arbitraje inter­
nacional, muy utilizada en )a práctica por la jurisprudencia en la época. 

Otro de los criterios esgrimidos por la jurisprudencia en contra de la validez 
de un arbitraje internacional era el referente al nombramiento de los árbitros; 
según la ley espai\ola, estos debían nombrarse de mutuo acuerdo, siendo nulo 
el pacto de deferir a una de las partes o a un tercero la facultad de hacer nom­
bramiento. Conforme a esta normativa, multitud de laudos quedaban vados de 
contenido de·momento de solicitar su exequátur ante los tribunales españoles. 

Así, se fue cremdo una doctrina jurisprudencial que, invocando exclusiva­
mente los preceptos de la ley de 1953, y extrapolando su normativa, sin atender 
a ninguna otra· perspectiva íntemacional, creó Ja casi infranqueable barrera del 
principio de orden público nacional imperativo, y español, contra el desarrollo del 
arbitraje en su contexto internacional -ni siquiera los instrumentos ginebrinos 
impidieron que la jurisprudencia española inadecuadamente los sometiera al tex­
to de la leyespaoola de 1953. 

Pero eD ·otras ocasiones también se observan intentos jurisdiccionales pro 
reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales extranjeros.'* Con ello se pone 
de relieve et continuo vaivén jurisprudehcial sobre la materia, hasta el punto 

1'" OltatAWt.L SAitcltlz, G., lA~ 8 luJsr artitraltf, 1996: 68-70,75-82. 
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en que es posible hallar resoluciones para todos los gustos; era una especie de 
loteria prever el sentido de un fallo al respecto. 

En aquella fase, 1a doctrina jurispnadencial espaflola desarrollada en torno a 
la subordinadóft del arbitraje internacicma1 a la ley espdola de 1953 no podía 
mantenerse y los propios tribunales de justicia comienzan a variar .la tendencia 
imperante. Este giro se debió a que, por un lado, estaban los c:onvenios bilaten1es 
suscritos por Espdarelativos al reconocimiento y ejecución desentea.dasatraa­
jeras con determinados países. En todos ellos se equiparaban los laudos arbitrales 
a las sentencias judiciales y, en CObSeCUencia, se les aplicaba el mismo régiu*" de 
exequátur. Por esta vía habian obtenido su rec:onocimienlwl y ejecucióD, en los 
últimos tiempos, diversos laudos. En estos casos ya se puede observar cómo el 
Tribunal Supmno ni siquiera hace mención de la ley espa6W. de 1953. Al am­
trario, el tribunal se coloca exclusivamente ea ia paspec:tiq iBtemadoul y da 
una respuesta caso a aso en base al convenio bilateral apJ.icable y a lo pactado 
por 1as panes en la propia clnsula arbitral En estoJ supuestos parece que ya va 
alejándose el fantasma de la ley de 1953. 

Por otro lado, España babia ratificado, en.los últimos a6os de esta primera 
fase, dos de los principa)es convenios multilaterales sobre arbitraje. En concre­
to, el Convenio europeo de Gineb~ .de 21 de abril de 1961, ratificado el S de 
JDal'2'A) de 1975 (lOE de 4-10-1975), y eJ .Conw:a.io de Nueva York, ele lO de juDío 
de 1958, ratificado ell9 de abril de 1977 (Jo¡. U-7-1977). Estas disposiciones, 
que una vez pnbticadas en el Boletín Oficial cW Estado son d.e:recho iBWBO 
(art: 1 y 5 oc) y que ya empezaban a 11mer acceso a la j~ rrigfan 
un planteanúepto completamente distinto de la efiCIIda de las c:JQaulas· ele ar­
bitraje internacionaL En particular, dichas c:onft!DCÍODe' ena dencho iatemo 
de nuestro paiJ desde sus ratificaciones tespectivu y, por eBo,.se hace c:ada vez 
mú patente cómo la leyintemista de 19S3no podiadar m¡NeSta adecuada a 
la situación que aistia en Espda, SÍ1lO que se la podSa dar • priDcip1UUt111e 
1101'2Utiva, es decir, los propios convenios i:ateTDadoaales, cOD~e~:~teftCit de su 
insetcióa como fuente de derecho. EDo aigfa la I'fNisión de las propias fuentes 
de la ·instttudóa, ea su penpectiw. intemacional, por auestra jvrilprndeDcia, 
para dar eabida y apllcad6a a los inttnuaefttos illtemadnnales en la materia. 

Teaieado en c.wata las premisas &Bb#liofts y, sobre todo, la ·peaspecdw ialer­
nacioaal qae.se ka ilmado, babia .que IWÍIIr el coac:repto de.dáasula ·opadO. de 
~.;e iatl'Jmldoaal.w Por ..,-, deJa. cmmhwnp., lo RSdidet•u....,,. DD-



portante, y que debía quedar claro en ella, era la plasmación de la voluntad de las 
partes para solucionar sus difemlcias por medio del arbitraje. Así se desprende 
del tato de los ptopios c:onvenios; el Ptotocolo de Ginebra, de 24 de septiem­
bre de 1923, se refiere a ella en los siguientes términos: «Cada uno de los Estados 
C01l't:riltaDie rec:onoc:e la validez de acuerdo relativo a diferencias actuales o futu­
ras entre partes sujebs, respectivamente, a la jurisdia:ión de los diferentes Estados 
contratantes, por el que las partes en un contrato convienen en someter al arbitra­
je .cndls o cualesquieta difecendas que puedan suscitarse respecto de tal contrato, 
rdatito a asuntos comerciales o cualquier otro susceptible de arreglo por arbitraje, 
deba o no ésle tener lugar en un pafs a cuya jurisdia:ión ninguna de las partes está 
sujet». 

Por su parte, el Convenio europeo de Ginebra, de 21·de abril de 1961, define 
expresiJJlente los pactos arbitrales. 

El articulo 11.1 de 1a Conftílción de Nueva York dedan: cCada uno de los 
Estados contratantes reconoc::erá el acuerdo por escrito conforme al cual las par­
tes se oblipen a someter a arbitraje todas las diferencias o ciertas diferencias que 
puedan surgir entre ellas respecto de una detmninada relación jurídica, con­
tractual o no contractual, concerniente a un asunto que pueda ser resuelto por 
arbitraje». 

El articulo 11.2 manifiesta que la expresión cacuerdo por esai~ denotará 
una cláusula compromisoria indu.ida en un contrato o en un CODlpromiso fir­
lnado por Jas putes o aJDtenido en un canje de cartas o telegramas. 

El articulo 1.2 dice: cA los fines de la aplicación del presente convenio, se 
eatenderi por: a) Aalerdo o ComproJniso arbitral, bien sea unadáusula compro­
misoria iDdaida en un contrato o bien un compromiso, contrato o compromiso 
separado· firmados por 1as potes o contenidos en un intercambio de cartas, tele­
gramas o W1DUDicac:iones por teleimpJ.'eS()P. 

Ea -el mbmo sentido, el artículo l.l.a de la Convención de Ginebra reconoce 
el.paa:o r:ompromisorio. 

·Las convenciones de la Con.fenmcia de La Haya. de Derecho Internacional 
Privado intentaban frenar la intervención abusiva del orden público, al dispo­
~ 40e 1u normas convencionales no puedan ser apartadas en un Estado más 
cp ai son manjftestummte incompatibles con el orden público . 

...._ .. .,.,.......,de~ ley CIIIDOc:oD.waios <OUttaaiol1alllD en el filado aJCaO en la forma 
_,...a..... ;t do e11 la Je,.. (STS 20 de marzo de 1889). En el JDbmo ll!ftlido, la aeullimria 
411T,._. SWptw, detl88,.mla .-• pllb i• • ftCUI'JO cac:a1Ki6n coab'ala dedaaci6tule 
....... ,...,...... • ""*'fiCóGIÍtO artaítnl de iuña:cióa clel priDcipio "'*' JIIJlt .,.,_ 
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El articulo 2.b de la convención define qué se entiende por arbitraje: «Arre­
glo de controversias entre partes, no sólo mediante árbitro nombrado para cada 
caso determinado (arbitraje ad hoc), sino también por instituciones arbitrales 
permanentes». 

Poco a poco la orientación de la jurisprodencia va cambiando. Considerará la 
cláusula compromisoria como una manifestación de la autonomía de la volun­
tad, en base al articulo 1255 del ce, a tenor del cual «los contratantes pueden 
establecer las propias cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, 
siempre que no sean contrarias a las leyes, a la moral ni al orden públi~. Y 
se recon~ su existencia fundamentada en el principio de derecho en materia 
contractual bajo el principio de pacm sunt smJWttla. 

De la existencia de este pacto-convenio se derivaba la necesidad de su cumpli­
miento, según el articulo 1278 del ce («los contratos serán obligatorios, cualquiera 
que sea la forma en que se hayan celebrado, siempre que en eBos concunmlas 
condiciones esenciales para su validez») y articulo 1089 del ce («las obligaciones 
nacen ... de los cont:ratos») complementado con el artículo 1091 del citado cuerpo 
legal («las obligaciones que nacen de Jos contratos tienen fuerza de ley entre las 
partes contratantes, y deben cumpline a tenor de los mismOS»). 

Como características de la nueva regulación instaurada por la ley de 22 de 
diciembre de 1953 se deda que es eovidentemente liberal, en el sentido de que 
toda eUa estaba regida por el principio de la autonomía de la voluntad privada 
como productora de efectos jurídicos, 141 pero, a la vez, establece también un me­
canismo rigurosamente formal. 1* 

Es una ley formalista en todas las fases fundamentales del arbitraje: la de con­
tratad.6n, 1a de su desarrollo propiamente dicho y la de su consumación, pues 
se exigía escritura pública para concertar el contrato de compi"'ODiso, para la 
aceptación de los árbitros y para que éstos emitieran tu decisión. 

La. voluntad de las partes es la única causa originadora del arbitraje, bien se 
instituya por contrato o por disposición testamentaria. Se suprime la clásica dis­
tinción entre árbitro& y amigables componedores, pues contiene un tipo unitario 
de arbitraje, si bien con la variante opcional aún existente de subclasificación en 
arbitraje de derecho o de equidad. Se acentúa la pugna sobre la naturaleza con­
tractual del arbitraje, y se acoge la teSis cont.ractualista debatida pór la doctrina, en 
sede a la naturaleza juridica del arbitraje. 

148 G.w.u laA, S., El,..... dl4plietld6rt hl ettitraj•, 1998: <40-47. 
149 MOUNA CAaAu.no, M.J.,lA ~ mltn laMf ntrctln, 2002: 69-74. 
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Por último, la ley es de carácter integrador, porque deroga todas las disposi­
ciones antiguas; rigiéndose toda la institución exclusivamente por esta ley, que se 
aplica a todo el territorio nacional, incluso a las regiones forales; por ello, tam­
bién las especialidades de éstas, en materias como contratación, cedieron ante 
esta ley reguladora del arbitraje. 150 

Pero la ley se limita a ese derecho privado, emanado de la voluntad de las 
partes, . de carác:ter netamente patrimonialista y para recalcar esta idea, aclara 
que las normas que establece sustituyen al Código Civil, al Código de Comercio, 
a la Ley de Enjuiciamiento Civil y a disposiciones de esta naturaleza, tanto sobre 
arbitraje como sobre amigable composición, por lo que sólo comprendía los ar­
bitrajes de los particulares sobre sus derechos privados con arreglo al principio 
de autonomfa de la voluntad, 151 pero quedaban fuera los arbitrajes de derecho 
público. A ello se destina el párrafo segundo del artículo 1, que decla así: «Los 
arbitrajes ordenados en prescripciones de derecho público, sean internaciona­
les, corporativos, sindicales o de cualquier otra índole, continuarán sometidos a 
las leyes por que se rigen:.. 

No cabe duda que existía un derecho internacional que es público, material­
mente superior al de Estado y que en el arbitraje detentaba una importancia 
extraordinaria, tanto para resolver no sólo los conflicto actuales, sino los quepo­
tenc:ialmente pudieran surgir. La mayor parte de los Estados habían creado un 
Tribunal de Arbitraje que, por ser multinacional, pertenecía al derecho público 
y, por ello, la ley, se deda, no podía afectar en nada los requisitos, procedi­
miento y efectos de la figura arbitral de estricto derecho internacional que no 
podian nunca verse afectadas por nuestra ley reguladora del arbitraje privado. 

Y rapecto a las relaciones de derecho internacional privado, no había más 
remedio que acudir a los tratados suscritos por España y, fundamentalmente, a 
los convenios de 1923 y 1961, como se ha dicho. 

150 Por eJO, si .bif:a los artfc:ulos 1820 y 1821 del Código Civil quedaban derogados por esta ley, 
lif como el titulo V del libro n de la Ley de Enjuiciamiento Civil, sus preceptDS no se incardinaron 
ea DiDpno de dichos c:ue!pOS legUes, sino que esta ley tenia la suficieftte sustantividad para regular 
por si mitma, CUR cuitter total, los problemas que el arbitraje planteaba, según su exp csidón de 
motttos. 
151 La eq¡ IJIIici6a de motiYos de la ley de 1953 dice: «Se dejan fuera de su imperio todos los 
ubittajes c¡. DO- dit 4erecho privado-, Jo cual, se deda, llO significaba que DO les diera valor 
lli iDduso qa~t, teapeetDa ellol, DO fuera acoMejab1e una reforma, y que simplemente, se razonaba 
por 1a aectrma, n prop6lito era llO conftmdir este tipo de arbitraje coo el arbitraje puro entte 
partil:ulara, replado por teXtoS de derecho privado estricto. 
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4.2.2. Análisis de la Ley de Arbitraje Privado de 1953 

Su exposición de motivos152 gira en tomo a tres grandes puntos: la importancia 
que se le asigna al arbitraje, la deficiencia del régimen jurídico que deroga, y la 
afirmación que la nueva ley se inspira en criterios de sencillez y eficacia. 

Los principios generales se recogen en los artículos 1 a 5; del contrato preli­
minar de arbitraje se ocupan los artículos 6 a 11; al compromiso se dedican los 
artículos 12 a 19; a la recepción de los árbitros, del20 a 25; y al procedimiento 
arbitral, del 26 a 31. Se recoge así la tricotomía conceptual en que se basa la ins­
titución y a la que hemos aludido anteriormente. 

Las directrices generales1u perseguidas por la ley de 1953 se pueden resu­
mir de la siguiente manera: la acentuación del carácter privado del arbitraje, la 
operatividad del mecanismo arbitral mediante su pretendida simplificación, y un 
marcado contractualismo procedimental, o lo que es lo mismo, una ley que he­
mos caracterizado como aoogedora de la tendencia contractualista al enmarcar 
la institución de arbitraje y su n~uraleza jurídica. 

152 La exp osicién de motivos de la ley de 1953 dilr. ~ Dinguna instituci.óft de las que encierra 
el ordenamiento juridic:o de un pais ~. con mAs hondo significado, el sentido que el deftc:ho 
ocupa en su vida social como la institllción del ~ FJ amjanto de normas que timen por misión 
cimtffica repartir, con c:rillaio de justicia, los distintos bilmes hummos eatre los miembros de una 
oolectMdad está cJesrinado, por la propia Dll1lnleza de las CXIIIS, a sufrir la auda prueba que los am· 
flictos de los intenses afectados le plantan diariamente. Y puestos frente a la necesidad de ordenar 
igualmenb! esiDS c:onftic:tos de intereses, el derecho, mtes de Depr al puro ,.,.,.,mno t.OICdvo de la 
interwnci6n inapelable del Poder púbtico, idea UDil .. de D"""""ÍPP' • conc:jljecifm que tmaD 
de restaNecer, a la medida de Jo posible, el inumuapidD onllm de la~ soc:ill.- FJ derecho 
vigente espaAol no es ninguna excepción a el CODjunto de sistemas juridicos que aceptan y dan valor 
a la iostitiOICión del arbitraje. Presdndiendo de las figuras particWua de ciertos arbitrajes, que DO es 
ahora del CIIO meacicmar, tmto el Código ClYil OOIDO la IAT • Eu¡uic ia iento Ci9i1, de veDa'able 
abolago ya en el indice de nuestras vigenáas legales, se preocupan, con el reputo de IDiterias que 
pam;i6 más conveniente al penqmieJlto de la época, de aquella figura por la c:uallos titulares de un 
confticto pl"'YYCCD y 8CqJtan la decisión de terceros que ~ designan Ahora bien, esta 
aceptación de priDápio DO amsíguió en nuestta Patria, por desarrollo equivocado del plallleamkmto 
del problema, la repen:usi6n bimbecbon que teóric::lmale estiba limada a proc.i1a!:ir. No I6Jo la daa­
lidad de tatos plaotJeó algún problema de c:oorclmlcióa, JiDo que, IIObre todo, al JlO bahene atrevido 
ei JegisJador a proclamar nplfátaJDeDte la faena apresa y positiva e ems c.onW!Ddones, se creó uaa 
situadón dificultosa dentro de la vida reaL Para raD: i Dr estos inconveaiea1a t6lo uaa iDic:iaáft 
era posible, la Riorma de la DOnDal vigaltes en materia de arbitraje. Esto es lo que se propoae la 
presente ley, en la que se trata ~ de me;or.r, obviando b mcoo'VaÜIII\ti!S ~Urgidos, 
aqueiJu difintJtades de que mtes se babJaba.. Dos SOD los c:riBio& fimdamenrales que ~e bao. .udo en 
aaeo.ta al pl'OCIIIder a su elahoraci6a: la teDdllez y ladicaáa a¡ la ~del~-
IS3 .MIDINA, }.M.C. y Muat.út, J.F .M, Tnúado ü .mtn.jt ~ iftfmto· 1 illttrMriPuZ, l" ed.: 
131-143, 1045-1053. 



El arbitraje concebido por la ley de 1953 se encuadra dentro de un marco pri­
vatista, como se viene diciendo, y como olvidó la vertiente procesal del arbitraje, 
incurriendo en un grave desconocimiento de la realidad y, lo que es peor, del 
estado de la doctrina y la jurisprudencia. 

Asimismo, la ley presentaba una fuerte dosis de formalismo, hasta el punto 
de supeditar la validez y eficacia del arbitraje al cumplimiento de los requisitos 
rituales que comprendia, como la protocolización notarial. •s. 

Se hablaba155 también de una progresiva iwmerrm~tiliz«íón del arbitraje porque 
la ley de 1953 configuraba sólo al derecho privado como campo de aplicación del 
arbitraje. 

No obstante, la pieza fundamental de la ley de 22 de diciembre de 1953lo cons­
tituye el contrato preliminar de arbitraje o cláusula compromisoria, que dotaba 
de operatividad al mecanismo arbitral,156 y ello mediante lo que Uamaha aquella 
ley .La formalización judicial del compromiso», consistente en la interVención del 
juez para obligar a la parte que se niegue, expresa o tácitamente, a cumplir con su 
convenio prim.ióvo, a estar y pasar por el mismo y, en su defecto, por las decla­
raciones que el juez emitia en su lugar. 

En el régimen anterior, el arbitraje era enormemente ineficaz,157 dice Guasp,151 

porque estaba reconocido por la jurisprudencia de acuerdo con las exigencias del 
tráfico. Pero cuando llegaba la hora de abordarla, la cláusula compromisoria se 
con-vertía en una especie de perro del hortelano jurldico,159 que ni litigaba en la 
jurisdiccióa especial, Di dejaba litigar en la jurisdicción ordinaria, porque cuando 
llegaba el momento de hacerla efectiva, la parte que incumplía se negaba a ir a 
la amigable composición y no había medio jurídico eficaz para que la cláusula 
compromisoria se convirtiera en compromiso auténtico; y cuando la persona 
que quería obtener la satisfacción de su derecho intentaba acudir a la jurisdicción 
ordinaria, se le oponía la e.xtepción del compromiso fundada en la cláusula 

154 Los artículos S y 16 de la ley de 19S3 hadan tUl ~tmt la figura atbitral, si bien el requi· 
sito de la escritura pública se referla únicamente al contrato de compromiso y no al preliminar de 
arbittaje, el cual butaba que fuese nt"'dido m clocummto p~ pan !pie produjese efecto. 
155 C&. MEDINA. J.M.C. y Mu.olAH, J.F.M, Tralado .U crilitnzit priwllo illfct'M f i~ 3" 
ed.; 136. 
156 Esta prmaióD amsistfa en la intenrenci6n del juez para obligar a la pa.rtE que -después de 
haber. otorgado el cootnto preliminar- se negare a formalizar el compromiso. 
157 Cfr. iRL: lll. 
tta e&. Gu.-, S~- fl,_twdto erpaif111: 37, apud M.miNA,j.M.C. y .MnCHÁH, j.F .M, Tnt­
.... .,..,...,.... ÍlltlmtD, ~. l" ed.: 131. 
l5' Cfr. GUI.st,:Q,,.._jura ti M1.0.uspaliol:. S 1, apud MIDIN~t,j.M.C. y MER.aw., J.F.M, Tnt­
frllfo. mitNjt,..,. mtmr.o t ~ 3" ed.: 140. 
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compromisoria, que no tenía ninguna eficacia. La cláusula bloqueaba, pues, la 
via jurisdiccional ordinaria, y no disponía de ningún medio eficaz para que los 
árbitros efectivamente conocieran de un cierto problema litigioso. Esto se debfa 
a que la cláusula com'promisoria se configuraba como obligación de hacer per­
sonalísima; si el interesado no hada. no daba derecho mú que al abono de los 
correspondientes daiios y perjuicios.lflll De esta situación anómala, junto a la es­
casa elaboración doctrinal de la figura, se deduda 1a poca importancia práttica y 
doctrinal que tenía la institución en el régimen del ce y LEC. 

Así, en la ley de 1953 se permite acudir al juez para que, en ciara obligación 
fungible, supliera la voluntad rebelde de la parte que se negara a otorgarlo, emi­
tiendo dicho compromiso como condena de hacer. 

Afirmaba Guasp en 1956161 que, en general, la Ley de Arbitraje de 1953 había 
tenido buena acogida doctrinal y práctica, y citaba algunos autores que se habían 
manifestado sobre la materia en sentido favorable. 

Pero han predominado las criticas adversas a esta ley que ha sido valorada, 
en su conjunto, de forma negativa. En particular, se criticaba la distinción que 
introdujo entre contrato preliminar de arbitraje y compromiso (cfr. an. 6) y la 
prohibición de todo arbitraje institucional (cfr. an. 22), ambas ya aludidas. 

Por otro lado, debemos hacer alusión al restrillgid.o campo de aplicación de 
esta ley que hemos esbozado anteriormente. La ley limitaba su reguJación a los 
arbitrajes de derecho privado y los arbitrajes ordeaados en p¡esu ipcioDB de de­
recho público, fuesen intemacionales, corporativos, smdicales o de cualquier otra 

indole, continuaban sometidos a las disposici.oDeS por las que se regia (att. 1), tal 
y CIOIDO hemos tJ'ábdo mteriormente. 

La interpretación del artículo 1 suscitaba, entre otras, dos cuestiones impor­
tantes: si dentro de la ley estaban comprendidos los u bita ajes que se deDomin.ahan 
impropios, w enteDdiendo por tales aquellos que, siendo verdaderas arbitrajes, DO 

se ajustaban al modelo legal; y la otra, si las Cámaras de Comercio y c:o1egios profe.. 

160 Cfr. GuA», lil..titnr¡f m 11.,. ..,..W !8, apucl MIDINA,.J.M.C. y MaatAN,J.F.M, n. 
.... crlliiNjt,..-. ...,..,~ 3"ecl.: Ul. 
161 Cfr. GuASP, Bl atWtnajf,. • .,. ~51, apud MIDINA,J.M.C. 'MaatAN,J.F.M, n. 
tJMo U ar6itra¡l prWtM/# i ........ f iMII wJuu1, 3" ed.: 140. 
162 Respeclo. b atllrib+s idapiopios, laleyde19Sl .......... aillldo pelldilho, ototfllllbll 
1*'0. ' jWEdelabitnjelilnpleDad'·c ialldpn .. ,..áatl-=-dDcoacw ... 
bt 1 1 ·e ........ pnJu&cxiacWc;wn zitt Dea..._-.laj1allpi_.... • ..-v 
Tribaaal S qaaw (TS) ,a •• : t >Oli5 Ira wlida •• ==• • .,. ... aát-.... prweiip-
ciollel de .. UC.dft ....... '" ............ tiRO O mb't8nlii'Ofdihddlr-"" dM....-eiDI 
coauataulei,siemple que lacaaade aquila•ldi:L 



sionales, cuando dictaban resolución, no para sus asociados, sino para terceros 
que se sometían libremente a su decisión, también quedaban fuera de la ley de 
22 de diciembre de 1953. Radica aquf la limitada y tan perniciosa concepción del 
arbitraje institucional, ya incluso en el ámbito del arbitraje doméstico espaiiol, 
en el $elltido de que esta ley no sólo no propiciaba este tipo de arbitraje, esencial 
desde el punto de vista internacional actual, sino que lo prohibía, lo que suponía 
un grm anacronismo. En todo caso, en este articulo 1, sobre el ámbito material 
del arbitraje privado, la ley derogaba los artículos 1820 y 1821 del ce, y de la LEC, 

los artículos ?90y839, ambos inclusive, ydel2175 al2tn, ambos inclusive, sobre 
nombramiento de árbitros.161 En cambio, no se consideraba derogado el art:k:u1o 
406 del oc, pues no regulaba arbitraje en sentido propio. 

Por ello existía Ja nec::esidad de que la ley fuese suplida en sus omisiones por el 
ce y la uc. Ejemplo más palpable de la impotencia de la ley de 1953 para agotar 
todo el contenido del derecho arbitral fue el hecho de tener que promulgarse suce­
sivas leyes sectoriales reguladoras de téaúcas arbitrales (seguros, consumidores, 
transportes, etc.), que significaban auténticas fugas al rigor conceptual de la ley, 
una ley incapaz de dar respuesta a las exigencias económias que se planteaban a 
los agentes económicos en el tráfico. Podemos citar a modo de ejemplo, el Real 
Decreto 1094/1981, de 22 de mayo, que nació para habilitar el arbitraje interna­
cional en las Cámaras Oficiales de Comercio. Finalmente, en este punto, la ley de 
1953 se vio parcialmente modificada en sus artículos 28 y 30 por la Ley 34/1984, 
de Reforma Urgente de la LEC. 

Se criticó también su rigidez e inflexibilidad (art. 5), sobre todo, al determi­
nar las materias que debian considerarse susceptibles de arbitraje, al prescindir 
de toda enUJDeración, instaurando un criterio general de arbitrabilidad. 164 En 
función de este criterio, se declararon susceptibles de arbitrio, las materias de 
derecho privado sobre las que las partes tenían libertad de disposición.165 

163 Aftade la doctriaa, ~demás, a eslaS derogadoDes expresas, el número 3 del artfcuJo 9 del Regla­
meato para 1a Orpeizacjón y Funciouamiento de las C4maras o6ciales de Comercio, Industria y 
Navegación, 1 la Orden, de 21 de junio de 193<4, cre:.mdo el Consvlado de la Lonja de Valencia, en el 
q~ase 11!6aJa,.c:emo uo de Jos fines del Coll$Ulado, cla resolución paritaria de las difereDCias surgidas 
Gl Jaiutetpcetaá6D f cmllplinriemo de Jos CODbldOS de c:ompravmta, pant lo c:uaJ organizará los 
Tribauala de amipbAe c:oq !:'Si ·"m 1 arbitraje neces:arios a los que prma y libremente se sometan 
1u pa1II:S c:oDb'ltlllltiP. Tampoco se debla considerv deropdo el arbilnje del clendao cm6nico 
por el)uep de b t1ÍJIDDeS mflmelo 1930 11916, en relldón con elt929. 
164 Al.cA1.l7lAMoaA'Y'CAml.l.o. -f:nmeu de la nUII!Ya ley de atbitnje», en W»s Proasahs, 
~Tecaos,l915: 46y47. 
165 PaaJWazSarzANo, cSobrelosarlritnjesdedmdlo ~. enRJC, 1954: 327-34<4. 
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Por su parte, se e%igfa el rigorismo de la fonna 4Jd solmmiflltlm y el unánime 
consentimiento de las partes, como se ha adelantado. Como puso de manifiesto 
Almagro Nosete, en más de una ocasión se saaificó la realidad social en aras 
de un estatal purismo metodológico -el contrato de compromiso, que nece­
sariamente debía elevane a escritura pública-, lo que no contribuyó en Dada a 
la evolución del sistema."' El único dato que permanecía invariable y sobre el 
que no se planteaba objeción alguna, era el relativo a la voluntariedad de some­
timiento de las partes. 161 

Se consideró requisito imprescindible de la institución arbitral la fijación, en 
el contrato preliminar de arbitraje, de la relación juridica singularmente (X)DS­

tituida entre las partes. " 1 Se limitaba así el campo de actuación de los árbitros 
a estas relaciones jurfdic:as singulares y se prohibía la intemmción de aquellos 
respecto de relaciones juridicas complejas.169 

Es criticable también porque se declararon excluidos, del régimen de la ley 
de 22 de diciembre de 1953, los arbitrajes de derecho público -fueran interna­
cionales, corporativos, sindicales o de cualquier otra clase. 

Respecto de los ~ a los laudos arbitrales, se mantuvo el si-em• que 
hasta la promulgación de la Ley de Arbitraje de Derecho Privado (LADP) se venía 
aplicando. Asi, la Ley de Enjuiáamiento Civil había de distinguir entte Jaudos 
de derecho y de equidad, admitiendo respecto de los primeros el recuno de ape­
lación, y para los segundos, el de casación.17'8 

Sin embargo, Ja ley de 1953, rigurosamente conceptual y técnica, no tuvo la 
suftciente capacidad de adaptación a las exigencias del tráfico patrimonial y, por 
otro lado, su formalismo no contribuia a la confianza de los comerciantes en su 
urilizarión. 

Tampoco las iDstallcias judiciales espaAolas mostraron, no ctiriamos interés, 
sino ni siquiera sbnpatia, hacia el arbitraje; parece como Ji consideraran al árbi­
tro un intruso de .la función jurisdic:donal. 

Su extremado formalismo limitó extremadamente el UJO del arbitraje entre los 
agentes económicos hasta dejarlo casi como una pieza de museo inservible, 111 asi 

1" Cir.«Lujec 1Ki6Gdellaudoadliual»,•s-lior--.,..,_,_,..,41981: 1~ 
167 Cfr.art.l.l LADP .. 
Ka Cfr. art. 8. 
•" ar.Gwao,s...,. .. ,,......._.......,...._ '"'~'•· 
170 Cir. art. Zll.ADP. . , · . · 
J7l MIDIMA,J.M.C. y·HnmW,J.P.M, T ........ ,..... ádrrw•·••w-., 2- ed., 
1991: 1()..80.,..... 
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se ba dicho que cesta ley nació muerta_ inservible, alejada de la problemática real, 
descoDocedma del trinco jurídico, y desde luego_ negadora de la propia función 
del arbitraje frente a la jurisdia:ión est:atal-m y que la ley de 1953 cconvertía al 
ubitraje a instrumento inservible, en una figura decorativa y no en algo vivo y 
fructife!'OI*'173 e incluso se la ha llegado a denominar «ley contra arbi.traje». 17~ 

Pero lo ¡a)mente importante a los efectos de este estudio, es el papel adoptado 
por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, Sala Primera, que desde mediados de 
la década de los setenta empezó a dar un giro copernicano a la hora de interpretar el 
cc:.adcter nadonalistP de la institución arbitral en EspaAa. Así, entre otros, mar­
ca un hito el Auto de 8 de octubre de 1981 que, tomando como referencia otro de 
11 de febtero de 1981, procede a otorgar el ce:equátur, dando cumpljmjento a 

la Sentencia de 8 de junio de 1978, dictada en Londres por la Junta Arbitral de la 
Federación del Comercio del Café». 

La nuen Ley de Arbitraje de 1988, que ahora pasaremos a estudiar, aún a 
costa de dejar algunos puntos en blanco en materia de ejecución de sentencias 
arbitrales, supuso nn importante paso en la consolidación de la tendencia ini­
ciada por el Auto de 8 de octubre de 1981, como tendremos ocasión de exponer. 

4.3. Segunda etapa; la Constitución de 1978. FJ cambio de paradigma: la apertura 
de España al arbitraje internacional a uam de su jurisprudencia 

4.3.1. La inicial teticencia en la etapa constitucional. El ubiuaje como disyuntiva: 
poder jurisdiccional n. jurüdicci6n oonvencional 

La Jarga :historia del-arbitraje en el derecho espafi.ol tiene una fecha que marca 
u hito ea,. evolución.175 Se trata de su reconocimiento por la Constitución de 
181Z. dato int6lito en el derecho comparado histórico y contemporáneo y aun 
en nuestra potterior historia con.stitucional, si se exceptúa el dec:reto de 16 de 
septieulbre de 18l7.t16 1 

m ar.~DoM~Nowz.Dmdto,_..Jcillii~Madrid, t98t: zas. 
tn. ·Cir.-Mallllb CimN.-~ cddco del PfOJieClO de Ley de ~. en &ttGn ~~~Ua~S 
IÑIY .... ,...,.,988: 191. 
1.1• Cfr. at.a.o ~ EjMitiM tk ftlllntti4s •rflitrllks trtNitjnas, Madrid, 1980: 21. 
ll'S:"~;f;.:~~,,..._..,,...a,ul, t987:.9S.lB, 115-123, UJ-153. 
t76 · (]J.JitlllllerA,}KC. ,M Mt,J.F.M, 'lftlllllo ..... ,_.....,.,' .,,,...~ l" ed.: ff1. 
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Se seguia la tesis de Locke y Montesquieu y, en congruencia con esa doctrina, 
el artículo 17 proclamó solemnemente que «la potestad de aplicar las leyes en las 
causas civiles y criminales reside en los tribunales establecidos por la tey.;177 a 
la vez que se reconocerá el inalienable derecho de los españoles a «terminar sus 
diferencias por medio de jueces árbitros, elegidos por ambas partes» (art. 280), 
asignando a las sentencias que dieran los árbitros eficacia ejecutoria, si las partes al 
otorgar el compromiso no se hubieran reservado el derecho a apelar (art. 281).17* 

La Constitución gaditana incorpora una institución con rancio abolengo en el 
derecho histórico español como es el arbitraje, 119 al que otorga el carácter de dere­
cho fundamental; y lo que trae de nuevo la Constitución espmola de 1978 fue 
abrir aún más la posibilidad de que el ius dispositivum constituyera el fundamento 
último donde los ciudadanos pudieran resolver sus conflictos sin sentirse compul­
sados hacia los juzgados y tribunales. Es, desde este ámbito de la libertad del 
ciudadano, donde hay que ubicar la época que desemboca hasta la Ley 36/1988, 
de Arbitraje, frente a la restrictiva ley de 1953 que, tal y como hemos analizado, 
reflejaba el clima socioeconómico del autarquismo político de ese tiempo, lo que 
conllevaba su carácter internista, asi como importantes limitaciones al desarrollo 
de la institución en nuestro país. Con razón se dijo que la ley de 1953 era la mejor 
ley contra el arbitraje. 

Frente a esa situación reaccionó la Ley de Arbitraje de 1988,110 que respondía 
a los nuevos planteamientos mercantiles de la época, a los que hace frente como 
norma postconstitucional, desde el respeto a la libertad del individuo. 

No obstante, en esta fase constitncional española no faltaron detractores de 
la institución del arbitraje, que veian en la misma un atentado a la tutela judicial 
efectiva y, en suma, al poder jurisdiccional de los jueces y tribunales, e incluso se 
habló de su n«esidad de prohibición por ser una jurisdicción especial proscrita 
por nuestra Carta Magna. Todas estas cuestiones fueron, positivamente, dese­
chadas de nuestra cultura legislativa, como analizaremos seguidamente. 

t n Precepto que se volYfa a repetir casi literalmente en el artículo 141, coa el que ~ el 
título V de la Constít1x.ión, relativo a «De los TribWIAiles y de la Adminisnad6n de Justicia en lo Ovil 
y Criminal»; y será ese titulo del testo gadi1lmo donde, además, se CODStituc::ioDa UDa serie de 
principios de trasceDdeDda importante en el orden judicial: la igaaldlld de fuero (ut. 248), la uni­
clad de Códigos (ll't. 258), uniformidad procesal (lit. 244) yprudaproa!AI {art. llt7), entre otros. 
178 Mmalt., ).M.C. y. MacHAN, j.F .M, TJ'IIfado b .rWtNjr ,.._. ..,.. # ~ 1• ed., 
1991: 49-55 (deftdlo iDtemo) passiaL 
179 Cfr. ibid., 3" ed..: 19. 
180 ~ N.\VA&UTI, A.M., 4ilis posiWé UD deredlo 'ftiC'Oclel ubitaaje1», S~ U ÜTedJo 
I.'IIQ 4t uftitrojl, 1 Coa¡raode·DerecJso Vuco dt ~ 1988: lO..ZS. 

70 



Frente a esas aiticas,111 se decía que la exclusiva potestad de los jueces y tribu­
nales para jmgar y ejecutar lo juzgado (art. 117.3 de la Constitución y art. 2 de la 
Ley Orgánic:a del Poder Judicial, WPJ) se refiere a los diversos tipos de procesos 
judiciales, y es verdad que el arbitraje no tiene un origen procesal en sí mismo, sino 
que arranca de la autonomía de la voluntad de los ciudadanos como sujetos libres, 
pero que eJlo no implica renuncia absoluta de las partes a su derecho fundamental 
de acceso a la jurisdicx:ión, consagrado en el artículo 24 de la Constitución. Por 
ello, Ja ley de 1988 regula un sistema de recursos de anulación del laudo, a fin de 
garantizar que el nacimiento, desarroDo y terminación del proceso arbitral en que 
de8emboca el pacto de arbitraje, se ajustará a lo establecido en la Ley. 

Si a lo anterior se añade, además, que dicha ley trajo la posibilidad de anular 
el laudo cuando éste fuese contrario al orden público, concepto que habría de 
ser interpretado a tenor y a la luz de los valores, principios y normas de nuestra 
CoDJtitución, se llega a la conclusión de la absoluta adecuación de la Ley de Ar­
bitraje de 1988 con la norma nonnannn del ordenamiento jurídico españoL 

Fue objeto de aitica doctrinal, hoy supenda ampliamente, el que fuera posible 
superponer la autodetmninación ele las partes interesadas ante el poder jurisdíc­
cicmal de los órganos del Estado. Se hablaba de ituis dictio convencional, como 
manifeltación procesal de Ja autonomia de la vohmtad, porque la fuerza que se le 
atribuia a la institución emanaba de la suprema manifestación del poder de dispo­
sición de las partes para dictarse la solución a un conflicto planteado, al que se le 
denomina Jaudo. Se habla de po~stas del árbitro frente al imperíum jurisdiccional. 

Y seahoDda en el hecho de que el arbitraje no suponía sin más el sustituir a los 
órganos del Estado, o a las decisiones emanatlas de esos órganos, por el juicio de un 
tercero o terceros que, sin ser jueces en sentido técnico, vinculan a las partes con 
Ja soluci6n que daban a una determinada controversia -unos contratantes que 
previamente se habían sometido de mutuo acuerdo al arbitraje-; y, sorprenden­
temente, fueron justamente los órganos judiciales del Estado quienes acogieron 
el arbitraje ototpndo plena efectividad a las decisiones arbitrales. Por otro lado, 
se deáa, y desde un punto ele vista objetivo, que no todo el derecho podía ser sus­
ceptible de comprom:eterse dentro del arbitraje, por,lo que, comprensiblemente, 
ezjstfap materias, ya tratadas, que se escapaban a la iuris dictio convencional. 

Se dadía a toclas las anteriores razones que el especial atractivo del arbitraje 
reside en la simplicidad de su procedimiento frente a la naturaleza de riguroso for-
matismo que imptegna los procesos judiciales. . 
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Y el laudo arbitral estaba, y está, dotado del efecto trascendental de ser titulo de 
ejecución. Tal ejecutabilidad equipara el laudo a la sentencia judicial, en cuanto que 
se trata de realizar lo resuelto por el árbitro, pero la ejecutoliedad de lo juzgado, 
ante el incumplimiento del Jaudo por )a parte wncida, es función indediDable de 
la jurisdicci6n estatal Se deáa que la existencia de importantes rasgos diferenciales 
entre jurisdicción estatal y arbitraje no supone que sean instituciones antagónicas, 
sino que, por el contrario, el arbitraje sirve al Poder judicial porque releva al juez 
del Estado de entrar en determinadas controversias que las panes, libremente, 
pueden resolver por arbitraje. Ahora bien, asi como el arbitraje puede sustituir al 
juez en algunas contiendas de materias disponibles, no se hace, sin embargo, eficaz 
por sí mismo, si no encuentra el apoyo de la potestad jurisdiccional del E.mdo. 

Y se hablaba de la complementariedad, que aún hoy se destaca, entre la insti­
tución arbitral y el poder jurisdiccional. La c:omplementariedad se manifiesta en 
tres ámbitos diferentes en esta etapa, a saber, e11 el hecho de que si las partes no se 
hubieren puesto de acuerdo en la designación de los árbitros, a instancia de cual­
quiera de los interesados, podía resolverse mediante la formalización judicial del 
arbitraje; en los cuos tasados de anulaci6n del laudo instado por la parte que 
considerase que la senteDcia arbitral se hubiere dictado sobre un convenio arbi­
tral nulo o que no se hubieren seguido las formalidades y principios establecidos 
para el desarrollo del arbitraje, o que el laudo fuere dictado fuera de plazo o que 
hubiere recaído sobre los puntos no sometidos a discusión o incomprometibles, 
o que simplemente fuere contrario al orden público, recurso· de anulación res­
tringido al poder judicial; y, en lo más importante, en el aseguramiento de la 
pleáa efectividad del laudo una vez que fuera firme, y.t que los árbitros carecen 
de fuerza ejecutiva o coac:tiva propia de la jurisdicción y el juez. 

Y todo Jo anterior en pleu CXliiiOD&DCia coa el apartado primero del articulo Z4 
de la Coastitución que l'eCODOa! el derecho de todas las penooas ca obtwmer la tutrJa 
efecdva de los jueces y ttibullales en ejerdcio de sus derechos e inta slegitimc:P; 
y en el apartado lllgiiDdo del prcupto, el cual establee:. el dencho ca un proceso pú­
blico sin dilacioJies.iadebidas». Polque no faltuon, en su ipoc:a, quienes ·abogaban 
que el atbittaje ohstatutizaba el dend10 a la tull!la jadil::ill·del at1ÍCUIO l4 de la Carta 
Mapa; si bien, antes contrario, podemos mnstatar que la vla e:r.trajudidal del arbi­
traje ~ uua man.ifatación del refaic:k> deudlo Euadamental, impJicita en 
su~, el de poder ea:oger -dentro de Jo po~it le Ja via de ••dt ·&u decootto­
venias más COIM!Dieate entre )as putes.IU 
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Con todo, cierto sector doctrinal sostenía que esta constituía una jurisdicción 
especial; posibilidad que viene prohibida en virtud del artículo 117.3 de la Cons­
titucióJl..ILl 

En la propia exposición de motivos de la ley de 5 diciembre 1988 se declara 
que «el arbitraje no implica una renuncia a la tutela judicial, lo que se pone de 
relieve en el solo hecho del sistema de impugnación del laudo». 1"' 

De hecho, en algunos países, la conveniencia o no de dar contenido constitu­
cional al arbitraje originó importantes debates con el sólo intento de conciliar 
las concepciones extremadamente jurisdiccionalistas con el arbitraje como juris­
dicción convencional. Situación a la que no se llegó en España, al elaborarse el 
texto de la Carta Magna, al reconocer la libertad individual como un prius lógico 
en cuanto que valor superior del ordenamiento (art. 1.1 CE) que antecede a cual­
quier formalización procesal de la justicia y en la medida en que el derecho a la 
tutela judicial efectiva, reconocido en el artículo 24.1 de la CE, no es un derecho 
de libertad, ejercitable sin más y directamente a partir de la Constitución, sino 
un derecho con sujeción a su concreta ordenación legal.185 

Se llega a la conclusión, en dicha jurisprudencia, que el arbitraje no pugna, 
sino que, por el contrario, es conforme a la Constitución, y ésta, a su vez, posibi­
lita el arbitraje a través del derecho fundamental, cual es la libertad (arts. 1, 9.2 
y 17 CE). 

No hemos de olvidar, además, las críticas, hoy también ampliamente supera­
das, sobre la discusión referente a que el arbitraje era un modelo de reserva de 
jurisdicción, prohibida por el articulo 117 de la CE en relación con el articulo 24. 
Se decía que la reserva de jurisdicción excluye a los particulares a ostentar potes­
tades jurisdiccionales. Y ciertamente es así, lo cual no impide la existencia de la 

a ot.Der la tutela judicial efectiva en el ejercicio de sus derechos e interfteS legítimos, se limitan a 
ponerse de acuerdo para utilizar una via alternativa al proceso estatal, lo que es el reflejo de la libertad 
que, como valor superior de nuestro ordenamiento juridico aparece consagrada en el articulo 13 de 
la Colutituci6n. En este sentido se pronuncia la STS de 9 de octubre de 1989 (RJ 1989, 6899) que 
dice: «EE dereclbo tle todo~ a obtener la tutela jadicial efectiva de los Jueces y Tribunales en 
el ejercicio ele sus 4erecb.o5 e intereses legitimas, no impide la igualmente facubd constitucional de 
opar para dicha tutela por el cauce extrajudicial del arbitraje». 
113 Téngase en cuenta que el propio Tribunal Constitucional ha reconocido que «tanto el laudo 
arbitral ~o }a sentencia judicial son decisiones reflexivas de jurisconsultos o jurisprudentes so­
bre UD coDlticto de inteftseS, cuya vocación es la justicia y cuya función consiste en garantizar la 
paz soc:iaP (Aau> del Tribunal Constitucional de 20 de junio de 199l). 
1&4 Pese a tllo, no deben ignorme los recelos de un sector del poder judicial frente a un sistema que, 
CIDJDO el del arbitn;e, cobra cada vu más raigambre para resoJwr litigios en el mundo de los negocios. 
liS ·Cfr. STC 99/1985, S0/1990, 149/1995 y 176/1996, por todas. 
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instituc::ión arbitral, ya que el árbitro no despliega en su función un mandato ju­
risdiccional sino que el laudo dictado por él produce un efecto de equivalencia 
jurisdiccional, tal como lo tiene declarado el Tribunal Constitucional (src 43/1988, 
62/1991, entre otras). Es decir, el árbitro no forma pane institudoDal cW Eado ni 
el arbitraje es en sí mismo una función u 6tgano de los poda es del Escado. 

El proceso arbitral es, desde la Ley 36/88, de S de diciemhte, un proceso es­
pecial ajeDo a Ja jurisdicción or~ cuyo efecto de equivalencia jurisdiccional 
sólo puede producirse cuando las partes intervinientes en el mismo: a) se sometan 
libre y voluntariamente al conwnio arbitral; b) que el objeto de la controversia 
sea arbitrable;"' y e) que el arbitrlje se tramite bajo las garantlas de igualdad de 
partes, audiencia, contradicción y prueba. El cumplimiento de estas condiáones 
determina el efecto de equivalencia jurisdiccional, que hace que no sólo el laudo 
produzca efectos idénticos a la cosa juzgada, sino que, al ser el arbitraje un proceso 
especial diferenciado de la jurisdicción estatal, los órganos judiciales de esta última 
incurren en es:traJimitación juri.sdia:ioaal si, maa 'Wi'Z dictado un Jaudo, realizan 
cualquier tipo de conocimiento sobre el fondo de la conttoveuia ya resuelta en 
el arbitraje. O dicho de otra manera, la decisión arbitral no puede ser controlada 
judic:iaJmente por errores de derecho o hecho, sino sólo por razoDeS eminsec:as 
propias y tasadas de anulación y a traW5 del esped.fico recurso de anulación a que 
se refiere el artículo 41 de la LA de 2003. 

4.3.2. El cambio de paradigma: el damantdamicnto jurisprudenc:ial dd «Carác­
ter nacionalist» de la institución arbicral en España. La apertura de España 
al arbitraje internacional a uaW$ de su jurisprudencia 

El largo periodo que va entre ambas leyes, esto es, desde 1953 a 1988, estuVO mar­
cado por la necesidad de contar con una Dueft Ley de Arbitraje que adecuase 
nuestro onlenamiento arbitral a su contato socioecoD6mico.117 Muchos fueron 
los anteproyectos manejados por la Comiálm General de Codificad6tl, sin que 
ninguno de ellos obtuviera el necesario acuerdo del Comejo de Ministros remi­
tiendo a las Cortes el proyecto de ley conespond.iente. 

186 GA.WAJ.l.DA, S., Bl ~·.,.__ .W atimljf, 1991: 57•59. 
111 Cfr. M8DIIIA, }.M.C. y MllaWf, J.f.M, n..to •,... ,_.. ÍfdmiO • iNiuw.-... 3• 
ed.: 148. 
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La necesidad de cambiar de modelo legislativo arbitral se mostraba urgente con 
la entrada en vigor de la nueva Constitución española de 1978, que establecía un 
nuevo modelo de libertad individual, basta entonces desconocido en nuestro país. 

Asimismo, y como efecto precisamente de la Constitución de 1978, el Estado 
español ratificó, como hemos tenido ocasión de tratar en el punto anterior, a 
finales de los años setenta, el Convenio de Nueva York, sobre ejecución de lau­
dos extranjeros en España, circunstancia positiva que coincidía casi en el tiempo 
con el cambio de régimen político y el consiguiente desarrollo legislativo de la 
Carta Magna. 

Siguiendo a Medina y Merchán, 118 podemos denominar esta fase como de 
desmantelamiento de la anterior línea jurisprudencia! y de progresivo asenta­
miento de la Convención de Nueva York. El Tribunal Supremo, en la nueva 
perspectiva, rechaza las alegaciones casi rituales sobre rebeldía, la falta de poder, 
orden público, ley aplicable, etc., que eran ya clásicas y semiautomáticas en el 
derecho de exequátur anterior al Auto del Tribunal Supremo de 11 de febrero 
de 1981. 

El Auto de 11 de febrero de 1981 de la Sala Primera del Tribunal Supremo, al 
que han seguido otros Autos sobre reconocimiento y ejecución de laudos extran­
jeros, tuvo el mérito de aplicar, por primera vez, la Convención de Nueva York, 
marcando las pautas de una correcta aplicación de este régimen convencional, 
empezando así a situar al arbitraje internacional en sus propios confines. 

Tkitamente, se reconoce el sistema dual de fuentes, esto es, la Ley de Arbitraje 
Privado (LAP) de 1953 en el plano doméstico, y el derecho de las convenciones en 
el plano internacional, al impedir que la LAP, rectora de los arbitrajes en el plano 
interno, se ejelciela fuera del ámbito de aplicación que le era propio. Ningún prin­
cipio ni contenido de esta ley, ni de otras cualesquiera, puede prevalecer sobre el 
ordenamiento internacional. 

El Auto de 1981 significó, entre otras cosas, la admisión de principios tales 
como·la interpretación restrictiva del orden público, la autonomía de la volun­
tad en la decisión del derecho aplicable al procedimiento, la validez y eficacia de 
la cláusula compromisoria inserta en el contrato principal (al menos como pre­
supuesto de validez y eficacia del laudo arbitral), el reconocimiento del arbitraje 

institucionalizado, etc. 189 

IN M!D1MA. J.M.C. y M.EaaiAN, J.F.M, TnJ/41lD dt a,.¡,itrajt prillddo illlm!D t i11tuftGcionol, 3" ed.: 
86~100, 148-149 pD&im. 
189 SI.IA1t, LM.,Jvrisp~ •mrnú ~ STS 1981-1991, 1992: 27-37, 143-172, 201-204, 
243-249,261-164,367·371,383-404,425-427,433,505-534. 
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A entender de la doctrina, 190 todo ello alentaba, no sólo la separación real 
de las regulaciones sobre arbitraje, en sus aspectos interno-internacional, sino 
la confrontación entre el obsoleto derecho interno espaiíol de 19Sl y de otro, 
el internacional, muy distinto en su evolución por las legislaciones de nuestro 
entomo.191 

Resultaba cada vez más necesario situar en el mismo plano la Ley de Arbi­
trajes Privados española de 1953 con el derecho positivo de las convenciones 
internacionales en materia de arbitraje, y fue con la ley de 1988 cuando la inter­
nacionalización del arbitraje tomó definitivamente carta de naturaleza. a la vez 
que solventó gran parte de las lagunas de la antigua ley, pero no todas, como 
analizaremos. La situación de duplicidad de normativa para el 'milito interno y 
externo era realmente insostenible. A partir de ahi se inicia en nuestro país una 
etapa de progresivo desmantelamiento de un régimen de arbitraje internacional 
aliado de un régimen e:r.clusivamente aplicable al arbitraje interno propiciado 
por la linea del Alto Tribunal marcada tras 1981. 

La c:aracterística fundamental de esta etapa en la evolución vino marcada, co­
mo decimos, por la admisión en nuestro derecho de una concepción dualista real 
del arbitraje. Es decir, el otorgamiento de cana de naturaleza al arbitraje privado 
internacional como sistema derogatorio del derecho interno o común, en función 
de la especifica naturaleza de este último. 

Pero lo realmente importante fue el papel adoptado por la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo, SaJa Primera, que desde mediados de la década de los 
setenta empezó a dar un giro copernicano a la hora de interpretar el ccarácter 
nacionalista» de la iustituó6n arbitral en &pafia. Asi, enue otros, mara un hito 
el consabido Auto de 8 de octubre de 1981, que tomando como referencia otro 
de 11 de febrero de 1981, procede a otorgar el «aeqUátur que se postuló, dando 
cumplimiento a la Sentencia de 8 de junio de 1978 dictada ea Londres por la Junta 
Arbitral de la Federación del Comercio del Gafi».. 

A partir de estas decisiones se produce un desmantelamiento de la anterior 
linea jurisprudeDC:ial y un progresivo asentamieato de la Con~ de Nueva 
York. El Tribunal Supremo, en la nueva peiSpa:tiva, rechazaba las alegaciones 
casi rituales sobre rebeldía, 1a falta de poder, orden público, ley aplicable, etc., 
que eran ya clásicas en el derecho de exequátur uterior al del TribuDal Supremo 

190 Véue MJIDIIIIA,j.M..C. y MaaiAN,j.F.M, T,.,..8..mtrajt ,_,......,.' ~ 3-
ed.: 86-100, 141-l.of9(deredle imemo). 
191 EnuJW ~ 8rfdto .-o tle or6ilna~ 1 Coa¡reso de Daec:bo V *O de A!bitnje,1988: 10.21. 
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de 11 de febrero de 1981. Todo ello alentaba aún más la confrontación entre los 
dos sistemas jurídicos imperantes. 

A la par, la evolución del derecho de arbitraje en países de nuestro más inme­
diato entorno, contnstaba de manera vergonzosa con nuestra situación, por lo 
que fue una exigencia comenzar la reforma de la LAP de 1953 para resituarla en el 
contexto del derecho de arbitraje internacional, mucho más avanzado; algo que 
se llevó a cabo, finalmente, por la ley de 1988. 

La Ley de Arbitraje de 1988, aún a costa de no tratar materias como la impor­
tantísima sobre la ejecución de sentencias arbitrales, supuso un gran paso en la 
consolidación de la tendencia iniciada por el Auto de 8 de octubre de 1981, que 
admitió sin reparos la ejecución de un laudo «extranjero», tendencia continuada 
por la Ley 36/1988 y llevada hasta sus últimas consecuencias en la Ley 60/2003 
(art. 46), como tendremos ocasión de examinar posteriormente. 

Quedaban todavía, no obstante, zonas oscuras y lagunas no colmadas, como 
para hablar de un arbitraje internacional autónomo y derogatorio del aplicado 
por el derecho común, un arbitraje internacional autónomo que sólo la promul­
gación de una ley nacional de arbitraje podria traer .19z 

4.4. Tercera etapa: la existencia de un arbitraje netamente internacional diferen­
ciado del interno o doméstico; España como ordenamiento juridico dualista. 

La Ley de Arbitraje de 1988 

4.4.1. Antecedentes legislativos de la ley de 1988 

La Ley 36/1988, de S de diciembre, si bien trataba de corregir las deficiencias de 
la ley de 1953, propició una visión de naturaleza mixta del arbitraje, tanto con­
tractualista como jurisdiccionalista, e incurría en otros tantos aspectos negativos, 
que rápidamente la hicieron objeto de critica ~r doctrina y jurisprudencia. m 

192 IR1Co I>l! 1...um1;oto y Ua.QUtJO, <~Arbitraje única via posible a la desjudicialización de los juz­
gados y tribunales nscos. La propuesta del Centro Vasco del arbitraje dependiente del Circulo 
Vaco de Arbitraje (proyecto de Ley 1988)• y MOWIO CATEHA, VlcTOJ., «Análisis aitico del pro­
JeelO de LA 1988)•, ambos en Estwfios ú úndto IWCII de an,¡frrljt, 1 Congreso de Derecho Vasco 
de Albitraje, 1988:30-47 y 191-201, respect:ivmlente. 
193 Cfr . .Mm!MA,J.M.C. y Maa.othi,J.F.M, Trutado ú arVifrrlje prilllldo ilttmul e~. 3• 

ed.: lOSl y 1054. 
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La reforma de la ley de 1953 había sido reivindicaci6n unánime de la doctrina 
desde casi su promulgación/94 con la nula actividad de los poderes públicos como 
respuesta, que se indinaron por una potitic:a convencional en el tratamiento 
del arl>itnje internacional, esto es, de mera incorporación de la Conwnci6n de 
Ginebra y la de Nueva York a la ley de 1953, postergando el proceso de reforma 
interno tan necesario. 

La Ley 42/1974, de 28 de noviembre, de Bases Orgánicas de la justicia, babia 
reconocido el arbitraje, por lo que cabia esperar un tratamiento uniforme y ac­
tnalizac)o en nuestra ley adjetiva y en el derecho sustantivo. 

La Comisión General de Ü>dificación bahía elaborado en 1975 un estadio so­
bre una ley de arbitraje comercial, cuyo resulado fue un antepro~ en el que 
dedicaba un capítulo entero al arbitraje internacional. Las lineas generales de este 

anteproJ'!Cfn eran las siguientes: regulación del arbitraje comercial internacional 
en función de la reserva que nuestro pafs babia formulado en el instrumento de 
ratificación del Protocolo de Ginebra de 1923; reconocimiento del arbitraje ins­
titucionalizado a t:ra'fts de un organismo permanente; n'giJnm especial para el 
reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales extranjeros como derecho especial 
respecto de los artículos 951 y siguientes de la LEC. 

El anteproyecto de ley sobre arbitraje privado no pasó de ahi. 
Habiéndose dejado atrás la vfa de la reforma global de la Ley de Arbitraje Pri­

vado de 1953, se pasa después a la reforma parcial de la misma, concretamente 
en los aspectos relacionados con el arbitraje internacional. A ello contribuyó una 
proposición de ley del Grupo Popular durante la primera legislatura. Además, 
un Real Decreto, de 22 de mayo de 1981, habilitaba a las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Navegación para crear el oportuno servido en relación 
con aquellos acuerdos o compromisos de arbitraje concertados entre personas 
fisicas o jurid.ic:es que contasen con residencia habitual, domicilio o sede social 
en difermtes Estados. Fl Consejo Superior de Cámaras, haciendo uso de esta 
autorización genérica, creó la Corte Espaftola de Arbitraje con la VOCid6n de 
administrar arbitaajes internacionales. 

Finalmente, elrl de dic:.iembre de 1987, el Gobierno envia a las Cortes el Pro­
~ de Ley de Arbitraje que, tras los trámites preceptivos, fue aprobada; el texto 
legal definitivo se publicó eD el BOE de 1 de diciembre de 1988, número 293. 
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4.4.2. España se abre al arbitraje internacional; existencia ele un arbitraje neta­
mente internacional diferenciado dd interno o doméstico 

La nueva Ley de Arbitraje se hada eco,'9S ya desde la exposición de motivos, de 
la necesidad de sustituir la ley de 1953, algo reclamado tan ansiadamente. Tras 
reconocer el «innegable avance» que supuso la LAP de 1953, le reprocha a conti­
nuación el «no servir para solucionar, mediante instrumentos de composición 
arbitral, las controversias que surgen en el tráfico mercantil, y menos aún las que 
surgen en el tráfico mercantil internacional•. 

La Ley de Arbitraje, de 5 de diciembre de 1988, puso punto final a una situa­
ción marcada por la vigencia de la Ley de Arbitraje Privado de 1953, al regular 
por primera vez, en un texto legislativo, el arbitraje internacional. 

El contenido de la nueva ley se estructuraba en diez títulos. 196 Los ocho pri­
meros conformaban el derecho común del arbitraje, válido tanto para arbitrajes 
internos como internacionales. El título IX y el título x reflejaban la especialidad 
del arbitraje internacional: en el primer caso, respecto del reconocimiento y la 
ejecución de laudos extranjeros; en el segundo, con normas de derecho interna­
cional privado de apJicación por los árbitros en un arbitraje disciplinado por la 
nueva ley. 

En orden al ámbito intertemporal, se está ante una retroactividad de la ley de 
segundo grado, y establece su disposición transitoria que, salvo en los casos en 
que el procedimiento arbitral se hubiese iniciado ya, los arbitrajes cuyo conve­
nio arbitral se hubiere celebrado antes de la entrada en vigor de esta ley se rigen 
por las disposiciones contenidas en la misma. 

La nueva ley tiene, dicho en otras palabras, efecto retroactivo de segundo 
grado: obra hacia atrás -irretroactividad- para las cláusulas y convenios que se 
hubiesen celebrado antes de la entrada en vigor de la ley, pero sin que se haya 
iniciado el procedimiento arbitral. 

Y respecto -al ámbito de aplicación territorial197 de la Ley 36/1988 es, confor­
me a lo expuesto, todo el territorio nacional. Ninguna especialidad foral puede 
contradecir ni derogar sus preceptos: se trata de una ley de general aplicación en 
todas las autonomías del Estado. 

19S Cfr. MIDINA,J.M.C. y .MnafAN,J.F.M, Trur.do u Grfrifnljf priwulo in1mto t inlml«iooiGl, 3" 
ed.: 1055. 
196 CaNIIfll&:j¡¡ bmtda w, u llriitrajr, 1990: 15-43 (disposiciones generales, ley de 1988), 75-112 (ár­
bitrus),1U-151(proc::ecBmienlo),lS9-194(1audo),309-329(normasdtdem:boúrtl:macioollprivado). 
191 lbid.: 160. 
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Se reconocía el principio de autonomia de la voluntad en la elección del de­
recho aplicable, tanto al procedimiento como al fondo; y se exigia, conforme al 
artículo 10.5 del Código Civil, algún grado de conui6n entre la ley aplicable y 
la controversia objeto de arbitraje, ca fin de eviw que por la vía del arbitraje 
se produzca lo que se ha dado en llamar la fuga del derecho de determinadas 
relaciones jurídicas internacionales» .191 

Asi, la nueva Ley de Arbitraje suponia un notable avance respecto del sistema 
anterior."' Se hacia eco, al menos, del deseo de situar nuestro ordenamiento 
jurídico en la onda de las corrientes internacionales del derecho y la práctica del 
arbitraje, introduciendo los logros de los plÚSeS más adelantados en la regulación 
del arbitraje y colocándolo en el marco de los iDstrumentos del derecho inter­
nacional de mayor pfOJt!Cclón. 

Introdujo avances, oomo la wi6cadón. de dáusula mmpiODUioria y compro­
miso oomo mcxlafidades del CODVeDio arbitral, en S\IS electos y, en buena parte, 
en su contenido; el reconocimiento, por fin, del arbitraje iDstituc:ioDali, sin 
el que es dificilmente concebible hoy en día el arbitraje internacional, e incluso el 
arbitraje a secas; la reducción de los controles e interWnc:iones de los tribunaJes 
estataJes favoreciendo la autonomia y autosuficiencia del arbitraje; la eliminación 
de la revisión de fondo, suprimiendo el bochornoso recurso de casación para los 
arbitrajes de derecho, la atribución de eficacia directa al convenio en su vertiente 
procesal y sustantiva; el establecimiento de un régimen autónomo de ejecución de 
laudos, abandonando de manera definitiva el sismna de analngia y Jos ftgÚDeDeS 

de reciprocidad y el supletorio de la Ley de Enjuidamialto Civil; la posibilidad de 
obtener un esped.6co proceso de arbitraje, etc. 

Se deimdía que e(a necesaria una buena ley para lograr la apansión de la 
técnica arbitral en naestro pais, pero al propio tiempo no se debia olvidar que, 
además, hada falta conciencia, instituciones y árbitros. 

191 MlioDIA, J.M.C. y Mlaai.Vf, JF .M, T .... • arWINjr ,a.1o Wrnlo 1 ur'JICICioMI. 1• ed., 
1991: 4l-4S, 80-100 (derecho interno), 412-414, 451-461 (dencbo iDtemacioDal). 
199 PI& Bww.oo JaQl8ós. c.M., El ~w ~1M,...,....,......, MlmiiÍIIII­
ciM ., ,..... (El Msidi•i,.. Úl MIIPICia. Bl ~.Lo .... .mn. Lo crhrid:.tl, 1991: 
ll-l9, Sl-~, 71-74,77-12,91-93. 



4.4.3. FJ nuevo régimen dualista internacional que instaura la Ley 36/1988, de 
Arbitraje 

Los rasgos más sobresalientes* del nuevo régimen internacional, que se instau­
ran con la LA de 1988 pueden esbozarse como sigue: 

Queda establecido un régimen dual de regulaciones de arbitraje: uno para el 
derecho interno o doméstico y otro para el arbitraje internacional. El primero, 
núcleo duro del derecho común. El segundo se configura como un régimen espe­
cial respecto del ordenamiento común. El arbitraje internacional comprende el 
reconocimiento y ejecución de laudos extranjeros y la determinación del dere­
cho aplicabJe a cada uno de los componentes de la operación arbitral cuando 
COnaB'I'en elementos de extranjerla. La singularidad del derecho internacional 
del arbitraje, en lo que concierne al reconocimiento y ejecución de laudos prove­
nientes-del extranjero, radicaba en el establecimiento de un régimen de derecho 
común, subsidiario del régimen convencional. Y en lo que respecta a las normas 
de derecho internacional privado especial, para el arbitraje internacional con 
elementos de attanjeria, la ley' utiliza la técnica conflictualista, mediante cone­
xiones para cada vno de los elementos de la relación arbitral, que remiten a leyes 
nacionales.. Por su parte, el principio de autonomia de la voluntad es reconocido, 
aunque con limitaciones, en la organización del procedimiento y como conexión 
principal para la determinación del derecho aplicable al convenio y al fondo. 

El sistema di~efi-Jo~Dl por la Ley de Arbitraje para el arbitraje internacional 
suponía el reconocimiento de un régimen dualista, esto es, regulación especial 
para el arbitraje con elemeJrtos de emanjeria. Pero esta especialidad no traspa­
saba el mero esquema conflictual y consisda en algunás normas diferentes del 
dendo conflictual común, contenidas en el título preliminar del Código Civil, 
y que afectaban la capacidad de Jas partes para otorgar el convenio arbitral (art. 
60}, la validez y eficacia del convenio (art. 61>- y el derecho aplicable al fondo 
por los úbitros (att. 62). En lo demás, se estaría a lo que determinara el régimen 
común (art. 63).• 

100 MIDIN4,J.M.C. y MaaWv,J.F.M, TNtiiÜ ¿, ritnrjc ~ illlm!O' ~. 3" ed.: 
lOSSya. 
•• e&. iWd.: tosa. 
l92 . -baao CAMfos. F., Bl MtUNjt(tl G~~MJtiD orllifnll y la CUSCIS hltflliiW .,,_.mio úy a 
5 ........... 1991:47-63. 
l03 Blala:Mr&~ IL, C..W••*• kl9 41 crfnmajt, 1991; mmeuta la 1eJ ele 1988 
G1kalo por artkWo c:ompariDdola con las leyes mteriores. 
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Respecto al reconocimiento del arbitraje intemacional, como factor de coo­
peración y coordmación entre ordenamientos, se establecían normas -en defecto 
de tratados- para la ejecución en Espafta de laudos arbitrales extranjeros (titulo 
IX). Estas normas eran a w vez específicas del arbitraje, aunque se nevaran a cabo 
mediante los trámites estableádos en la Jegi+ci6n prooesel civil para las sen~ 
tendas dictadas por tribunales emanjeros (an. SS).* 

Se le critica el no constituir realmente un ~~ propio del arbitraje inter~ 
nacional; la escasa justificación de la existencia de un Rgimen de reconocimiento 
y de ejecuc:i6n de Jaudos extranjeros, subsidiario del régimen convencional; la falta 
de proyección intemacional en el sistema del arbitnje con elementos de eittanje.. 
ria, o extranjero, y, sobre todo, el tratamiento de las coneúones establecidas, y a su 
alc:aDce efectivo. Por todo ello, existían legitimas dudas acerca de la operatividad 
general del simma que iDitauró la u. de 1988, f!ll comparaci(m coa leyes uacioDales 
de países de nuestro entorno, reglamentos de centros y organismos internacio-­
nales y de la jurisprudencia eztrmjera, imperantes ya incluso en dicha época. 

En la confipnci.6n del arbitraje intemacional, la ley regula el arbitraje simple­
mente extranjero, a través de su más fuetw manifestación -el laudo-, junto al 
arbitraje internacional o, se dice, el arbitraje coa elententm de a:tranjeria. para 
el que se dictan normas especiales de derecho intemaáonal privado, por lo que el 
paso dado por nuestro ordenamiento fue corto y f!ll ocasiones emdo, cuando no 
inoportuno, o simplemente innecesario. 

EnCUBDtO al adritrajea.uaajero, el titulo JXse dedica a la ejecución en'Espafaa de 
laudos arbitrales Gtranjes"os. Se aplicaria conforme a los tratados internacionales 
que formaban parte del ordenamiento interno y, en su defecto, de acuerdo con las 
normas de la pmeente ley {an. 56.1 ).• EJ'istí•n, pues, dos regimeBes de ejecuc:ión 
de laudos atlanjaos..- principal, el rigi1111en c.onWDCional en base a tntados bi­
laterales o multihltrnles ea vigor y, fundanwzualnhelrte, la Convención de Nueva 
York de 1958; y JUbsidiario, el sistema de la ley nac:ioul, que se configuraba a la 
wz como~ de los laudos (sin remisión a la aaalogía con la sentencia judi~ 
cial) y único (se eliminan los regimenes de reciprocidad y supletorio de la LiC).1111 

Z04 WlcANAVMUTE,A.M.,~u14le.7*~Qiftfo; wls:.ios,7jarispn lmcio, 1991. 
105 MuRoz Sdl.rt, L., ÚIAJdn'MS M Mmlto ~ CGPJ, Arbitraje, medildóa, COIIotilútc:i6D, 
1995: 195--111,115-Z-44 (proc:edimieato arbitnl, ... del CmaeD Olivo S'adla) 
206 ()twaz••AL$41 • Gnw•f'M'\ Luj«wiM•.-...•6ioolls,1996: l7-64,65-ó1,Sl-99, 
112·119, ll5-17l,18l~J01,~21L 
7111 1.aacf. NAYMUI'Io A.M. 'SlwiLo EstAGMAM, J., Dmdto • ilrtimtje dpllllol, 1994:_29-SJ, 
131-152, 155-tsl. 
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El criterio para la caJificación de la extranjería del laudo era simple: era laudo 
extranjero el que se pronunciaba en el enranjero.8 1mportaban poco otros crite­
rios, y menos el de la ley de procedimiento aplicado. La delimitación geográfica era 
suficiente para atribuir a un laudo el carácter de extranjero o doméstico. Un crite­
rio simplista, innecesario e insuficiente. 

Era innecesario, por cuanto el criterio geográfico o territorial coincide exac­
tamente con el aiterio de la Convención de Nueva York (art. 1.1)/109 a la vez 
que era innecesario el titulo IX de la ley, que, por dicho mismo motivo, quedaba 
inaplicado. Y era insufkiente por cuanto el legislador espmol perdió una opor­
twlidad única para completar y desarrollar la Convención de Nueva York que 
babia ratificado y sobre dos cuestiones muy importantes, el completar la laguna 
de su articulado sobre el efecto procesal del convenio arbitral, y respecto a la 
calificación de una sentencia arbitral como no doméstica, para incluirla en su 
únbito·de aplicación, explicitando el criterio alternativo del articulo 1.3, por­
que la LA de 1988 no mencionaba ningún criterio subsidiario de calificación y 
agotaba, desde el punto de vista legislativo, el contenido del artículo 1 del Con­
venio* Nueva York. Frente al juez español sólo serán considerados laudos 
extranjeros los dictados fuera del territorio español110 

Ante el silencio del legislador en cuanto a la formación de un criterio subsi­
diario de extranjería del laudo, sólo cabrían tres posturas que se desarrollan por 
la doctrina:-'11 

1. Sólo los laudos dic:tacb fuera de F.spai\a son extranjeros o no doméstioos, con 
la aplicación de la ley a los arbitrajes y laudos dictados en F.spma, ejecután­
dose éstos, pues, siempre a>mo sentencias internas (salvando la especialidad 

del titulo IX de la ley), amsiderando que los laudos dictados en Espa6a sin 

D ·ColnóH .MouNo, F., Bl ~ t1td MrrdtD apdo~: Ílllmlll t Íllálwa-.1. 1995: 35-45,71-148. 
209 El hecho 1M• pot las ruoaes que 1\JereQ, Eapda no ejerciera en el momento de ratific:aci6n 
DÍJJC'UI& de las niMI'YU -las llamadas de reciprocidad y comercial- ofrecidas por el tratado, hace 
aplicable la Conwudim de Nueva York a todos aquellos Jaudos que se dictan fuera de nuestras 
tioot.ertiS, p!'OftDpa e 110 de a pais parte en él Conftllio. Ea estu c:ondicioDes resulta dificil 
Ja lplindóu ,déJ cllndto D1ICioDil • )a ejecución. de Jaudos e:áJ'IDjeros, habida cueDia ele que 
dific:íbDena llri wasideaado como uús favorable, según tiene establecido él articulo VU de la 
Coll'ftDCióll ele NUI!ft York, 6Dico supuesto en que el derecho DaCional primaria sobre el COD'Ien· 

cioDal por apresa a11t01 izaci6D de áte, y a elec:dóo del solic:itmbe del exequátur. 
210 Coa ello a eapa la opoltUidld de dar cumplida solución legislativa a un importante pro­
Wema ftlativo.a la me id nd6D como Jaudo ao dom&rim, a los efKtos de aplic:ló6n del CoawDio, 
11 dkado dea.tro delustkuiio espdOI y que ao puede.rCIOUidendo como d ahric~» 
111 ,e&. MioMA, J.M.C. y MacHAN, J.F.M, TNfllllo. GliliiNjr priullcfo &dmle t ~ l" ed.: 
1051. 
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sujeción a esta ley, sólo tendrán la e6cada que la propia ley les asigna (art. 3). 
Esta primera postura se apoyaba en UDa interpmación esaic:ta de la ley, con 
reminjscencjas de la de 1953, lo que en nada favorecla a la apertura de nues­
tro país ante Jas relaciones intemacionales de comercio de nuestro alrededor. 

2. Considerar que, por el juego combinado de otras~. y c:onaeta­
mente la de Ginebra de 1961, intelpretada como complementaria de la de 
Nueva York por la jurisprudencia, es posible extender el ámbito de aplia­
ción de aquélla, para cubrir los laudos dictados en Espda entre personas de 
nacionalidad o residencia diferente, en operaciones de comercio Íll1EI'D8CÍO­

nal y resto de árcunstmcias con elementos de auanjeria. Lo criticable de 
esta postura. es que no se podria ir más allá de lo estaNecido por el propio 
Con'Ymio europeo de Ginebra, resp«to de su lmbito de apücación. 

3. Considerar, finalmente, que el legislador espaaolno babia agotado la posi­
bilidad de que nuestro derecho considere como no doméstials los laudos 
dictados en Espafta y que se elevaran a criterios relevantes de internacio­
nalidad. Esta concepción se basaba en una esperanza real de la doca iDa en 
los poderes judiciales y su labor en la apertura del arbitraje intenulcional 
puro en nuestro pafs, algo que, por otro lado, y.a hicieran en la etapa a la 
que nos hemos ¡efe¡jdo sobre desmantelam¡entn de nuestra autarquía car­
bitr&P en la década de los ochenta¡ fue este poder jucticial el motor de la 
evolución positiva de la instituc:i6n, en su vertiente internacional. en los 
paises m.á& punteros en la materia, de nuestro entorno. 

Añadidamente, el ordenamiento nacioDal era insuficiente, además, porque, 
eStablecida en conv-enios bilatera1es o multilaterales de tipo general, la ley no 
contiene precepto que regule de manera alpna la ayuda o intervmd6n de los 
tribunales en ua arbitraje en cuno. 

Si la vieja Ley de Arbitraje Privado de 1953 mereda una aitica un:lnime111 

que lamentaba su total desconocimiento del arbitraje internacional, 111 el arbitraje 

111 Oaet.llliS, A.. P4IIIOf1ÚIIiQa .......,. íld arflitraje Cllllllfftial U..wri ...t, .Madrid. 1975; Wem, 
&ftMlies 111M~. Mldrid, 1917; PaNAHoa RolAs, J.C.. «La skw:ión 4eiiii'Wtn;e Cii;IIDtic:ial 
eo Espa6a: pesapa:tivas de fat1aro», en RCEt1, 198ó; Gola.AI..IE CAaaos. J.D., cSolJR el CODwaio de 
arbitraje ea el clencho·.............., prMdo llpldlol¡t,ea~ilf....,.-.. ig, 1915: ly 
a.; RAMos Mmaz. .F.,..._ ctra.a. d'aWuace iaiJt¡¡lilofJ'Jtltl• leurlidilheiOI'lle dNlt ., ••• 
eD Rn. M.. 1911; aa-o BaortM. A., Bjarióa • atdiiJida ......,. clXt:acsj .... 1M MIUriÚIIS 

Úllti,. · aln 1 • .... 1ft &pda. M.dri4, 1~ y ~J.M.C. yMaaa_.vc,J.F.M.. n.a.fD 
dr tll'&ilnaje,...,. .,.,_, 1 ÍldtFWillllllli, t• td., 19'18, 1lpUd idaa, T,.... ¡, ~ 3'" ecl.: 1059. 
JU Clr. MaDilu }.M.C. y MliaaWt. J.F.M, T,_. b attillrrjw ,_. ¡...,_~~V 
ed.: 1059 y 100. 



internacional de esta ley de 1988, en su faceta de ordenamiento singular y dero­
gatorio del derecho común del arbitraje, en dara visión de apertura al arbitraje 
internacional comercial de dicha época, lo seguía desconociendo, porque la re­

gulación era común para ambos tipos de arbitraje, dejando aparte el régimen 
convenciOnal cuando fuere de aplicación; ello impedía que nuestro país pudiera 
ser considerado como un foro de conveniencia para arbitrajes internacionales en 
Espafta, ni fuera de ella, cuando la ley española fuera de aplicación. 

Se deda por la doctrina que eran las propias normas de conflicto de la ley, 
basadas en la concepci6n del derecho internacional privado tradicional, las que 
impectian considerarla como de las progresistas del derecho internacional privado 
del arbitra;e. La ley se apoyaba demasiado en el sistema conBictualista, ya supera­
do, en detrimento de una concepción más ágil del derecho internacional privado 
y de normas de carácter material. Además, criticaban que las conexiones confl.ic­
tualistas eran inoportunas, no sólo por su número (demasiadas conexiones en 
ca.ccada, algunas de ellas escasamente operativas o simplemente innecesarias) y su 
iDidecuad6n al medio (sobre todo en cuanto supone constricci6n a la autonomía 
de la voluntad de las partes y correlativamente a los poderes de los árbitros en 
la aplicaci6n del derecho al fondo), sino además por su nomenclatura obsoleta y 
su enumerati6n desordenada. Por todo lo anterior, sostienen estos autores/14 no 
cabe hablar de la institucionalizón de un sistema dualista en sentido propio; 
esto es, regulaci6n especial y derogatoria del arbitraje internacional respecto del 
intemo, como puede ser el sistema seguido con intensidades diversas por ordena­
mientos como el francés, be1p, inglés, norteamericano o suizo de la época. 

No eristfan normas especiales de carácter material propiamente del arbitraje 
internac:ioDal, J6lo se trataba de normas de conflicto especiales de fases concre­
tas del proteSO arbitral: capacidad de las partes (art. 60); validez y efectos del 
convenio (art. 61);1's o derecho aplicable al fondo (art. 62}, con remisión en las 
demás cuestiones al sistema contlictual de derecho común (art. 63). 

Lo que provocaba, por una parte, la inexistencia de normas tan necesarias 
como la capacidad del Estado para comprometer la autonomía de la cláusula en 
todas sus amsideraciones, especialmente en el aspecto contlictual, y un mayor 
reamocimiento de )a autonomia de la voluntad, etc., y, por otra, la inconve­
niente aplicaci6n del derecho común del arbitraje como al régimen del arbitraje 

114 Cfr. Mm!NA,J.M.C. y M2RCHÁH,J.F.M, TrYliiW u orbitnaje priurulo i111m10 t inttmacimual,l". 
ed.: 1056. 
llS ÁLVAD% SAJaaz DE Mowu.J,It, P., lA mr~ MllmuiD amtnal, d precno arililfal J su &mp.g-
...-,1996: 1-57, 119-135, 18+421. 
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internacional (poderes de los úbitros, modelización del procedimiento arbitral, 
limitación de la ley de autonomia, derecho aplicable al fondo, causas de anulaci6n 
por motivos de orden público interno y no iDtemacional, etc.). 

4.4.4. Las innovaciones introducidas eñ el ordenamiento español por la Ley 36/1988. 
deAJbittaje 

Muchas de las lagunas de la ley de 19S3 fueron sa1vadas con buen tenor por la 
nueva regulación del a!bitraje priftdo operada en Espafaa en esta ipoc:a, lo que 
sin duda fue un avance muy importante. z•' 

Las úmovaciones de la nueva ley pueden concretarse, entre otns, en las 
siguientes: 

Hemos seftalado más atris cómo se deda que la ley de t 953 estaba henchida 
de un excesivo vigor formal y conceptual, al ser tributaria de un eucerbldo con­
t:ractualismo doctrinal. La nueva ley, en cambio, ni siquiera define lo que era el 
arbitraje (arts. 1. y 10.2), y tomando como punto de partida la autonomia de la 
voluntad, esta ley de 1988 descarga a la institución de formalismo y conceptua­
lismos, para instaurar la plena libertad formal para otorgar el convenio arbitral 
eficazmente siempre que en B conCUI'TID los requisitos ·necesaios para la Y8lidez, 
aceptándose el pacto arbitral incluso cuando resulte del inten:ambio de canas, 
telegramas, tBex o de cualquier otro medio de comuaiaci6n que deje COftSbNia 

doctiül'e!ltal de la voluntad de las partes de tometeue al arbitraje (art. 6.2 LA). 
La emavagante distinción entre contrato preliminar de ubitlaje y eompro­

miso, que efectuaba la ley de 1953, queda definitivamente superada y se acoge a. 
1ID único convemo arbitral 

Este espfritu abierto y antlformaJista de la nueva ley fae fruto de su iDspi­
rad6n en los conveaios intemacioDales, a saber, de la doc:triDa en la materiaz17 

(Corm!Diosobre AJbitJaje Comerdallntemtáoaal de 1961, Coo~deNueft 
Yod:: de 1958, entre otros) y sobl:etodo en elltegJameD.tD de AJWtraje Comercial 
IDtemacioDat ·de la Comisión de las Naciones UuidM en Dencho MeiUIIidlla­
t'ei'DicioDal (atUDMJ). 

116 e&. MIDMA,j.M.C. y MuaWr,J.F.M, n.t.clo • llf'6fiNjf,.,.. -..~ ._, •· t J' 
ed.: ISO. . 
tt1 C&. ibid.; 151. 



También suprime la prohibición del pacto de deferir a un tercero la designación 
de los árbitros {art. 9.2 y 10), por la influencia de las convenciones multilaterales 
(Convenio de Nueva York de 1958, art. 1.2; Convenio Europeo de 1961, art. 1, 
párrafo ll; Acuerdo de Partes de 1962, párrafos 2 a 7) y del Reglamento de Ar­
bitraje ComerdallJltemacional de la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Merwltü intemacional (CNUDMI) (art. 2). 

Se permite hablar ya de un arbitraje libre o írritual, tolerado por la jurispru­
dencia durante la vigencia de la LEC (sentencias de 31 de mayo de 1927 y 28 de 
diciembre de 1928), pero prohibido por la ley de 1953. 

La libertad formal en el convenio arbitral en la nueva ley autoriza a celebrar 
arbitrajes no amtna kgma, pero si praetu kgem; la forma deja de ser constitutiva 
para la vaJidez del convenio arbitral para transformarse en meramente decla­
rativa. Ea este sentido, el articulo 3 condiciona la simple eficacia del arbitraje al 
hecho ele .que deba ajustarse a las prescripciones de la ley, otorgando presunción 
de validez a todo acuerdo arbitral en el que concurran los requisitos necesarios 
para la~ de un contrato; esto es, los requisitos del artículo 1261 del ce. 

FJ principio de libertad de forma111 produce, además, la consecuencia de que el 
convenio arbitral pueda o no estar incorporado como cláusula al contrato prin­
cipal o pueda Jw:erse en clocammto separado; incluso que pueda .infundirse de 
un intercambio de cartas, telegranw o cualquier otro medio de comunicación en 
el que pueda quedar constancia de la voluntad de ambas partes de someterse al 
at'bittaje. 

Entre otros defectos, la ley de 1953 contenía una serie de puntos críticos en 
el procertimiento que establecía, como para la rebeldía unilateral, el silencio res­
pecto .a ]a obligatoriedad de notificar el laudo por parte del árbitro, la ausencia 
de medidas cautelales, etc., y, respec:to del ámbito internacional, Ja ineficacia de 
los laudos dictados en el extranjero, que dejaban sin efecto al arbitraje no visto 
cfesde.Ja óptica doméstica, así como el exagerado y automático intemismo en 
el recxmoámiento del arbitraje internacional con los que nos encontramos casi 

mec'njcaunsute en &pafta hasta el cambio de paradigma propiciado por la juris­

prudencia ülos dos ochenta. 
Todos ellOS puntos critk:aWes se subsanan con esta ley, ya que en cuanto a la 

Jebeklia uilateral, DO salvada por la ley de 1953, avanza cualitativamente en su 
solución. Conforme con )a nueva ley, la inactividad de cualquiera de las partes no 

lll e&. M11JacA, J.M.C. y Maa~AN, j.F .M, Tnú&ldo ú llriJitnJje prUNulD illlmMI ~ i~, 3• 
111.: 159. 
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impedirá que se dicte laudo ni queda privado de eficacia, siempre que los árbi­
tros hayan notificado de manera fehaciente a las panes la iniciación del proceso 
arbitnl (art. 22). 

En cuanto a la adopción del laudo arbitnl, 11
' se supera el anacronismo por el 

que si no resultaba mayoria a favor de ninguna decisión, se entendia que quedaba 
sin efecto el compromiso. En la nueva ley se est3blec::e que el Jaudo arbitral se de­
cidirá por mayoria de wtos, dirime los empates el voto del presidente, y si no 
hubiera acuerdo mayoritario, el Jaudo será dictado por el presidente (art. 34 LA de 
1988). En cuanto a la notific:ación del laudo, la anterior ley no trataba esta~ 
ria tan importante, algo, además, de gran importancia práctica, por cuanto resulta 
esencial tanto para su conocimiento por las partes intet 1 das, como por ser el 
comienm para computar el plazo del recurso de aclaración, revisión y anulación. 
En la nueva ley de 1988 el laudo debe ser firmado por los árbitros, sin que pierda 
su eficacia por el hecho de que alguno de los árbittos no puctiera firmarlo o se ne­
gara a hacerlo; a continuación el laudo se protocoliD nowialmente y se notifica 
fehacientemente a las partes (art. 33.2). En cuanto a las medidas cautelares, la ky 
de 1988, confirmando lo ya recogido en la Ley 34/1984, de 6 de agosto, de Re­
forma Urgente de la Ley de Enjuiciamiento CMI, J*D1ite a las partes soticitar del 
juez de Primera Instancia que fuese competente para la ejecución del laudo las me­
didas cautelares conducentes a asegurar la plena efectividad de la sentencia arbitral 
cuando ésta fuera m:urrida. Estos afianmnienros, que considere oportuno decre­
tar el juez competente, se mantienen basta la resolución del recuno de anuladóa y 
contra su decreto no cabe recurso alguno, lo que es de alabar (art. 50.2). 

Respecto a la intervención judicial, ae trata en el titulo VI, y la propia aposi­
ción de moti tOS de la ley declara que laintem:Dción jurisdiccional ha sido reducida 
a lo estrictamente necesaria «CCD la intención de limplific:ar el ptoc:es0 arbitral 
propi•mente didlo y en linea con lo establecido en otros ordeoamientos, se en­
comienda a los Hbitros, en defecto de acuerdo de las partes, la delimitación de la 
controversia sometida a arbitraje, lo que permitirá clescatgar a la Administrac:ión 
de Justicia de aJgaua de las funciones que actuaJmente tiene encomendadas en la 
formalización judicial del arbitraje».120 

La actuación de los órpnos judiciales se diez necesaria para mantener la va­
lidez del c:ompromiso arbitral y evitar su frustnción por inactividad de alguna de 

U9 GMP.u.l..aA, S., Bl......,., d. ~~~411 ~¡., 1998: 48-SZ, 71-1Z8. 
no ar. Mmoi.\,J.M.C. y MaafAM, J.F.M, T ...... ..,.,.,_,. údmw r ...,.,_......, J­
ed.: 151. 
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las partes o por falta de acuerdo entre éstas en la delimitación de la controversia 
o en la designación de los árbitros; y por ello, en pro del principio de conserva­
ción del pacto arbitral, a la vez que se limita la discrecionalidad del juez para 
rechuar la formalización judicial del arbitraje (art. 42.1); el Auto que acceda a la 
formalización judicial no es susceptible de recurso alguno {art. 42.2 LA de 1988). 

Este auxilio jurisdiccional se configura como apoyo a la función del árbitro 
(art. 43), ya que en la ley anterior el arbitraje se tornaba ineficaz ante la impo­
sibilidad de practicarse pruebas o diligencias, pues no existia comunicación alguna 
entre el juez de las panes y el juez del Estado.111 Fl Reglamento de la CNUDMI re­
coge el auxilio jurisdiccional como técnica necesaria en el arbitraje internacional 
y, por ello, el articulo 27 de la ley de 2003 introduce la posibilidad del auxilio 
jurisdicciooal para la práctica de las pruebas que no puedan efectuarse por los ár­
bitros, en las que el juez procederá conforme a las reglas determinadas en la LEC 

para esta materia, entregando testimonio de las actUaciones al solicitante. 
En cuanto al arbitraje en su faceta internacional, es justamente el gran sector 

reformado y en el que se produce gran avance, porque se reconoce en la práctica, 
sin titubeos, )a ejecución en España de los laudos arbitrales extranjeros, de confor­
midad con los tratados internacionales que formen parte del ordenamiento inter­
no, a la vez que se introducen normas de derecho internacional privado sobre la 
capacidad de las partes, la validez del convel).io arbitral, sus efectos y la ley apli­
cable por los árbitros (titulosiXy xde la Ley 36/1988); normas de las cuales serán 
supletorias las contenidas en el Código Civil (arts. 8 a 12, inclusive}. Con ello, Es­
pa6a se alinea con los países más avanzados en la materia y, lo más importante, con 
los convenios multiJaterales existentes, los cuales nuestro país ya había suscrito y 
ratificado. 

Lo anterior era el resultado del camino ya abierto, y sin retorno, por el Auto 
del Tribunal Supremo, Sala Primera, de 8 de octubre de 1981, que vino a derogar, 
en todo lo que se opusiese expresa o tácitamente a los Convenios de Nueva York 
y de Ginebra, el bloque normativo internista de la ley de 1953 y los preceptos de 
la U!C, que se aplicaban sistemática y erróneamente al orden internacional, para, 
en la práctica, como hemos tratado, hacer de España un foro autárquico. 

Frente a lo establecido en la ley de 1953, y en cuanto a su ámbito materialm de 
aplic:adón, que exd.uia los arbitrajes de derecho público, internacionales, corpo-

lll Qr. M5DotA, J.M.C. y M.uat.\N, J.F .M, Thablo u ariritnl~ priuculo ifltnNI t ~ 3• 
ed.: 152. 
m Cfr. ihid.: ts7. 
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rativos o asociativos, la nueva ley los permite porque, al eliminar la ley cualquier 
referencia a éstos, en su regulación del ámbito material de la ley, acepta implki­
tamente el arbittaje en todas estas variantes, amsiguiendo algo que wnía siendo 
tmánime petición por la doctrina. 

Se institucionaliza el arbitraje, ya que se apuesta por la idea, proclamada por 
la doctrina desde hacia aflos, de que la intervención de instituciones arbitrales 
permanentes era vital para el desarrollo de la institución en nuestro pais. 

Por su parte,los arbitrajes posteriores a la ley de 1953 contenidos en normas 
especiales también quedan bajo el ámbito de aplicación de la Ley 36/1988, y ello 
porque su disposición adicional primera se aplica con carácter supletorio a los 
arbitrajes a que se n:fielea la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la De­
fensa de Consumidores y Usuarios, y el articulo 34.2 deJa Ley 33/1984, de 2 de 
agosto, de OrdeDación del Seguro Privado, y la Ley de Ordenación de los Trans­
portes Te-tsestaes. m 

Y aunque no se cite, también se extiende, a juicio de la doctrina que mallf:­

jamos, al arbitraje cooperativo e incluso al arbitnaje comercial previsto por el 
Real Dec:reto 1094/1981, de 22 de mayo, para el Consejo Superior de las Cá­
maras Oficiales de.Comen:io, Industria y Nawgación. E.n cambio, se excluyen 
apresa y radicalmente de la nueva ley' los arbitrajes laborales, lo que se dijo era 
DlllJ reprochable, pues la Ley 36/t988·deberia haber operado como supletoria 
respecto de los arbitrajes que se ejecutaban en la rama social del derecho. 134 

Al spoaene el ámbito material del arbitraje, RCOF uua amplia y, positin 
amc:epción de las materias objeto del convenio arbitnal; ui, elutícalo 1 establece 
que podrán ser objeto del arbitraje las cuestiones litigiosas surgidas o 41ue puedan 
surgir en materia de su libre disposición CODforme a derecho. Así, $0lamente han 
de quedar ezduidu las cuestioaes de ejercicio o cumplimimtodepotestades admi­
nistrativas, y en aquellas otras en·las que el MiDiscerio Fiscal deba int2rveDir en 
representación y defmsa de quienes no pueden actuar por á mismos por carecer 
de capacidad de obrar o de representación 1epL Esto es, materias iDdisponibles. 

En cuanto a 1as materia5 conexas, la ley siguió manteDieado el rigido aiterio 
de la ley de 1953, a saber, que si Jas cuestitmes eiWl illseparablemente 11Didas a 
otra sobre la qae las partes-no tengan poder dedispolición, no podrin .ser objeto 
de arbitraje ninguna de las dos. 

m G.-al.DA, S., S ál6ife t1e .,._.. tlft ~. 1991:-.52, 71-12&. 
Z14 e&. M1oJM. J.M.C. y MD.aWI,JF.M, n.a..l. ll DWINjr ~ ...,_ ~ iJdt» •• 1 iNri, 3" 
ed.: 151. 



Y fue objeto de ulterioles afticas entre las que se pueden resaltar las siguientes: 
En Telación a la definición del arbitraje (art. l ), confunde arbitraje con conve­

nio, y en cuanto al objeto del arbitraje (art. 2), sigue sin quedar claro el tema de las 
ID8terias coneDS (art. 2.1.6). 

Por otro Jado, se excluyen los arbitrajes laborales (art. 2.2), algo muy critica­
do, ya que podria haber extendido a ellos su campo de aplicación -y a cualquier 
materia- y reconocer luego sus particularidades concretas en cada supuesto, 
evitando que se produjera lo que finalmente aconteció, que se tenninara por 
establecer uaa distinción entre el arbitraje civil y mercantil y el laboral, cuando 
todas 1011 materias de derecho privado. 

En cuanto a la forma exigida (arts. 3 y 21), existe una contradicción en la Ley 
36/1988. Asi, el articulo 3.1 establece que para ser válido el arbitraje se deberá 
ajustar a las prescripciones de la ley, y el artículo 3.2 reconoce con acierto el arbi­
traje h'\re o irritaal, pero el artículo 21.2 somete a la voluntad de las partes el 
desarrollo del procedimiento arbitral 

Respecto al convenio arbitral (art. 5.1), la ley e%ige que deba expresarse la 
voluntad inequívoca de las partes de someter la solución de todas las cuestiones 
lit:isiosas o a la dec:isión de los árbitros, lo que no se entiende bien con el principio 
pro arbitraje que dice acoger. 

En lo toc:aate a los árbitros (art. 12), se sienta el criterio que cuando la cues­
tión ütipYst haya de decidirse con arreglo a derecho, los árbitros habrán de ser 
abogados en ejercido {art. 12.2), por lo que se deja fuera del arbitraje de derecho 
a cualificados profesionales como notarios y profesores universitarios. 

Fue.asjmjsmo c:riticadala recusación de los árbitros (art. 17.1), porque en el 
sup 1 !sto que el árbitro recusado no aceptase la recusación (art. 18), el interesado 
podía hacerla valer al solicitar la anulación del laudo y, sin embargo, entre los 
tasados IIIOtWos previstos de anuJación -del laudo (art. 45) no está contemplada 
la amdac:ión del laudo por recusación alegada por una de las partes. 

hapeao al pJ'O""'CtimM:ntom (arts. 21 y siguientes), es~ la exu:siw 
indeterminacl6n·que se produce al dejarse a la entera disposición de las partes el 
proceso-arbitnl. (art. 21.2). No ~tieDe ninguna indicación sobre las alegacio­
nes epane,·la iniciación del procedimiento queda en manos del árbitro (art. 
21.1) y·d áte no notifica a las partes por escrito su aceptación, el arbitraje puede 
clewoir ineficaz ante la ausencia de UJl plazo que obligue a iniciar el proceso en 

-ns FbDalc:Mulltl, CATAliNA, La~iltlarilírN~, ilutitud•11n~ ~ p1caJ' • iflllo 
JIWii6iWU11102:.3l-17, 79-131, 133-t-40, 163-165. 
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sí. Tampoco se plmtea cómo debe actuar el árbitro ante la cuestión de constitu­
cionalidad, algo, por otro lado, aún hoy no resuelto. También fue criticado el 
trámite de audiencia del artículo 29 de la ley, que deberla haber recogido una 
mayor intervención de las partes. 

Se criticó también la expresión «formalización judicial del arbitraje» de los 
artículos 38 y siguientes para el caso que las partes no se pusiesen de acuerdo con 
la desigDación de Jos árbitros. Este proceso judicial de desipación de árbitros se 
trataba en el título VI, con clara y negativa influencia de la ley de 1953, en la 
que sí existía una auténtica formalización judicial del arbitraje, además de los 
problemas que en la práctica se dieron en los juzgados por la reutisión «a las for­
malidades previstas para el juicio verbal• del articulo 39.3. 

Respecto al laudo, hubo problemas al poner en relación el articulo 34 que es­
tableda que si no hubiese acuerdo mayoritario entre los árbitros, el laudo seria 
dictado por el presidente cuando, puesto en relación con el articulo 13, en la 
práctica el Jaudo podía ser dictado unilat:l:ralmente por el árbitro de InalOr edad, 
por lo que hubiera sido mejor establecer que, ante el supuesto de empate, dirimi­
ría, en todo caso, el voto cualfficado del pcesi<lente. 

Asimismo, era reprocbable la contradicción existente entre el articulo 37 y los 
supuestos de anulación previstos por el artículo 45 de la ley, y la omisión, oomo 
motivo de mulacióu, del tema de la eyjstencia de una anterior recusación ao esti­
mada formulada por la parte (ans. 18.2 y 45). Por otro lado, la iDsistenc:ia, de nuevo,· 
como motivo de anulación della.udo,w que se estime que éste fuese CGntrario al 
orden públk:o, praeató muchos problemas prácticos al tratarse de UD. concepto 
iDdetermiDadcF en sí. y, como hemos analizado anteriormente, pareoeria que no 
se habia percatado aún el legislador de los aacecedmtes de 1os efilctos juridicos de 
la aplicación abusift de este motivo desde aatdo, un motivo gtmerador de mnu­
menbles obsaáculns frente 11 arbitlaje ~en nuestro pais desde 1953. 

Pero a pesar de estas criticas, muy técllicas, dado q11e Ja anterior ley de 1953 
fue una malisjma •onBat la ley de 1983 fue acogida como cagua de mayo-, sobre 
todo por 1as ilmaftdoues, tan. necesarias, traídas al arbitraje intemacioul. 

Se dice -que -por fin se establece un sistema propio del arbittaje, y separado 
del deretho c:omÚD y doméstico intemo, en que se materializó el· arbUnje inter· 

226 lu.vAD:Z SÁI'faiiZ DS MOYJ!U..ÁH. P., lA .,...,. tkl .... llt6inl. 11 ,._. 4rlléiNl 1 Sil Ílfll"'l" 
IIMÍÓfl, 1996: 97 -115; y CuAJ:IUO Rullo, M. V., S m:wno M ~ alftlnl d ,_,. cr6i1NI "' d 
~ CIOIIWRÍIIliúti ltCi:Ú:Jtllll, 1997: 19-54, 75-94, 111-lli,U!-166. 
m Mx.lfA C••"""'· MJ .. ,.....,.,... ,_.....,.......,. Dl: 34-«). 74-19, 96-lW. U6-
t59, 166-ZlO. 
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nacioDal, pero esta afirmación también ha sido aiticada porque, se dice, no pode­
mos hablar de que la ley de 1988 conllevara la institucionalización de un sistema 
dualista en sentido propio; esto es, reguJaci.ón especial y derogatoria del arbitraje 
inr.emacioaallespecto del interno, como fue el sistema seguido en aquella época 
por los ordenamientos francés, belga, inglés, norteamericano o suizo. No e.z:istían 
normas e:speciales de carácter material y directo propias del arbitraje interna­
cional, tan sólo normas de conflicto especiales en algunos aspectos concretos de 
Ja opetadón.arbitral--capacidad de las partes (art. 60), validez y efectos del con­
venio (art. 61} o derecho aplicable al fondo (art. 62), con remisión en las demás 
cuestiones al sistema conBictual de derecho común (art. 63)-, lo que provocaba 
lagunas en innumerables aspectos ya reseñados. 

4.5. Cuarta etapa: d ru:onocimiento ddinitivo dd. arbitraje internacional en España 
a tratá dd siscrma mon.ista instaurado por la Ley de Arbitraje de 2003 

Se abre, quizá, la etapa culmen en este rápido bosquejo de la evolución del arbi­
traje internacional entre nosotros, con la ley vigente antes de la tímida reforma 
ocurrida este pasado año 2011, Ley de 23 de diciembre de 2003, de Arbitraje. ua 

Pa.rtieado de las criticas que había suscitado, ya desde su inicio, la ley de 
1988,m y plenamente instalados en el empeño de un marco adecuado y moderno 
para el arbitraje en Espaiia, y en particular, para el arbitraje internacional, en ple­
na efervercencia del ioom económico eD nuestro país en los albores del nuevo 
miJenio, la le, de 2003 se incorpora, o al menos así lo proclama en su exposición 
de motivos, aJas teDdencias más actuales a dicha época. La nueva 1efl" irrumpe 
en un momento álgido en la evolución de la economía y de la integración inter­
naciollal-de ·Espafta y pone al arbittaje comercial internacional en el lugar que 
.correspoade, aa coa. ánimo de hacer de nuestro país un foro atractivo para los 
arbitrajes iDlemaciollales. . 

l2l . V ... GMal.UCI"'IIUT,J. (Oireuor), ~s d ld JA,WmJ, u 2J u~ tl6 
~. 2fJOit,T.ly l. Ptá tP mtl: compara toda la ley con las •Dteliores. 
m . ....., J'nmAH, J.F . ., Oau.óN .MmiNA. J.M., Trurdo •.,.,. dl'6imd. 2- ecL, 1991: 383-
412, W...00..4J6..445, 465-<169. 
at · . Vfale~~~~qce,& Slloovl&.ll. ~ • lo ·llllftld 11:1 u flfflilN¡e, 2004. 
Bl,: .'Gfr. ....... MPar#N.J.F.ya..&.óNMI'ODI.&,j.M., T ..... MamJ........,_ 3-ed, T1lomlan 
.·~:iCia.'::"' 
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Arbitraje internacional es aquel que sirve a los intereses del comercio inter­
nacional. Como tal, constituye un conjunto de principios que se contienen en ua 
ordenamiento singular o¡pnizado en tomo a las necesidades espedficas del co­
mercio internacional y difiere, por su alcance y contenido, del arbitraje interno. 
Es el fenómeno del arbitraje internacional el generador de normas. específicas y 
derogatorias del derecho común. 

Es una ley de derecho común pues rige para toda clase de arbitrajes, sin per­
juicio de que existan arbitrajes especiales, para los que la ley común se aplica con 
carácter supletorio. m Y la cin:unstancia más novedosa que incorpora, como se 
ha adelantado, es que hace de nuestro ordenamiento arbitral un sistema monista, 
es por ello que estamos ante una sola ley para el arbitraje interno y para el inter­
nacional. Sólo unos cuantos puntos, pocos y bien justificados, se aplicarlan al 
arbitraje calificado intMnacional, según la propia ley. 

Extractamos de su exposición de motivos: «Ante la eterna contraposición entre 
arbitraje interno y arbitraje internacional, esta opta danmente por una regula­
ción unitaria de ambos dentro de lo que se ha dado en llamar la alternativa entre 
dualismo (que arbitraje internacional sea regulado totalmente o en gran medida 
por preceptos distintos que el arbitraje interno) y monismo (que, salvo contadas 
excepciones, los mismos preceptos se apliquen por igual al arbitraje interno e 
internacional), la ley sigue el sistema mon.ista». 

Este entusiasmo al acoger el sistema monista vendrla avalado en que cson muy 
pocas y muy justificadas normas en que el arbitraje internacional requiere una 
regulación distinta de la del arbitraje interno, esta ley parte de la base -corrobo­
rada por la tmdencia actual en la materia- de que una buena regulación (arbitraje 
intemaáonal) ha de serlo también para el arbitraje interno yviceYersP.m 

La Ley Modelo parte de una proposición simple y rimidamente adecuada: lo 
que es bueno para el axbitxaje iubmlo es bueno para el arbitraje internacional y a 
la inversa. Y asilo recoge la exposición de motivos, con la consecuencia inmediata 
de ser monista, frente al modelo dualista de distinción de cuerpos legales sepa­
rados, con inspiración, principios, contenido y práctica diferentes: el propio del 

232 El problema radica en determiaar si algunos de estos arbitrajes ClmStituym realmente un 
arbitraje a.peáal o se rigen ent~enmeDte por JIODUS, priacipioc y técDicls di&teutes. En SUlJla, se 
tratarla de saber dónde está el limite de la especiali41d, y d6a4e 1 •a.tm onlmmriento singalu 
y,..., apad MlaiNo MDac4H,J.F. y O..S.C.. Mm!NA,.J;M., T1111114e dr 4imdlellriiiNE, .M ed., 
Thomson CiYkas: 1067. 
133 La expn!lión fipneDtnlosttabajos pr..-atoliosdelaleytipoaCNUDMI (UNCITR.AL) 
que, ·como es bien sabic», no abord6 a un principio la 11!lul.c:i6n del~ iatlmlo,síao que 
estaba .dest.inada a servir de referenciA únk2mmte para el arbitraje iDtemadoDa1, apud ilm:l: te61. 
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arbitraje interno y el espeáfico del arbitraje internacional, que se había seguido 
basta la fecha. 

La propia ley justifica el sistema monista de manera que, salvo contadas 
euepc:iones, sus preceptos se aplican por igual al arbitraje interno y al arbitraje 
internacional. 

Ea cierto qge a cambio de paradigma es un avance iDdiscutible en la teguJación 
del arbitraje illmn8cional en España, puede decirse que adquiere, por primera vez, 
carta de naturaJaa, dejando aparte los regímenes convencionales de reconocimientt> 
y ejen• V.a de laudos. GllaDjeros tanto bilaterales como multilateraJes que prec::edie­
ron iDduso a la ConWDC:i6ll de Nueva York de 1958, pero, como se aualizará luego, 
eD5ta1 crltialsa que la ley prodigue por doquier su monismo, pues quedan rescoldos 
de cierta difaer:il! ión en el tratamiento de la materia. Es un gran avmc:e ·el conse­
guido porque, armo tntiiDOS anteriormente, la ley de 1988 terminó de encajar a 
nuestro país W!dadeuunente en un sistema ni monista ni dualista. 

4.5.1. Los modelos de inspiración de la ley española 

Son wrias las influencias detectadas en la ley de 2003. u. La Ley española de Ar­
bitraje de 2003 es una ley que, en líneas generales, se inserta en el movimiento 
mundial actual. de hice ya uaa década sobre arbitraje, incorporando sus tendencias 
y haciendo de la téc:nic:a arbitral una institución de derecho autónoma, basada en 
la libertad y atlt'ODOmia de las partes, y conformada por el principio de la mayor 
eficacia pua·elebitiaje.us 

Se aprecian en eDa notables influencias, entre las que cabe destacar, pues asi 
se reconoce en su exposición de motivos, la Ley Modelo de la CNUDMJ, y ello 
aunque luego DO se siga al pie de la letra y se mantengan apartados distantes del 
conteaido de ilbL Y; a ctiferenda de algunos países iberoamericanos como Chile, 
Máico y Guatemala que han incorporado casi textualmente la Ley Modelo, la 
ley de l003.espdola introdujo en su texto modificaciones significativas, aunque 
los autores proc:araron tlO desnatUralizar el texto para beneficiarse de las venta­

jas de sepir·Ia Ley Modelo únicamente como referencia. 

U4. :...._,MerarAe J;P.yc:autJN~J.M., Tntlilllo«clnaurflimrl,J-ed.,l'bomJDD 
Ci9J&:Is: .,l•HO.J0&-105 (daecho bmlrao), 1061-1071 (derecho~. 
m ·O. ibid.; 1061. 
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4.5.1.1. EJ derecho procesal arbitral internacional: la Ley Modelo de la Comisión 
de las Naciones Unidas parad Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) 
sobre arbitraje comercial internacional como ley inspiradora de la Ley de 
Arbitraje de 2003 

La Ley Modelo de la CNUDMJ sobre arbitraje comercial internacional se aprobó 
por la CNUDMI el21 de junio de 1985, al finalizar su 18" periodo anual de sesio­
nes. La Asamblea General, en su resolución 40/72, de 11 de diciembre de 1985, 
·recomendó a todos los Estados que enminaran «debidamente la Ley Modelo 
sobre arbitraje comercial internacional, teniendo en cuenta la conveniencia de la 
uniformidad del derecho procesal arbitral y las necesidades especificas de la prác­
tica del arbitraje comercial internacional». Se buscaba que la Ley Modelo de la 
CNUDMI sirviera de base para que los diferentes Estados prepararan sus nuevas le­
yes sobre arbitraje. Asf se indica en la nota explicativa de la Secretaria de la CNUDMJ 

sobre la Ley Modelo. 116 

La nota explicativa recoge las razones que llevan a la búsqueda de la armoni­
zación internacional en materia de arbitraje. Se basa en la insuficiencia existente 
de las leyes nacionales en la materia para dar una respuesta adecuada a la rea­
lidad del arbitraje y, por otro lado, en el hecho de que las leyes nacionales en 
ocasiones generan inseguridad en el tráfico juridico internacional, dada la dispa­
ridad de criterios que venían usando. 

Así, estas deficiencias surgen, en algunos casos, por la antigüedad de las leyes 
nacionales sobre arbitraje, o por una regulación fragmentaria de la realidad ar­
bitral. De igual modo, en la mayorla de las ocasiones estas leyes principalmente 
regulan el arbitraje interno, sin prestar casi atención al arbitraje intemacional,137 

236 •La Ley Modelo constituye una base sólida y alelltadora para la. armonización y el perfec­
cionamiento deseados de t.s leyes nacionales. Regula todas las etapas del proceso ubimi, desde el 
acuerdo de arbitraje hasta el reconocimiento y la ejecución del laudo arbitral y refleja un consenso 
mundial sobre los principios y aspectos mis importantes ele la práctica del arbitraje internacional. 
Resulta aceptable para listado~ de todas las regioaes y para los diferentes ordenamientoS juridicos 
o sistemas econ6micos del mundo. Se adopta la forma de uua Ley Modelo como instrumento ele 
armonización y perfeccionamiento dado que consiente a los Estados proc:eder con ftexibilidad a la 
preparación de nuevas ~s de arbitraje. Parece con"Yeiente atenerse ea la ma,or medida posible 
al modelo, por cuanto ello constituiría la mejor contribución a la armoftizacióD a la que se aspira 
y redundaría en interés de c¡ui.enes recurren al arbitraje internacional que son fundameatalmente 
las panes extranjeras y sus abogados». 
Z37 En la nota explicativa a la que .DOS estamos Rfirieado, estas cuestiones se destJan con las 
siguientes palabras: «El análisis mUDdial de las te,. aacim1aJes sobre ubitraje poDe de manjftesto 

notables disparidades no sólo en cuanto a las disposiciones y solucioaes conc:retas, Jioo tambiién 
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cuestiones todas ella que venia arrastrando nuestro antecedente legislativo en la 
materia, como se ha venido analizando. 

Cabe destacar como caracterist:ica esencial de la Ley española de Arbitraje de 
2003, tal como se afirma en su exposición de motivos, que persigue la uniformiza­
dón del derecho espaAol de arbitraje con ordenamientos jurídicos más asentados 
ea esta materia, tomando, además, como referencia 1a Ley Modelo CNUDMJ, lo cual 
puede CODSiderarse una medida acertada. m Esta medida requiere que su ejecución 
vaya acompaftada de una labor de adaptación del contenido de la Ley Modelo al 
ordenamiento juridico del país que la acoge, pues una mera incorporación acritica 
de las disposiciones de la Ley Modelo podría conllevar a posibles discordancias y 
resultados indeseables. Este efecto pernicioso se ha producido en algunos países 
que han asumido la Ley Modelo por medio de simples transcripciones literales de 
su texto sin adecuarlas a las particularidades del sistema jurídico de acogida. 

La Ley Modelo es simple porque pretende con ello ser un comodín que sir­
viera de modelo a la mayoria de sistemas juridicos en el mundo a los que se 
destinaba, por lo que la necesaria y exacta adaptación en cada país, según sus 
propias caracteristic:a, era un imperativo, muchas veces sustituido por la simple 
transcripción sin más de la Ley Modelo. 

dade el pamo ele visea ele la nohlci6n y el perfeccionamiento. Algunas lryes, que a veces datan del 
licio XIX y qae eqWparu. a IDelludo, el proceso arbitral a los litigios ante los ttibunales judiciales, 
puedal CODSiderane anticuadas. Otras pueden cali6carse de fragmentarias, en el sentido de que 
llO replan todas las cuestiones pertinentes. Incluso la mayor parte de las 1~ que, al parecer, son 
modemas y • •NDpletal, re reclactaron tmimdo praentt fundamental, cuando no exclusivamentr, 
el arbicra;e nedoee' A pesar de que ese criterio_ resalta ezplicable por cuanto aún hoy la gran 
-III&JOÓil ele Jot CiliOS regido$ por una ley ¡eaeral de arbitraje teDdrian IU\ c:arícter exclusivamente 
~ altrafta desafortlmadaiMDtzla consecuencia de que se imponen a los casos inrem3Ciona­
~ los~ locales tradicioaales y, pór lo gaeral. no se 5ltisfacen las necesidades de la práctica 
~ lis poúWe que las upec:tlltMs de las puta, que se ponen de manifiesto en la decmón 
ele 1m conjalato.de normas de arbitn;e o en la tUebraci61l de ua acuerdo de arbitraje «etpedficooo, 
• .wm defraudadas, sobre todo en virtud ele una disposición imperativa de la ley aplicable. En las 
leyeS MCionalés re enc:uefttraJl 1t$tlicúones no preYistas Di deseadas rekremes, por ejemplo, a la 
rar- ·d..t de las p¡rtzs de tometer e6cazmeute las contrownils futuras al arbitnje, a sn facult2d 
de aomlar liNC51WJde Jos árbitros, o a su interés en que las K1.1l8cioDes ubitrales se sustancien 
toSÚOriDe alas normas PI ~ : r les convenidas y sin mú inte!Wnción judicial que la necesaria. Otras 
posibles famta de frustraciones son las disposiciolles supletorias que pueden imponer requisitos no 
dejados a las pa1'tl!s no paecaYida que DO hayan esableddo estipulaciones en otro sentido. La falta 
de !Ñpl si ¡,DeS ltlpktoriu p..w ¡mmJCit también dificultades, al no brindar soluciones para las 
ll\llllaOSM c•wrtlaaes pr les perU8entesen el atbitnje y que DO siempre se~ en el acuerdo 

·~· ·a · .-~. Mlulo MlaofAN,J.F. y OlutlM Mmvu.,J.M., Tndrldo 111 dnedto IIJtitnll, 3• ed., Thomson 
0..:1063. 
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La Ley Modelo de la CNUDMI es un texto pensado primordialmente para el 
arbitraje comercial internacional y, como se viene diciendo, un modelo poliva­
lente para los Estados, no una ley acabada en si misma, y se ha criticado, por ello, 
que el legislador español haya sido tan fiel a la letra de la ley.1l' 

No obstante, nuestra ley de 2003 se aparta de la misma en cuestiones im­
portantes también, como la referida al ámbito de la ley, pues la ley espai\ola 
contempla todos los arbitrajes que se desarrollen en territorio español, y no só­
lo el arbitraje comercial internacional que fue prototipo de la Ley Modelo. Esto 
conlleva ventajas e inconvenientes como ha sido señalado oportunamente por 
la doctrina. 

La ley de 2003 se alinea con la Ley Modelo en cuanto a erigir como estandarte 
la autonomía de la voluntad de las partes en el derecho aplicable al procedi­
miento y a la institución del tribunal arbitral, así como en cuanto a la libertad 
de los árbitros para organizar el procedimiento supliendo subsidiariamente la 
voluntad de las partes, y ello en pro del principio de conservación del arbitraje, 
pero se aparta de la Ley Modelo en el hecho de que la competencia para juzgar 
sobre la propia competencia de los árbitros, que, a diferencia de la Ley Modelo, 
que exigía acudir al juez para decisiones sobre recusación y otros extremos rela­
cionados con los árbitros y, en general, sobre Ja eficacia del proceso arbitral, se 
acoge el principio de Kompttmz-~ que no es más que la facultad de los 
árbitros para decidir acerca de su propia competencia, incluyendo todas estas 
cuestiones, y apartando al órgano judicial..Con ello la ley de 2003 sigue una de 
las más modernas tendencias del derecho del arbitraje. 

En materia de arbitraje internacional, la ley de 2003 también se distancia de 
la Ley Modelo en cuanto a la incorporación del criterio territorial para la con­
figuración del Jaudo como nacional o extranjero. Pero, quizá la distinción más 
importante entre ambas leyes es la deñnidón que se da al arbitraje intemacional, 
eliminado el criterio de lo que puede ser denominada la intemacioDalizaci sub­
jetiva del mbitraje, al no recoger como aiterio ele intemacionaliud6n la voluntad 
de las partes, criterio modelo que no acepta la ley espaAola, sustitu:yéndolo por 
criterios juridic:os formales o juridic:o materiales pmgidos en su articulo 3, que 
analizaremos posteriormente. 

m &lo& Vua. S., op. át.: "-y GuaWI FWJA. V., idea: 71 y a., que suan,.a c:ámr:t al ser )a 
misma apea para regular el arbilnje inlemo, poedeOJ'IPiar problemas de aptic:arión e ilar¡w-.:i6a., 
apuli .MaiNO MaaWc, J.F. y CHIIJ..Oel Mm1NA. J.M., T,.,.. /# ·flmdlo .nunrl, l" ecl., "l"'lomar. 
CMias: 1064. 
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4.5.1.2. La ley francesa y otras influencias 

Es muy notoria la influencia de esta ley, como lo será en la reforma operada 
por la ley vigente de 2011, y que trataremos seguidamente, no sólo en aquellos 
puntos en que la ley española se aparta del modelo de la CNUDMJ, como el criterio 
material objetivo económico en la localización del arbitraje como internacional 
(art. 3.1.c), que no figura en la Ley Modelo, sino también la del artículo 1496 del 
CPC francés, que se refiere al derecho aplicable al fondo de la controversia por 
los árbitros y que introduce la aplicación directa del derecho sustantivo (34.2) 
sin necesidad de acudir a la técnica conflictual, así como el concepto jurídico 
indeterminado creglas de derecho• del artículo 3 de la ley de 2003, que supone 
dar cabida a los sistemas juridicos no estatales, y particularmente a los prin­
cipios generales de derecho comercial internacional. También en relación al 
elemento material-objetivo conformado en tomo a la «afectación de intereses 
del comércio internacional», vieja fórmula de la jurisprudencia francesa, segui­
da por los reglamentos de instituciones francesas, la CCI, y algunas convenciones 
internacionales como el Convenio de Ginebra de 1961, recogido en el artículo 
1491 del Código de Procedimiento Civil francés y en el artículo 3.1.c de la vigen­
te ley espaAola de arbitraje. 

Y no sólo en los artículos 3 y 34 de nuestra ley, sino en el tratamiento distin­
to que se da al arbitraje internacional en España y Francia, y ello aunque nuestra 
ley insista en su carácter monista, y Francia sea dualista. 

Es tan patente la influencia de la legislación francesa en nuestro país que, 
en paralelo, modificada su legislación en 2011, le sigue a la par nuestro ordena­
miento, como veremos en el siguiente apartado. 

Son también perceptibles influencias del reglamento de la Corte de Arbitraje 
ca en su versión consolidada de 1998 y el de la CNUDMI en diversas materias 
relativas al procedimiento; también se hablaba de otras influencias, como las de 
la ley suiza o italiana, como en su artículo 2.2, pero, a juicio de la doctrina,l«< 
no es en este punto realmente una influencia de tales leyes, sino de la práctica 
del derecho internacional del arbitraje que incluso ya preveía la Convención de 
Ginebra de 1961. 

J40 Mlulo MacHA.N, J.F. f Otlu.ótl M&DINA, J.M., Tnltlldo di úrtdto crriCtnal, 3• ed., Thomson 
cm..: 1065-1067. 
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4.5.2. El arbitraje comeráal internacional en d sistema ju.ríd.im español desde la 
ley de 2003 y en la actualidad 

4.5.2.1. Aspectos esenciales del régimen del arbitraje intemacional en el ordena­
miento jurídico cspañoP41 

El intento del legislador espai\ol por atraer arbítrajes internacionales hacia nues­
tro pais, como es bien conocido, ha sido uno de los objetivos más destacables 
de la regulación del arbitraje en España efa:tuada por la Ley 60/2003, de 23 de 
diciembre, de Arbitraje.242 Se intentaba conwrtir a España en altemativa frente a 
los paises que ya contaban, hada una década, coa un importante bagaje c:o1tural 
arbitral y que eran focos de atracción, como sede donde se wnían tradicional­
mente desarrolhmdo arbitrajes intemaci.omles desde otras jurisdirrinnes, a saber, 
Suiza, Paris ... YeBo en cuanto a lo que por parte dellegislmr podria·aportarse, 
es decir, configurando una reguJadón legal que fume competitiva en relación con 
otros ordenamimtos juridic:os.. )4.1 

En este sentido se pens6 especialmente en la posibilidad de que Esplfaa fue­
se lugar de atraa:ión de arbitrajes de paises latinoamericano, en fuación de las 
ventajas lingüísticas y de las compatibilidades de tradición juridica, uí. como to­
mando en ·cueata la gran pu•eACia de empresas espaftolas en Jberoamélia. Para 
conseguir ese objetm>, ellep'w espai\01 se inspiró en la estructuta y redac­
ción de la Ley Modelo de arbitraje comen:ial intemadonal, de 1.1 de junio de 1985, 
de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Men:mtillnumacional 
(~MI), tal y como hemos adelantado, COD el fin de que nuestra regulación aJ. 
CSQ78se cierta compatibilidad coa las más modernas regulaciones del entorno de 
dicha época, en especial con los ordeDamieDtos jurídicos que tambjén la haiHan 
acogido en su sede, entre ellos, ~todo del únbito latinoamericano 

Pero es más, el legislador espaAol DO sólo acoge dicho modelo de regnladóu, 
peaado espedficamente para el.arbittaje ~aplicado en dicho ámbi· 
to ·intemadonal, sino también para regular tad) al arbitraje intenJICional como 
interno, y no sólo, dadjcbme~~te, para Jos asbiuajes de aaturaleza metcantil o co­
mercial, sino todo tipo de arbitrajes, con independencia de su califkadón. 

241 l.oaCA NAvAUJm, A.M., DtrtduJ *1Jt6imJit útfmw t iwtl•..........,. 1989: 1 U-128, y~ lit.,...... ü cr6ilnJjc, 1 eo..smo de Dencbo Vasco de Albitnjc, 1988: U4-ll2 
m Jac:A NAv.....m:, AM. y Sa.ua.o EsrAGW~,j .. .Dmdll • ......,.,...., 1994:6416,151-169. 
143 Coa!XIMMotutto,F.,S~n ....... ,...t.b._, ... , ,._,~ l99S: 149-lSl, 154-
157. 
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Por ello, no cabe ya hablar de dos regulaciones distintas en nuestro ordena­
miento juridico, una para el arbitraje in~o o doméstico y otra para la esfera 
internacional, sino que ambos se funden en la misma normativa, en clan apues­
ta por el monismo instaurado y predicado en su exposición de motivos. 

La Ley 60/2003 es monista, como expresamente indica su exposición de mo­
tivos, y se aplica a todo tipo de arbitrajes (art. 1 J..A: «Sean de carácter interno o 
internacional»); sin embargo, el arbitraje internacional requiere de algunas pre­
visiones especiales y, por ello, con carácter previo, se definen las situaciones en 
las que el arbitraje deberá ser considerado internacional. Así, el artículo 3 de la 
ley, establece las siguientes circunstancias que producirán como efecto la con­
sideración del arbitraje como internacionaP" 

a. Que en el momento de la celebración del convenio arbitral, las partes 
tengan sus domicilios en Estados diferentes. 

b. ~el lugar del arbitraje, determinado en el convenio arbitral o con arreglo 
a éste, el lugar de cumplimiento de una parte sustancial de las obligaciones 
de la relación juridica de la que dimane la controversia o el lugar con el que 
~ tenga una relación más estrecha, estén situados fuera del Estado en 
que las panes tengan sus domicilios. 

c. Que la relación jurídica de la que dimane la controversia afecte intereses 
del comercio internacional. 

La primera hipótesis (art. 3.1.a) consiste en que «en el momento de la celebra­
ción del con'ft!llio arbitral las partes tengan sus domicilios en Estados diferentes-. 
El dom.icilio o el establecimiento de las partes en diferentes Estados es evidencia 
suficiente del carácter internac:ioDal de la reJación c:ontrowrtida y es considerado 
en vadados iustrumentos internacionales como primera circunst3ncia de interna­
. c:ionaJidad de la mayoria de reglas de conflicto o de atribución (así, entre otros, el 
art. 1 del Convenio ·de Viena sobre Compraventa Internacional de Mercaderías 
de 1980,xefe:tido al lugar de establecimiento en paises distintos de las partes). Sin 
embargo, es di6cil amoc:er e concepto de domicilio que usa ellegis1ador español 
en la Ley BJ/2003, que en este apartado contrasta con la norma de la Ley Modelo 
(art. 1.<4) porque difiefton entre si en que ha sustituido el término cestablecimien­
u. de 1a Ley Modelo, pol'fi concepto de cdomicilio». Este cambio, dice la doctrina, 
puede deberse a que la ley de 2003 es aplicable al arbitraje mercantil 'f al civil y la 
Ley Modelo sólo al <lOIDeltial, y por ello en Espai\a se cambia la palabra estable-

1+4 MaJN0 Mlaawc,J.F. y C81u.óN MmiNA,J.M., Tf'lltlldo u Jtr«M arlrib'al, 3" ed., Tbomson 
CiYitu, 1Cl06: 184,881-899, 9t7;.4Jll. 
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cimiento, del texto de la Ley Modelo, por el de domicilio, más genérico y también 
aplicable a las personas fisic:as y en derecho civil, y ello aunque, en todo caso, dOmi­
cilio es igualmente un término general que se aplica tanto a personas jurídicas 
como fisicas, a Ja vez que establecimiento vendría acotado al ámbito de las perso­
nas jurídicas. No obstante ha de tenerse en cuenta la distinción entre domicilio 
social y establecimiento abierto al público, sucursal, filial, etc., que, en todo caso, 
han de acogerse también al interpretar este primer criterio de internacionalidad 
del arbitraje en nuestro país. Otra influencia. se dice, pudiere venir del Convenio 
de Ginebra sobre Arbitraje Comercial Internacional de 1961 que en su articulo 1.1, 
que regula el ámbito de aplic:ación de dicha norma, se refiere a )a «reSidencia babi­
tuaP, «domicilio o sede social» de las partes en Estados diferentes. 

La Ley 60/2003 (art. 3.2) incluso concreta la hipótesis en que alguna de las 
partes tenga varios domiálios, establedendo una solución a favor del domicilio 
que guarde una relación más estrecha con el convenio arbitral; en todo caso, po­
dría decine, concepto jurídico indeterminado éste de relaciones más estrechas, 
y para la hipótesis negativa, es decir, la inexistencia de domicilio, se prefiere el 
criterio de la residencia habitual. Para esta hipótesis de dualidad de domicilios y Ja 
regla favorable al lugar que guarde una «Vinculación más estrecha con el conve­
nio arbitra}l. cabe decir que el domicilio de las personas físicas es uno y se concreta 
en el lugar de la residencia habitual siempre que concurra adicionalmente propó­
sito de permanencia o aninuu mtmntdi (art. 40 a::, y en la actualidad más de 180 
días al año), de manera que no se ft\tiende por Ja doctrina de dónde sale el criterio 
de duplicidad de domicilios salvo para las sociedades mercantiles, pero incluso en 
este supuesto puede concretarse el domicilio a efectos procesales cuando existe 
discordancia entre el domicilio registral y el lugar donde ~ su princ:ipal 
establecimiento o e%¡»lotacióP, porque en estos caos clos terceros podrin con­
siderar como domicilio cualquiera de elloS». 

La segunda hipótesis de internacionalidad del artic:ulo 3.1.b en realidad in­
cluye tres -supuestos diferentes, cualquiera de ellos suficiente para estar ante la 
internacionalidad del arbitraje, a saber, si: ca) El lugar del arbitraje determinado 
en el convenio arbitral o con arregJD a éste está situado fuera del Estado en que 
las partes tengan sus respectivos domicilios; b) el lugar del cumplimiento de una 
parte sustancial de las obligaciones de 1a relación de la que dimane la contro­
versia se halla fuera del Estado en que las partes tengan sus domkilios; e) o el 
lugar con una •relación más estrecha• con la relación juridica está situado fuera 
del Estado en que las partes tengan sus domicilias». 

El primero de los supuestos del articulo 3.1.b consiste en )a internacionalidad 
determinada por el lugar o sede del arbitraje elegido por las partes en el CCOil"YaÚO 
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arbitral o con arreglo a éste», opción por la que puede convertirse en internacio­
nal un arbitraje en principio interno, incluso entre empresas del mismo Estado, 
pero que sea consecuente con la vis atractiva de arbitrajes de la Ley 60/2003. 

Sin embargo, la Ley 60/2003, en este supuesto subjetivo, no ha acogido el 
criterio de la Ley Modelo (art. 1.3.c) de internacionalización delimitada por la 
propia autonomía de la voluntad de las partes en dicho sentido, es decir, me­
diante acuerdo expreso de las partes consistente «en que la cuestión objeto del 
acuerdo de arbitraje esté relacionada con más de un Estad<»>. La determinación 
del lugar del arbitraje, en consecuencia, puede ser directa, cuando es prevista 
por las partes en el convenio arbitral, o indirecta, esto es, como resultado de la 
aplicación del reglamento que regule el arbitraje al que se hayan sometido las 
partes en el convenio arbitral. 

Al lugar determinado del arbitraje es, además, de aplicación el articulo 1 de 
la ley, ~tivo a su ámbito de aplicación, e indica que: «Esta ley se aplicará a 
los arbitrajes cuyo lugar se halle dentro del territorio español, sean de carácter 
interno o internacional», afirmación territorialista del ámbito de aplicación de 
la ley espa.ft.ola que cabe matizar al ponerse en relación con el artículo 26.1 de la 
Ley 60/2003, que establece que las partes podrán determinar el lugar del arbi­
traje o, en su defecto, lo harán los árbitros, «atendidas las circunstancias del caso 
y la conveniencia de las partep . 

. El segundo supuesto del artículo 3.1.b es claramente objetivo, se refiere a situa­
ciones en las que la ·relación juridica está conectada con diferentes onienamientos 
juridicos por estar dicociados espacialmente los elementos subjetivos del contrato 
(domicilios de las partes en un·mismo país) y los objetivos (lugar de cumplimiento 
en otro pafs). En este supuesto, un arbitraje entre empresas españolas podrá ser 
considerado iDtemacional si el lugar del cumplimiento del contrato se encuentra en 
el mranjero. El tercero de los supuestos del articulo 3.1.b es el más dificil de de­
limitar por utilizar un criterio indeterminado o flexible como es el aiterio de la 
eDstencia de una «relación más est:J'eCha,. entre la controversia y otro ordenamiento 
juridico distinto al espaftol Es un supuesto que siJW para localizar adeCuadamente 
en el espacio relaciones jurídicas complejas, como aqueDas en que prevalece la in­
existencia o dificultad para determinar con precisi6n la prestación característica del 
contrato, sobre todo cuando concurren varias acumuladas, y se corresponde con 
el denominado principio de proximidad en la detmninaci6n del derecho aplicable 
(IDaDifestado, entre otros casos, en los ans. 4.1 y 4.5 del Convenio de Roma, de 19 de 
junio de 1980, sobre Ley Aplicable a las Obligaciones Contractuales). 

Asi, este criterio puede ser invocado en los supuestos conectados con un único 
ordenamiento jurídico, en atención a sus elementos objetivos y subjetivos, pero 
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que, por tratarse de contratos propios del comercio internacional y surgidos de 1a 
práctica contractual internacional, la correcta ubicación del contrato se encuentra 
en un ordenamiento extranjero, como los contratos entre empresas españolas, 
pero que se refieren a modalidades contractuales que han surgido en la práctica 
contractual internacional y que sólo tienen sentido en el ámbito ~ ordenamien­
tos del Common Law. En esta situación se puede invocar que el contrato presenta 
una relación más estrecha con un ordenamiento extranjero (art. 3.1.b) y carac­
terizar el arbitraje como internacional. 

En último lugar, la hipótesis de internacionalidad del articulo 3.t.c consiste 
en que «la controversia afecte a intereses del comercio intemacional•. Esa pre­
visión no deriva de Ja Ley Modelo, sino de influencia de la Ley francesa, como 
se ha adelantado. 

Estos criterios pueden recordar con bastante similitud a Jas tradicionales re­
glas de conflicto en el derecho internacional privado, y por influencia pasan al 
arbitraje intemaciQDal. Se trata del supuesto e) del número 1 del articulo 3 que 
incorpora el criterio material de considerar arbitraje internacional cuando «la 
relación jurídica de la que dimane la controversia afecte a intereses del comer­
cio internacional».Z4S 

Regla esta que es muy útil para calificar como internacional un arbitraje, pe­
ro que es fuente de no pocos problemas de interpretación debido al carácter 
amplio de lo que puede entenderse en cada momento por los «intereses del co­
mercio intemacioD&P, concepto jurídico indeterminado que, por otra parte, ha 
sido ya ampliamente interpretado y aplicado por distintos tribunales judiciales 
en, el derecho comparado. 

El criterio de territorialidad es el preponderante para la internacionalidad del 
arbitraje e impregna todo el sistema, y ello con mdependencia de que el arbitraje 
sea interno o internacional, aunque para éste rijan determinados articulos bien 
delimitados. :M6 

:m Fl critmo, de larga ~ como decimos, m la prictica del c:omen:io ÍDt'etDal:iOIII, 
fue deepjm por .... áerta jurilpnadeDc:ia del pail wciDG, mál tarde apoyado por la Cámara 
de Comercio In~ y fiDalmente iacorporado en la Convend6n Euopea de Arbitraje de 
1961 y m la ley francesa que operó la r:áorma del Código de Procedimiento Civil (art. 1492) y 
ea la que se ha iaspindo sin duda nuestro leghledor iutloduáea4o fitulmealle aea fórmula c:on 
escasa varild6a («at bdb'W'i••' r.,.wma,r ~~ ""',. Qllllf 4n iMWtr • = aL.,. Ülliml4l .... ). 
apud MlaJNo MlaaiAN. J.F • ., Cim.LóN Mmau.,J.M., ~ • 4mdtllllriJimlt, 3• ed., 1ltomson 
Civbs: 164. 
2~ ar. MaMo MuaWI,j.F. y Oau.óN MIDINA,J.M., TndalD tk Urrdto ~ 3- ed., Thomlon 
Civítu: 1069; 
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Observamos reglas especiales del arbitraje internacional, como en el artículo 
2.2 (reconocimiento implicito de la capacidad del Estado y otras personas públi­
cas para someterse al arbitraje o comprometer); el artículo 9.6, que recoge en la 
ley la autonomía de la voluntad en la concreción del derecho aplicable al convenio 
arbitral como norma preponderante o principal, y subsidiariamente las normas 
jurídicas aplicables al fondo de la controversia del articulo 34 o, finalmente, como 
cláusula de cien"e, por el derecho españolw 

El articulo 32.2 de la ley es de gran trascendencia en el arbitraje internacional 
por cuanto supone la posibilidad, basada en la voluntad de las partes y, subsidia­
riamente, en la ddenninación de los árbitros, para elegir, sin restricciones, del 
conjunto de normas aplicables al fondo del asunto. 

Y, así, perfila la ley un arbitraje internacional en clara diferencia con el arbi­
traje nacional o doméstico en ciertos aspectos, como el caso del artículo 39.5, 
que in~oduce plazos más amplios para la corrección, aclaración y complemen­
to del laudo en los arbitrajes internacionales. 

4.5.2.2. Las in.noYacioncs introducidas en d ordenamiento español por la Ley 
60/2003, de Arbitraje 

La Ley 60/2003, de Arbit:raje, merece en su conjunto un juicio crítico favorable, 
sobre todo porque con ella se produjo un avance cualitativo con respecto a la 
Ley 36/1988, de S de diciembre, u. rompiendo definitivamente con las últimas 
ataduras formalistas que aún se arrastraban en la de 1988, fundamentalmente la 
protocoliz:adón dellaudo,3411 pero, sin duda, por adscribir a nuestro país al sis­
tema monista y por haber hecho un muy buen esfuerzo por alinearse entre las 
legislaciones más vanguardistas en la materia en derecho comparado. 

Como se indica en su exposición de motivos, la ley hace de puente annoni­
zador entre las tradiciones jurídicas continentales y las anglosajonas, producto 

247 Sobre la amplitud am que la ley vigente acoge el principio de autonomia de las partes m la 
eHcd6D cJel derecho qliable, w..e GoNzALEz CAuAsoo, C., Olmmmrios a La ky ID'mJ, th 23 u 
cliritMift, .Mi!Njr.l92-19S, apud MBRJN0 MuaWf,j.F. yCHn.LóN MEDIMA,J.M., TnlfllllothtJn.. 
• Cl'6ünll, 3" ed., TbomJoa CMta: 1069. 
l4i GoNzJ.uz Mo!ms, J.L., &~a&s s«n tl«mtrajt, 1M trllbU ddw, 2008: 75-112, 115-130, t n-
189, t9l-m, ns-m, 187-320, 323-371,433-497. 
249 Cfr. ·MmtJNo Maa~AM,J.F. yCMn..l..óN MED!NA,J.M., TI'IIIIIJD u dnwfto tmitral, 3• ed., Thomllon 
cmtas: 161. 
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de un cuidadoso estudio del derecho comparado. Por ello, no es eJ:trafto que la 
valoración conjunta de la norma, en términos generales, sea positiva, aunque 
como veremos más adelante, se IDU1tellgail aún penumbras y sombras que ha 
sido una lástima que no fueran despejadas por ellegialador. 

Como cuestiones más novedosas introducidas, con sus aciertos y puntos os­
curos, cabe citar, entre otras, las siguientes:-250 

4.5.2..1.1. m cat, ,. ..-.a ••ificwlol"., ...,._.. .. del ..wu.;e COIÚil ...,._ 

aJo. uWcnja r:tp r lela Es de alabar que se formule una ley de arbitraje como 
derecho común aplicable a los diversos tipos de arbitraje que no tengan regu­
lación, o sea ésta incompleta, considerando los arbitrajes especiales como una 
modalidad del arbitraje general u ordinario. 

4.S.2.l.l. B w "'" .... ......., dc6aiahoo dclut.kuje 194 d r nl 251 Acoge sin titu· 
beos el ordenamiento internacional del arbitraje, de eJaboración jurisprudencial 
primero, y más tarde incorporado a la práctica y al derecho convencional y na­
cional del arbitraje, introduciendo así la debida fla:ibilidad frente al rigor de los 
conceptos encorsetados del arbitraje interno, que han sido sustituidos y vaciados 
de contenido. 

Supenmdo la petspectiva conftictualitta, las normas del ubittaje intel:nadonal 
se posicionan en sede del arbitraje clolnéstko y, por ello, ti"' iertden al arbitraje co­
m~ Por primera vez en nuestro ordenamienm se defiDe el ubitJaje intemacional 
con ayuda de criterios <"'O'tenidos en el modelo de la ley de OIUOMI en su anfculo 3. 

A difel'eacia de la ley anterior de 1988, eomo se ha ad.elmrado, la ley de 2003 
reconoce y defiDe el arbitraje internacional y le apJica reglas distintas, pese a que 

250 Cuc.t.Rm.1.A GAUAHA, LA., El promli~~timlo ~ Lly 1/YJJXJJ, ü 23 llicinrtlwr, th Arbitnajr, 
2004: 17-35, .0-1.36, l41-203, 205-342; y MlaiNo Mlac:IWI, J.F. y CluuóN 'MumcA, J.M., Tnatado 
4t ündto lll'flimrl. 3• ed., Tbomscm Civitas: 168 y ss. 
151 NAVAIUI'i, A..M.L., Dlrrdte., ~ ÍJIImlo, ~ 198.9: lU-128; WAkn ÁNGa., 
..Jcá Luis. 4IAJpnas DOtal ~ 111 proyecto ele LA ea ns IISJl • wmes ¡efi¡¡¡w 81 
arbitraje "**c:ial ~.ea BáiMiios tle ....,. tll'iiáalje, 1 Coapao ele Derecho Vasco 
ele Amtnje. 1988: lU-131; eo.oótt MoaaP, PAAJmiiO, Bl.,.,."' ti ...... ~ ..,_ ~ 
~ 1995: 172-187; Qu.a'TDO IWBIQ, M-V~ B,..,.. -••m. ..,_ti ... 
Mlilmh1ul 4P6itNje Allllll'tÍiil.ÍIIftl w.ar 111L 1997: 54-73, 94-U l. lll-U2, 146-112; OICWII A <lA­
LlANA, Lla-ANDIW, lsl ~ ~ Lq ·~. ZJ ....... ~. l004: .36-41; 
MaMo ~;J.F • ., Calu.ON ~J.M., '1hdllllo • .,.,. .,.._, 3" .... 1'bDiuoa Qftlc 
907~10,9Jl-9t7,929~930,J469-1509. 
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proclama una superación del esquema dualista tradicional, como manifiesta la 
exposición de motivos, pero, aún con la existencia de dichas normas espedfJ.Cas 
del arbitraje internacional que hemos enumerado, no podemos sin más negar 
dicha proclamación de la exposición de motivos de la ley, aunque sí matizarla, 
como hemos hecho. 

En la derogada ley de 1988 se evitaba hasta tal punto el arbitraje internacio­
nal que ni se nombraba, asi, el titulo x de la ley de 1988, muy criticado por 
ello, tenia un enunciado sumamente significativo: «De las normas de derecho 
internacional privad~, llegándose incluso a pedir su supresión en trámite de 
elaboración de la ley. Como sostiene la doctrina, con todo, resulta conveniente 
dejar por sentado que una posición sobre el mantenimiento de un dualismo a 
ultranza entre el interno y el internacional, seguido en España hasta la etapa 
postconstitucional y tfmidamente con la ley de 1988, seria tan inconsecuente 
como e~ borrar tal cual las diferencias entre uno y otro, preconizando un dere­
cho para todo tipo de arbitraje. En este sentido, justo es reconocer que la ley de 
2003 marca un indudable progreso sobre la ley de 1988. zsz 

Nos haDamos ante un arbitraje internacional autónomo y que, en lugar de 
considerar absolutamente separados el arbitraje interno y el internacional, y por 
mor de que tampoco podamos rigurosamente establecer su carácter exclusiva­
mente monista, como hemos argumentado, introduce normas y articulos que 
sólo se aplican al arbitraje internacional y no.al interno, aunque también existan 
numerosos preceptos que son comunes, porque la ley se erige como de derecho 
com.ún y monista. 

4.S.2.2.3. La ••p"..U. de 1u -- arbknbla y la atribadóa al &t.do y lo. 
Of'8Z • m de ele: dao páblim de ca...,.,.w.,t para coaapi'OIIIdCL Se ha producido 
una ampliación· de las materias que pueden ser objeto de arbitraje. En línea con 
·la Ley Modelo, los tratados internacionales y las legislaciones internas del Rei­
no Unido; Holanda•y Estados Unidos, la ley se erige en tomo. a la liberalidad en 
cuanto a disponibjJUfad objetiva de las materias susceptibles de arbitraje. m 
. '- m criterio del articulo 2 de la ley es el siguiente: sólo son arbitrables aquellas 
matetias que estén en disposición de las partes, lo que excluye las normas impe-

m e&. MmuNo Mui:HAN,J.F. y OmJ.óN Mm!NA,J.M., Tl'lllliJo dt dmdrD arlñtral, 3" ed, Thomson 
Civbs: 164. 
m e&. ibicl.: t65. 
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ratiV3s o los ámbitos espedalmente excluidos del arbitraje, por ser materias iD­
disponibles. 

La fórmula que había consagrado el artículo 2 de la Ley de Arbitraje de 1988 
era de una mayor imperfec:ción técnica que la de la nueva ley, al tratarse de una 
fórmula desaiptiva que enumeraba materias inarbittables pero que, en si, la 
realidad no se agotaba en dicha enumeración normativa. 

Por su parte, el apartado segundo de este mismo artículo 2, dedicado a las 
materias arbitrables, recoge ezpresamente el reconocimiento indirecto de la ca­
pacidad del Estado para comprometer 'f someterse a arbitraje en el ámbito de 
los arbitrajes internacionales, y la ezposición de motivos de la ley justifica este 

atremo en la necesidad de mantener en todo momento la igualdad entre las 
partes, sean de derecho privado o público. Una apertura desde antaño fervien­
temente defendida por la doc:trina y que llega tarde. Por otro lado se critica por 
la doctrina el que se intepen en el mismo articulo ambas materias. 

4.S.l.l."- la 1 wi&n de Jea ........ w..nJay de daecbo M-ioa ... dN. De 
nuevo quedan ezcluidos de este derecho común los arbitrajes laborales (art. 1.4 
LA), pero más grave aún es que la ley no se refiera, ni para exduirlo ni admitirlo, 
al arbitraje de derec:bo administrativo, al que si se refiere la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, de Régimen Juridico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Si realmente se quería, de una vez por todas, incorporar el arbitr'lje al ámbito 
del derecho administrativo era preciso, de acuerdo incluso con nuestro Tribunal 
Constitucional, concebir esta institución en la ley sobre arbitraje, para ello, la 
ocasión que brindó la ley de 2003 fue única, y no se reparó en ello. 

4.ms. u. n. d• ..., 1 1w ce= '"" En contra de los tratados iDbmlado­
nales. y de la propia ley uniforme, ellegjsladof de 1988 trató esta cuestión de 
manera restric:t.iva; en vez de favorecer el arbitraje sobre todas las materias dis­
ponibles, estuviesen o no relacionadaa con otras que no fuesen, se decantó por la 
.exclusión del arbitraje a estos supuestos. 

En la ley de 2003 aiste UD ailencio que conlleva problemas en la prictic:a 
del arbitraje, aunque exista una tendeDc:ia a interpretarse en el sentido que, en 
las materias inseparablemente UJlidas a otras sobre las que las partes 110 teDpD 
poder de deásión, repi. el principio de separabilidad, cuando no el principio de 
absorción a favor de la arbitrabílidad. 
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4.S.l.2.6. La lihertad ele r.r...y cláaaula arbitral por ráaaacia. También resulta 
muy positivo el que la nueva ley refuerce el criterio antiformalista, tan necesario 
en el arbitraje, carácter éste de la flexibilidad tan apegado a la institución. 

En este sentido, la enmienda última introducida por el Grupo Parlamentario 
Popular en la Comisión del Consejo al inciso a del artículo 5 en el sentido de in­
corporar un inciso 1 en el que se dice: «Será válida la notificación o comunicación 
realizada por fu u otro medio de comunicación electrónico, telemático o de otra 
clase que permitan el envío o la recepción de escritos y documentos dejando cons­
tancia de su remisión o recepción y que hayan sido designados por el interesado», 
ba supuesto cubrir una laguna existente desde 1988. 

Se acoge en dicho articulo 5la llamada cláusula arbitral por referencia, que es 
la que no consta en el documento contractual principal sino en un documento 
separado, y se admite su validez, consecuencia más de la autonomía del convenio 
arbitral, que prevalece en el arbitraje interno e internacional. 

4.S..2.l.7. La~ del•porte elecuóaico e iDformáDco. Como consecuencia 
del imparable av.mce de las nuevas tecnologías de la información operado en 
la última década y de la sociedad de la información, en la que es fundamental 
la seguridad jurídica en la emisión y recepción de las declaraciones de voluntad 
negociales, así como el criterio antiformalista, la LA de 2003 permite que el lau­
do conste no sólo por escrito, sino en soportes electrónicos, ópticos o de otro 
tipo; siempre que quede constancia de su contenido y sea accesible. 

Esta posibilidad se extiende al laudo arbitral, conforme al artículo 9.3. 
Aunque nada se diga expresamente en la ley sobre extender esta posibilidad 

a las mmunic:aciones y notificaciones arbitrales en curso de procedimiento, nada 
obsta a que puedan practicarse y contenerse en soportes informáticos análogos, ~ 
en base a la JegisJacióu sobre contratación electrónica y con base específica en las 
facultades que se otorgan a los árbitros en los articulos 10 y 30.3, siempre que 
las comunicaciones se bapn con los requisitos de autenticidad que exige la legis­
lación· especial en la materia. Asi, el legislador ha sido plenamente coherente con 
la Directiva 2000/31/CE, del Padameuto y del Consejo, de 8 de junio de 2000, y 
con el arbitraje previsto en la Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y 
del Comercio ElectróDico, por la que se transpone al derecho interno espaüolla 
dtada DinK:tiYa. Se Wmc a acoger al denominado arbitraje cm lW o por medios 
eJiectr6uioos, herramieDta indispensable del comercio electa ónico o digital. 

Pero no se resuelven del todo los problemas suscitados por esta modalidad 
del arbiuaje que se desarrolla a través de la red y ello porque quedaban en clara 
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«des1ocaliz:ac» la aplicabilidad del derecho y competencia de los tribunales, ya 
que estos elementos se establecen normalmente en razón al lugar o sede en donde 
se producen los actos jurldicos, por lo que se decía que esta posibilidad podía poner 
en jaque la efectividad del proceso arbitral Ante estas criticas iniciales se opone 
el hecho de que, hoy, el fenómeno de la desloc:alización del arbitraje es corriente 
admitida en el arbitraje internacional, sobre todo porque la propia autonomía de 
la voluntad de las partes, reina del arbitraje, suple estas deficiencias. 

Tampoco se ha salvado esta innovación de la ley de 2003 del problema de la 
aplicación del principio de orden público, muy solapado con el criterio naciona­
lista, sobre todo en materia de protección de los consumidores,.que tiene una 
especial incidencia en materia de contratación electrónica. 

4.S.2.2.8. La ampliadóll de ao. ......... del uldtnJe •w•~wrio. El arbitraje de 
origen teStamentario que estaba recogido, con carácter excqxíonal, en el artículo 
7 de la Ley 36/1988, de S de diciembre, en la Ley de 2003 pierde esta última nota 
de excepciona.tidad, lo cual debe ser bienvenido. 

Sin embargo, en la práctica arbitral se han WDido planteando serios problemas 
respecto a aquellos arbitrajes recogidos por el causante por disposiciones te:!Uülen­

tarias, ya que los herederos legitimarios no pueden acudir al arbitraje a resolver 
diferencias en la distribución o administración de la herencia; y este problema se 
hubiera resuelto si se hubiera establecido esta prohibición sólo para el teréo de legí­
tima y mejora, pero no para el tercio de libre disposici6n, que es donde normalmente 
se plantean los problemas hereditarios y que no es ámbito del ius CD!'ftiS de derecho 
de legitimas, sino de derecho dispositivo, como bien se sabe.lS4 

4.5.2.2.9. La captddad para .a MIHtto y la pt'""pción liaw.ble hui& el..wr.r.je 
ele del cho Es acepUble el que el árbitro de arbitraje de derecho no tenga que ser 
abogado en ejercicio, tal como exigía el articulo 12.2 de la Ley 36/88. 

Conforme a la ley de 2003 pueden ser árbitros las penonas naturales que se 
hallen en pleno ejercicio de sus derechos civiles, siempre que no se lo impida la 
legislación a la que puedan estar sometidos en el ejercicio de'su profesión. Sin 
embargo, al establecerse1U1a presuacl6n favorable hacia el arbitraje de derecho, 
se deberla haber tomado por el legislador alguna cautela para mw que legos 

110 



en derecho arbitren en derecho, pues al no estar expresamente prohibido esto 
último puede desacreditarse el arbitraje con laudos que hagan un mal uso o una 
aplicación in"esponsable de las fuentes normativas, necesarias para la debida 
motivación del laudo en el arbitraje de derecho. Afortunadamente, una enmien­
da in uoa, introducida en la Comisión de justicia del Senado, permite en el 
arbitraje de derecho la presencia de un árbitro que sea abogado en ejercicio, 
incorporándose un apartado 1, nuevo, al artículo por el que se establece que, 
en los arbitrajes internos que no deban decidirse en equidad, se requerirá la 
actuación de abogado en ejercicio, salvo acuerdo expreso en contrario. 

-6.5.2..2.10. Lo. Uaa.i1a ea la dcsipacióu dd árbitro y el principio de mfnime 

luan Wa jndkhl Asimismo, se confirma la tendencia doctrinalmente asen­
tada denominada «formalización judicial del arbitraje» pero reduciendo el papel 
del jueZ al simple nombramiento del árbitro, sin que pueda ni deba controlar la 
validez del convenio arbitral o la arbitrabilidad de la controversia, por aplicación 
del principio de mínima intervención y de complementariedad de los tribunales 
judiciales en el marco del arbitraje, y de prohibición de entrada en el fondo de la 
controversia laudable, principio éste que queda bien determinado, por primera 
vez, en la legislación arbitral Este tema queda relacionado con el principio 
Kompttmz-Ktnrapmtz antes estudiado. 

Tema dásico en el derecho del arbitraje es el relativo a la intervención de los 
tribunales judiciales en el curso de las operaciones arbitrales. La desconfianza 
inicial va desapareciendo y se observa una mayor autonomía del arbitraje respec­
to de los órganos judiciales, admitiéndose mecanismos propios en el desarrollo 
del arbitraje en todas sus fases. La ley responde a este objetivo y contempla la in­
tervención de Jos tribunales judiciales, en el artículo 7, como minjma y tasada, «en 

Jos asuntos que se rijan por la presente ley no intervendrá ningún tribunal, salvo 
en los casos que ésta así lo disponga». 

Existe, no obstante, en distintas fases arbitrales, la necesidad de una inter­
vención merior pua dar solución a los conflictos sobrevenidos y ello porque no 
debemos olvidar que los árbitros carecen de imptrilllrl jurisdiccional Esta míni­
ma intervención judicial se permite en casos relativos a la eficacia del convenio 
arbitral (sustantivos y procesales, que la ley señala como positivos y negativos, 
esto es, ejecutabi1idad y ~ón de declinatoria de arbitraje), a la materia pro­
batoria que e:a.ralim.ite el poder de los árbitros y a la anulación del laudo en casos 

estrictameDte tasadoL 
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4.5.2.2.11. La collfirmadóD del priacipio ~X.nt~ teiii& La confirmación 
del principio Kompnmz-Kompdt71Z, aceptada por los tratados internacionales y 
reconocida por la doctrina científica, consti~ un elemento muy positivo. Se 
opta por el criterio abíeno que ya había sido acogido por la Ley Modelo de la 
CNUDMI, que reconoce a los árbitros el poder para decidir sobre su propia com­
petencia, cuestiones pseudoprocesales que se planteaban al inicio del proceso 
arbitral, y ello para eliminar, o al menos reducir, las posibles dilaciones que 
pudiera plantear alguna de las partes con el fin de frustrar o producir una crisis 
en el desarrollo del arbitraje, a la vez que reconoce el verdadero caricter de juris­
dicción que ejercen los árbitros. 

4.5.2.2.12. La blfaaióa de la rep cootaaida ea la Ley 3611-. por la qae el 
arbitraje 1e CDDiidenha de equida.d si oo 1e .,........lo coouuio. En la ley de 1003 
se da preferencia al arbitraje de derecho en defecto de acuerdo de las panes, así, 
las partes pueden decidir cuáles han de ser las normas jurídicas aplicables cuando 
el arbitraje sea internacional; se acoge, de esta manera, la tendencia de la legisla­
ción comparada y de los tratados internacionales. 

La razón de este giro espectacular, se sostiene por la doctrina, se halla en 
que el arbitraje parece tender hacia una verdadera jurisdicción, donde el árbitro 
actúa como un juez y, por ello, no resulta entonces acorde a esta tendencia el que 
se interprete la voluntad de las partes, en ausencia de una designación expre­
sa, como de establecimiento del arbitraje de equidad, en lugar del arbitraje de 
derecho. 

4.5.2.2.13. La p d Qo d d de deuda»: ~ ~ Los úbitros, a instancia 
de parte, cuentan con esta facultad. Tanto los tratados internacionales, como la 
doctrina, coincidían en que esta materia era la auténtica pieza angular de todo el 
edificio arbitral, y muy necesaria, pues, se dice, si el árbitro c:am:iese de potestades 
para adoptar medidas cautelares estaria abriendo una via de fuga en el cequivalen­
te jurisdiccional». 

4.5.2.2.14. Nod'cw ·o aa, COIMIIUc:adoaea y ,a.-.. Se solucicma un punto oscuro 
de la Ley 36/1988, sobre todo al regulane la forma, el lugar y el tiempo de las 
notificaciones y comunicaciones, y se establece una novedad: el establecimiento 
~x l~gr de cómputo de plazos por dias naturales. 
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4.S.l.l.lS. FJ pl'dll me ele la prejudicialida,J pcoal ea Jede arbitnl. La Ley de Ar­
bitraje de 2003 guardó silencio sobre un dificil problema que viene planteándose 
en la práctica cada vez con más frecuencia: la cuestión de la prejudicialidad penal 
en sede arbitral, que aún hoy, tras la reforma de 2011, pervive, y de la que se guar­
da silencio en los textos normativos. 

De la misma forma que la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
reguló en su texto la prejudicialidad penal (art. 40), estableciendo unas reglas de ac­
tuación procesal, el nuevo marco arbitral debería haber afrontado este importante 
problema práctico que no ha tenido una solución uniforme por la jurisprudencia. 

Si bien la tendencia que se extiende en derecho comparado es la de conside­
rar que la mera interposición de una acción penal no suspende el arbitraje, ni 
siquiera el hecho de haberse admitido una querella criminal (m de 2 de julio de 
198-4, por todas las posteriores), ello en consonancia con el criterio pro arbitraje. 

La • más conforme al principio pn-petwltio arbitralis es la de que sólo que­
da suspendido el arbitraje en caso de que la acción penal sea admitida y se dicte 
auto de pro cesamiento, pero sólo cuando los hechos sobre los que trate la causa 
penal incidan directamente, y sin posibilidad de separación, en el relato fáctico de 
la controversia arbitral, es decir, que exista una indisoluble conexión. 

4.5.2.2.16. U relmrizM:ióa de la lapci'D!Ibifidecl cid ú:bitto: el tránsito de la la­

pGIU '-.ilid..t por adpa e r /ig d• a la ·g d• ele dolo o mala fe, truJado ele la 
carp ele la praeba a la parte que 80Ralp dicha respoaabilidad. La Ley 36/1988, 
en su artículo 16.1, estableció para los árbitros una responsabilidad, frente a las 
partes, por los daños y perjuicios que su conducta causare por dolo o culpa. 

m pto~ de la ley de 2003, en su artículo 21.1, recogía prácticamente esa 
misma responsabilidad. Sin embargo, esta orientación se apartó en la Comisión 
de Justicia del Senado que, al aceptar la enmienda número 89 del Grupo Parla­
mentario de Convergencia y Unión (ciU), se traslada de la responsabilidad por 
culpa a responsabilidad específica por daiios causados a las partes cuando el árbi­

tro haya actuado de mala fe, temeridad o dolo. 
Ello significa que se ha restringido considerablemente el ámbito de la respon­

sabilidad directa de los árbitros. 
Dejan de ser aplicables para ellos los articulos 1104 y 1902 del ce, y corres­

ponde la carga de la prueba, de la concurrencia de la mala fe, temeridad o dolo, a 

la parte que quiera exigirla. 
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4.5.2.2.17. La ,...Qichd de diccar laadol pardales. Son los que recaigan sobre 
alguna parte del fondo de la controversia o sobre otras cuestiones conexas, como 
son la propia competencia del Arbitro o la adopción de medidas cautelares. 

Supone la posibilidad de que los úbitros decidan cuestiones fundamentales, 
como la I<ornpnnrz-K.orrapetmz, por ejemplo, antes del Jaudo final, para evitar trá­
mites innecesarios, o sobre medidas cautelares para asegurar el desarTODo, el objeto 
y el fin del proceso. 

Pero sin duda el precepto de mayor importancia es el relativo a la posibilidad 
de dictar laudos~, no en un concreto litigio en supuestos generales de 
iru:umplimiento, sino en la interpretación de los contratos, sobre todo aquellos 
de largo tracto sucesivo de las partes, en consonancia con el principio nbus m 
stantibus, o de acuerdo con las partes, y elevar a la categoria de titulo ejecutivo 
y cosa juzgada como características del laudo, lo que no es más que un acuerdo 
-siempre deseable- entre partes. Esta posibilidad favorece el desarrollo de la 
operación arbitral y acerca el laudo al ideal de satiúacci6n para ambas partes. 

La consagración de este principio tiene su origen, también, en la práctica com­
parada del arbitraje internacional 

4.5.2.2.18. la i ••ecióa del,.._ para emitir ellaado. Emtia una laguna a 
este respeto, sobre todo en defecto de acuerdo de las partes, y -demás 1especto a 
si se computaba desde la presentación de la contestación de la demanda arbitral 
o desde la expiración del plazo para presentarla. 

El texto del proyecto de ley otorgaba al árbitro la posibilidad, si 1as partes no 
hubieran dispuesto otra cosa, de ampliar el término de 6 meses. Lo cual creaba 
una indefinitud que contrariaba el carácter tlsible y celeridad exigibles al ar­
bitraje creando un tiempo sitw dit en la emisión del Jaudo. 

Este problema se subsana, aunque no del todo, al aceptarse la emnienda nú­
mero 60 del Grupo Parlamentario Popular por la que se solicit2ba introducir un 
inciso al primer páTafo del artículo 37.2 en el siguiente sentido: «Saa\'0 acuerdo 
en contrario de las partes, este plazo [el de 6 meses] podri ser prorrogado por 
los úbitros, por un plazo no superior a dos meses, mediante decisión m.otiva<:fa,.. 

Pero hasta esta ley, uno de los motivos para solicitar la anulación del laudo 
era que éste se hubiera dictado fuera de plazo. Sin embargo, no obstante haberse 
establecido un plazo determinado para dictar el laudo en el articulo 37.2, el41 
de la ley de 2003 no recoge entre los motivos de anulación que el laudo se ·baJa 
dictado fuera de plazo, por lo que, en principio, pudiera pensarse que queda en 
manos del árbitro dictar el laudo cuando estime conftDiente, sin limitación de 
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tiempo, ya que esta irreguJaridad no da lugar al nacimiento de la acción de anu­
lación, si bien en. la fase de discusión senatorial del proyecto de ley de arbitraje 
se logró finaJmente cambiar el artículo 37.2 del mismo, en el sentido que la ex­
piración del plazo sin laudo determinará el cese de los árbitros sin perjuicio de 
la responsabilidad de los mismos, por lo que la inobservmcia de los plazos im­
perativos establecidos para dictar un laudo no determinan causa de impugnación 
del mismo, pero si hacen recaer sobre el árbitro incumplidor su cese y la respon­
sabilidad que se establece en la redacción definitiva actual del artículo 37.2 in fin~. 

4.S.2.2.19. A=enlo. y .dopcióa clellaade. El artículo 35 de la nueva ley repite el 
contenido del articulo 34 de la ley de 1988, cuando determina que cuando haya 
más de un árbitro toda dec:isi6n se adoptará por mayoría, salvo que las partes 
hubieren dispuesto otra cosa; y si no hubiere mayoría -dice ese precepto-, la 
~n será tomada por el presidente. Pues bien, no se comprende que, a falta · 
de acuerdo mayoritario, el laudo deba ser dictado por el presidente, aún más 
cuando el arbitraje se erige como «eqUivalente jurisdiccional» en el que, en caso 
de empate, dirimiria, en todo, el voto cualificado del presidente, según nuestras 
normas procesaJes. 

•• S.2.2.20. La IUpr.ióa de la ..bl'& a' 1 d de ptUCD .lizerió111 DObrial del laudo. 
La supresión del carácter preceptivo de la protocolización del laudo es algo que 
fue solicitado basta la. saciedad por )a doctrina porque la protocolinlción era una 
exigenáa rigurosamente formalista casi desconocida tanto en legislaciones inter­
nas de derecho comparado como en tratados internacionales sobre la materia. 

Asi, el laudo será válido y eficaz desde que sea dictado por el árbitro, sin 
necesidad de ninguna solemnidad, por lo que la fuerza ejecutiva del laudo no se 
hace depender más de su protot'lOlización. No por ello resulta eliminar, en sede 
de oposición frente a la ejecución del laudo por cualquiera de las partes, la facul­

tad de alegar falta de autenticidad del laudo. 

U 2 2 ·n. La aen ¿. t6dta • 1M facnhedes de hDpngnación. Defendemos la 
doctrina pro arbitraje, pero se sostiene que quizás el artículo 6 de la ley fue 
demasiado lejos al establecer una presunción iuris tontum de renuncia tácita a las 
facultades de .impupación cuando·no se denunciase, dentro del plazo previsto 
puaello, o tm pronto como fuera posible, la omisión de requisitos del convenio 
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arbitraPss Se penigue con ello que la parte que, tras la emisión del laudo, se ve 
desfavorecida por el mismo, alegue, en ese caso, ex novo, cuestiones de nulidad 
que pudiera haber denunciado antes y que, por mor de dilatar el momento de 
su cumplimiento adYerso, utilice el recurso como estratagema dilatoria de su 
ejecución. 

Dada la redacción del citado articulo puede decirse que choca con el derecho 
a la tutela judicial efectiva del artículo 24.1 de la a, pues se impone la carga de la 
prueba a la parte que tempranamente no denunció el vicio de origen que afiecta­
ba al convenio arbitral o que no denunció la infracción de alguna norma. 

4..5.2 1 2.2 La KICióa de·~ dellaado ._.,._.el pra r-d•irntt cledalllito 
del jaido wrbel. No sabemos cuáles han sido las razones que llevaron a suprimir 
el recurso de anulación del laudo a que se referian los artkulos 45 y siguientes 
de la Ley de Arbitraje 36/1988, porque se babia ac:ogiclo ya en la práctica con 
naturalidad e i:ncluso se había asentado una pequeia jurisprudencia de todas las 
Audiencias Provinciales de España, proclive a acogerla como una impugnación 
sólo viable por motivos· extrínsecos. y no del fondo del laudo, por lo que se 
pierde dicha doctrina muy en consonancia con la verdadera naturaleza de este 
mecanismo de impugnación, que tanto costó adquirir, al hacerse un nuevo plan­
teamiento sobre esta materia. 

4.52.2-U. La,.. i6a ' ' .... por el pmpkt áWua. Ya se ha dicho más atrás 
que uno de los avances conseguidos con la nueva ley es la incorporaci.6n de la re­
~ que la doctrina conoce como Kmnpdmz-K.tmtpetmz. 

Y siendo lo anterior cierto, no lo es menos que en cuesti6n tan sensible como la 
recusac:ión de los úbitros, no admitida por éstos, no se haya constituido como un 
motivo más para la acción de anulación en sede judicill. 

~.5..2..2.U. S..._. dr: reooaa ' ' tu y cjccacWta 4e J.adM ~ Bs un 
punto criticable de la ley porque mejora el tratamiento del reconocimiento (exe­
quátur) y e;ecucióa de los laudos extriDjcros, elimiamclo el esquema que babia 

2SS GoNl.Au!:z-Molms SANaliz,jcst Luas, El amnl j1Mlidol411 criimrjf, 2008: 13-31, 35-40, 4~-llS, 
··~·~.153-171,175-ll. 
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sido adoptado en la Ley de 1988, pero es una mejora que no se entiende cómo 
babia tardado tanto en acogerse por nuestro ordenamiento. 

No se comprende bien queJa ley de 1988, dice la doctrina,256 después de algu­
nos años de vigencia y aplicación de la Convención de Nueva York, en los que 
el famoso Auto del Tribunal Supremo de febrero de 1981 marcó el inicio de una 
nueYa era en elll!CODocimiento de laudos dict3dos fuera de nuestras fronteras, 
no aprovechase la oportunidad que la propia convención le había brindado en 
relación a completar el aiterio de la territorialidad de los laudos para su califica· 
ción como extranjeros. 

En el momento de ratificación deJa Convención de Nueva York, nUestro país 
no him uso de ninguna de las dos reservas (la denominada reserva de comer­
cja)jdgd y la reserva de reciprocidad, conforme a la cual la Convención se aplica 
únjcamente respern • de los laudos dittados en aquellos países que forman parte 
de la misma). En co~ la Convención de Nueva York constituye para 
Espafta un instrumento de carácter universal, puesto que todos los laudos dictados 
fuera de nuestras fronteras caen bajo el objeto de su aplicación. 

Ante esta ciramstancia, sobraba cualquier otro sistema de reconocimiento de 
laudos procedentes del emanjero. Y no sólo sobraba, sino que añadir otro sistema 
se wia como distonionmte, mmme cuando los motivos o causas de oposición al 
tec:oonorimiento poctim ser, a pesar de su aparieDcia, significativamente distintos. 
Con ello se introducía, sin duda, una notable confusión, con importante descrédito 
de la seguridad jaridk:a y de la uniform.izadlm. en el tratamiento ejecutivo de los 
Jaudos que la Qana Magna del arbitraje intemacioual pretendía. 

El problema no es nuevo, pues ya se suscitó ampliamente en la elaboración 
de Ja.Jey de 1988. El artkulo 1, párrafo 2, de la Convención determina que ese 
aplicará también a las sentmcias arbitrales que no sean consideradas como sen­
tencias uc:ioaales eD el país-en que se pide su reconocimiento y ejecución». 

A.á, juntn al estricto uitetio de la territorialidad de los laudos, cabía la posi­
bilidad de que también fuese aplicable la Convención a laudos que pudiesen ser 
considerados como no nacionales por los diferentes Estados conforme a su propio 
derecho, pudiendo hacerse uso de esta reserva en este sentido. 

La nueva ley dariñca este tema y acierta porque ya no son dos los regímenes 
de I'I!CX)nocimiento y ejecución de laudos enranjeros (el convencional y el interno 
o ucicmal), sino uno solo, el contenido en la Convención de Nueva York, que 

JU · Miulo MaaWI, J.F. y Clllu.óH MIDINA. j.M., Tnd~Jo tk Mm1to 41riritnJI, 3• ed., Thomson 
cmc.s: 175-176. 
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se habrá de aplicar en exclusiva como expresamente reconoce el número 2 del 
artículo 46. Excepción hecha a la aplicación del sistema más favorable que pueda 
amparar un tratado vigente de los suscritos por Espam, como la propia Conven­
ción de Nueva York permite. 

Sin embargo, ahí acaba el acierto,257 pues se perdió la oportunidad de com­
pletar dicho sistema, ya que la ley no aprovechó para sacar el máximo partido 
de la Convención de Nueva York tespecto de la calificación como extranjero o 
no nacional de un laudo dictado en nuestro país, pero que no puede, ni debe, a 
todas luces, calificarse como un laudo interno. 

La posibilidad antes dicha fue aprovechada por las leyes francesas (1492 y 
1504 del crc), la Ley Federal suiza (art. 176) o la belga, además de países latinos, 
como la de Panamá, reconociendo el que se desarrollen arbitrajes internacionales 
-con laudos no nacionales- dentro del territorio nacional y bajo el amparo de 
la Convención de Nueva York. 

4.6. La tímida reforma ejercida por la Ley 11/2011, de 20 de mayo, de Reforma 
deJa Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje y de Regulación del 
Arbitraje Institucional en la Administración General dd Estado (la quinta 
etapa de la regulación del arbitraje en España) 

4.6.1. Antecedentes de la reforma ejercida por la Ley de Arbittaje de 2011 

Como antecedentes que llevan a nuestro pais a )a reforma ac:tual de la Ley de Arbi­
tnlje, se habla del proyecto de Ley de Mediación y la desconfianza que el aumento 
exponencial de chiringuitos institucionales de arbitraje ha generado en la sociedad, 
así como la reciente reforma de la legislación francesa arbitral, también de 2011. 

1.57 Cfr. MD1NO MaatAN,J.F. y CHa.LóN Mmw., J.M., T ..... tlmdJo GJ6imll, 3" ed., "lllrlmJon 
CiYials: 175-176. 
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4.6.1.1. FJ proyecto de Ley de Mediaci6n 

Se ha publicadolSI que el Ministerio de Justicia se ha embarcado en una inicia­
tiva legislativa que parecería bienintencionada, pero que encierra en realidad 
un paso atrás en nuestro ordenamiento jurídico en cuanto a la regulación de 
la instituci6n del arbitraje, y que puede perjudicar seriamente la imagen inter­
nacional de nuestro país como sede para resolución de disputas, en particular 
como puente natural entre operadores europeos y latinoamericanos. 

El impulso del legislador a la reforma de la Ley de Arbitraje de 2003, acaecida 
en 2001, venia dado por la introducción en nuestro país de la institución de la 
mediación en el ámbito civil y mercantil, y i>or ello se presentan dos anteproyec­
tos, uno, de Ley de Mediación, y otro, de reforma de la vigente Ley de Arbitraje, 
y reformas complementarias de la Ley Orgánica del Poder Judicial y otras leyes, 
como esbozaremos seguidamente.. 

Como hemos expuesto, la vigente Ley de Arbitraje data de 2003 y supuso sin 
duda una reforma legislativa que situó el ordenamiento español a la vanguardia 
de las legislaciones más propicias al arbitraje internacional. 

Si nuestra Ley de Arbitraje de 2003 sigui6 en todo punto la Ley Modelo de la 
CNUDMI, la doctrina española se ha vmido preguntando la razón por la cual el ante­
~ de Ley de Mectiación DO siguió a la otra Ley Modelo, también elaborada 
por la CNUDMJ, de 2002, sobre Conciliaci6n Comercial Internacional, máxime cuan­
do esa Ley Modelo cumpUa sobradamente los estándares de la normativa europea 
que es justamente la que obliga a nuestro pais a trasponer sus normas en la materia. 

No es objeto del presente realizar un estudio de la reciente regulación de la 
institución de la mediaci6n en nuestro pais, pero baste reseñar que lo más sor­
prende es que se ap~ el impulso que babia que darle a la mediación para 
introducir, a la par, una reforma de la regulación del arbitraje elaborada desde la 
descoofianza que últimamente se babia desarrollado hacia la práctica arbitral por 
la mal.~ pruisde algunos operadon!s, denominados peyorativamente «Chiringuitos 
arbittaleP, que han dado lugar a malas aperiencias en juqados y tribunales en 
nuestro pafs. Dichas institucioDes nacidas en los últimos años, se dice, buscaban 
taa sólo el beneficio eo>nómko que eventualmente parecía ofrecer este nicho de 
~ de la justicia alternativa, desmarcándose de la verdadera intención que 
subyace a la i.nstituci6n. 

J5l QAIIQS AuaafA, P., «La reforma de la ley de arbitraje: 1111 paso atriP, ~ Ci11e0 DW, sección 
Opiaiáa: 03/0l/lOt t. 
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Pero este hecho aislado, derivado de la rrual4 pruis de algunos operadores no 
puede, ~~.y en exclusiva, ser la razón que esgrima nuestro país para haber re­
formado nuestra ley de 2003, sobre todo porque puede ensuciar la buena imagen 
que nuestro país ha venido dando desde 2003 ante el arbitraje internacional. 

Entendemos que la reforma de nuestra ley de 2003, operada en 2001, 
descansa en otras muy loables razones más allá de la M4lo prruis que hubiera 
venido sucediendo por tales operadores y que, no obstante, la sanción a dichas 
malas prác:ticas podrla y puede conseguirse a través de otros medíos existentes 
en nuestro ordenamiento, más allá de hacerlo mediante la reforma de una buena 
ley existente desde 2003. 

4.6.1.2. La reforma de la Ley de Arbitraje francesa 

Mientras en Bspafsa se tramitaba la reforma de la Ley de Arbitraje, Fnncia acaba­
ba de culminar la modiñcación de las dispos.iciones que sobre arbitraje se haDan 
en su Código de Enjuiciamiento Civil mediante Decreto número 2011-48 de 13 
de enero de 2011, algo muy esperado por la comwúdad arbitral &anc:esa e inter­
nacional, que pretendía modernizar un cuerpo legislativo de más de 30 aftas de 
antigtledad.m 

Paralelamente, en España se tramitaba parlamentariamente un proyecto de re­
forma de la Ley de Arbitraje del a1\o 2003, que entró en vigor hada escasamente 
ochoaiios. 

Dudamos qué es lo que Deva al legislador espaAol a propiciar una reforma tan 
cercana en el tiempo, máxime cuando los antec:eden.tes legis1ativos de la institución 
arbitral en EspafuL nos demuestran que los lapsos maaejados se acercan a la media 
de los 24.6 a 30 aAos por reforma. 

La reforma de la ley espaAola de arbitraje busca todavia más, si cabe, «impul­
sar el arbitraje» en nuestro pais, y asi lo indica la propia exposici6n de motivos 
del texto de rrimna. Lo que no es sino incidir ya en el propio propósito de la ley 
del año 2003 que pretendia cque se establezca nuestro pafs como lugar del ar­
b~. 

m cObet n111Mro Z011-41a u jlllwtes"ponaat ~ele fañtiuap», en J-ntalqrj'rriá • 
fa~ F~. Mmistm de lajustice et des I..ibetUs, 14 jallvier 201 1. 
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En este sentido, se dice, •)a ezperiencia de los franceses en materia de arbitraje, 
y con una nueva reforma, podía ser nuestra inspiración, pero lo que realmente se 
haDaba en el seno de estas reformas parece ser que es la eterna lucha por ser una 
sede de arbitra;e internacional La reforma operada en Francia,261 según la versión 
oficial dada, se bada mn el propósito de mantener a la legislación francesa como 
¡efaente en el mundo del arbitraje intemacionalw Pero se dice que, a la postre, 
lo que buscaban es manteaer a Francia como base de arbitrajes internacionales, en 
la instituci6n de la Cámara de Comercio lntemacional, cuya sede central radica en 
Paris desde hace más de ocho décadas y que últimamente parecia estar pensando 
cambiar de ubicaci6n, sopesando, entre ellos, Ginebra, Suiza. :w 

liste afán por fomentar el arbitraje y, sobre todo, por constituirse como sede 
de arbitrajes internac:ionales se explica, en buena parte, por los grandes beneficios 
económicos que eatrafta, porque el arbitraje, abemos, no solamente constituye 
un mecanismo intemacional de l'eiOlución de amflictos, sino que además es una 
fuente de negocio para el pais en el que se desarrolla, a la vez de la buena imagen 
que se proyecta al ser sede arbitral. Lo anterior justifica las reformas de la legis­
lación arbitral f'rana5 y espa6ola, y es la consecuencia de una competición para 
promulgar la ley «más favorable» al arbitraje. 

Sin embargo, dichas reformas no son, pcr st, suficientes para posicionar al 
referido pafs como sede de arbitraje si no es capaz de propiciar una mejora del 
procedimiento arbitral en su seno, a la vez que se postula que, incluso, una re­
forma. a destiempo puede conseguir el efecto in'Yel'SO a dicho propósito. 

La reforma francesa de las disposiciones del Código Civil de Procedimiento 
francés relativas al arbitraje es el fin de un proceso que ha durado más de 10 años. 

Las reformas llevadas a cabo en Francia se traducen en la simplificaci6n de 
los reqüitos de forma de los convenios arbitrales y, a partir de la entrada en vi-

260 Cfr. Slmutt..M., cPriDCipales Uf*lOldela Ley 11/"JJJll, de ZO de mayo, de reforma de la Ley 
61J/71»3 de arbitraje y de la Ley <>rpmca S/2011, de ZO de mayo, que complementa a la anterioP 
ea Vla, aiiiD. 159, abrillOll, en lrttyJ/www.diario;uridico.com/espedales-2/reforma-de-la-Jey 
~ 
261 Cfr. SBvu 5.\Mallz, E., cLa níorma clelarbitnje en Elpda y Fnmcia: dos refOrmas, UD mismo 
ob¡ed..,..., en Rnialhrril, LaLey\Voken Kluwer, lUUD. 159, abril2011, 1 de mayu de lO U sección 
MIDIIDillcohalaaea hup://www~wr~-65544! t" •n-wr 
W cJapport clu Premie!' MiDiltle :relatif au ~>«m n. • 2011-"1 da tl jmvier ponmt réforme 
derarbits:sp', ea}tltmwl qfkid * -~ ¡:,..,.., MiDis*e de laJustice et des Libertés, 
14 jmvier lO U, 
263 Glwqa.\N, J.P .. cLa fntaoe ... d'a DOUWatl droit de ra.rbin.ea, en Ln Edtos, num. 
2GI5Z, zo•eaao de lOJ t, J111S. lZ. ea http:llwww~/1JJ/Oli1JJ11/'LesF..dJDs/208S2-41-
Ea!Ja•&IDC! • do_.., mwu-droit-de J arbitrage.htm 
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gor de la reforma francesa, los conwaüos ubiua1es previstos para los ubiuajes 
intemacionales no estarán sometidos en Francia a ninguna condic:i6n de forma. 
Asimismo, se prevé la posibilidad de aplicar a UD grupo de c.ontra101 el convaio 
arbitral contmido en uno solo de ellos, siem.pre y cuando dichos contntos sean 
compJement.ario, evitando así los problemas derivados de la falta de sumisi6n a 
arbitraje de un tercer interViniente 1igado a las pana del conflicto por un contraro 

que no contempla el arbitraje como medio de resolución de controVerSias. Es la 
extensión de los efectos del convenio arbitral a teacaos no sigDatarios, en prin-
cipio, del mismo. . 

Se introduce el denominado «juez de apoyo- (juge d'appui), que completa la 
labor del tribunal arbitral con el Ífrlpi1'ÍUM del que éste carec:e,364 una figura que 
concuerda con mecanismos ya existents en nuestra legislación. 

Se legislan priDápios ya aceptados por la propia pñctica arbittal iDtemacional, 
como el principio de c:onfidendalidad, que es ya ob1igaci1m legal y puede ser aigi­
da por cualquiera de las panes sin necesidad de 5er p.ctadl expresamente. También 
el conocido principio~~ yaiastaundo por nu.traleyde 2003, 
y el mecanismo angJosljón denominado &foppd, llhñzado como medio de defensa 
frente a la inconsistenda de la conducta de ana de las partes (conocido m derecho 
conrinotal como doctrina de los actos pi~ umirw amlnl.{adula propriD). Así, 
en virtud de la reforma, Jas panes se eacuenmm legalmente oblipdM por sus 
conductas antetiores y no pueden, por lo tanto, introducir pretensiones que se 
cont:radipD con lo anteriormente redamado..~ ala wz.que sirw como fund•meato 
de la ..,.,.mn a terc:eros no signatarios en el proceso arbitral .MS 

. El deueto introduce a mcetos ajenos al pro- Mimiento, y no sometidos al 
convenio arbitral, en los medios de prueba eiad.uso les obliga a testificar en el tran­
scurso del aabittaje y, en sede también del proceso arbitral, se pel1llile al árlm:ro 
suspender el procedimiento, y ello cuando basta la fecha no uistía niDguDa dispo­
sición que contemplan este caso, en supuestos que eran anteriormente causa de 
terminaci6n de dicho procedimiento, como el faBec:imieDto, indisposición., aDa­
namimto, remmcia de una de las partes; o ea caso de aec u~a del úbitro. Y se 

U4 «"DeJUaU of jultice" Decisi6n -stale allsnel w NIOC", Sew• 1M ele TriJMulal Supremo de 
Fnmda, ,...._,. Secd6D Civil de Mnro 2005 eo el caso a...,. 01-13.742/02-15.1!1•, e 1Jw 
brlarwfi 111 Allül:zt·rn o.t~ Yed., S4lepheD ._. .... Pr&lirk:Bec:head, yWDbie e 
~u,~ .. ,.. as: 691. 
l6S CaAIG, W. l.AUUMaa, Fna.a,..ltlfodlitU• ............,,, •• .-.. 2006.eohtqrJJwww. 
expeatcaider.coml~tOI:Gaidell).l~SAadlor:C~ 
Pari& . 
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atribuye al árbitro la posibilidad de decretar que el Jaudo arbitral sea inmediata­
mente ejecutable. 

La reforma frana!Sa se pone a la vanguardia de la regulación del procedimiento 
arbitral internacional al ser la única 1egjslación de arbitraje que contempla la 
posibilidad de renunciar al derecho de apelar un Jaudo (Suiza limita el referido 
derecho de renuncia cuando las partes del arbitraje sean atranjeras), y se modifica 
también el sistema de recwsos, invirtiendo el sentido de la norma vigente hasta 
la fecha, en el sentido de que no cabrá apelar un laudo arbitral a no ser que las 
:partES espresamente lo prevean. Este p\Dlto a su vez, como veremos, se acoge en 
la reforma española, con sus propias especialidades. 

Pero también ha sido objeto de critica por una parte de la comunidad arbitral 
iDtemacional al entender que Francia ha perdido la ocasión de llevar a cabo una 
reforma realmente ambiciosa, ya que se tendria que haber aprovechado la reforma 
para «Rpal8P la regulación arbitral francesa del Código de Procedimiento fran­
cés, y Crear así un único código legislativo unitario e independiente regulador del 
;arbitraje y, sobre todo, que se baya operado mediante un acto del poder ejecutivo 
(decreto) y no mediante tramitación parlamentaria legislativa, mediante ley. Al 
hacerlo así se ba perdido la op01 tunidad de abordar modificaciones sustantivas de 
la regulación arbitral limitándole la reforma a aspectos procedimentales, como el 
haber dejado fuera la cuestión de quién ostenta la jurisdicción -si los tribunales 
civiles o administrativos para conocer de los recursos de anulación interpuestos 
frente a laudos emitidos en Francia caando una de las partes es una entidad de 
derecho público francesa y la otra es extranjera y en la decisión intervienen normas 
imperativas de del echo admiDistrativo,* o la validez de un convenio arbitral sus­
aito por UJl Estado u organismo estatal cuando la entidad estatal en cuestión haya 
sasa:ito un contrato internac:iOnal prevaliéndose de su carácter, según los usos y 
costumbres del trá&o mmerc:ial int:emacional,261 o la doctrina ya asentada en la 
jurisprudencia f1ancesa: que una sentencia arbitral no pertenece a ningún sistema 
lepl y que su validez solamente podrá ser analizada de conformidad con las leyes 

l66 .Tribtmal s.pn..o de Fruáa, Primera Secci6n Civil, 17 de mayo de ZOJO, Decisión 
odNSBRM v.l.etteP, apad SlvB.A SANatsz, E., cl.a reforma del arbitraje en Espai\a y Francia: dos 
RÍormls, un mismo objetiw.,.., e Rtt.Vtlluris, La Ley Wolters Kluwer, aum. 159, abril 2011, 1 
de mayo de l013, IIICCi6D semmal. (O}lllllDa, en httyJ /www.revistaiuris.com/ver_deulleArtasp? 
idArt-65~ 
Uil . . Tribuaal Sup¡emo de Fnaaa, Primera Sea:i6D Civil, 2 de mayo de 1966, Decisión cGalakis», 
lpUil SavL\ .SAMc:.R&z. E. 4& rebaJa del arbitnje en Espda y Frmcia: dos momw, un mismo 
lj .,.,..,ealwNdtrir,Lal..eyWohersJCNwer.num.lS9,abril2011, 1 demayodelOB,IeCción 

........ ,.,..., enhttp://www~ . . -ver 
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sobre reconocimiento y ejecución que se apliquen en el pais donde se pretenda 
ejecutar ellaudo,161 esto es, que permite que el laudo que haya sido anulado en un 
pais pueda ser ejecutado en otro. 

Los franceses no superan con esta reforma todos los puntos que debieran ha­
ber tratado. 

4.6.2. Principales aspectos de la Ley de Arbitraje de 2011. Sus reformas más rele­
vantes 

EllO de junio de 2011 entró en vigor una reforma de la Ley 60/2003, de Arbi­
traje, de la que interesa desbcar los siguientes aspectos. 

La Ley 11/2011' de 20 de maJO, de reforma de la Ley60/l003, de 13 de diciem­
bre, de Arbitraje y de regulación del arbitraje institucional en Ja Administnci6n 
General del Estado, no es, ni pretende ser, una nueva Ley de Arbitraje, siDo una 
mera reforma que afecta aspectos puntuales de la ley eJistm1te y otns D.OI'lDU vi­
gentes, y es más, está compuesta por un único artículo con doce púrafos, tras su 
exposición de motivos, y se completa con una disposición adicional única y cinco 

c:tisposiciones finales. 
Tal como se anuncia en su exposición de motivos, una de sus finalidades es 

mejorar las condiciones para que definitivamente se uienten en EspaAa arbitra­
jes intemacioDales. 

. La et1 ategia legisJativa para impulsar la modemízaci6n de la administraci6n 
de justicia, en lo que respecta a Ja introducx:ión de wrias reformas en el ámbito 
del arbitraje, conllevaron a la pubJiación de la Ley t 1/2011 de tefurma de la 
Ley 60/2003, de 23 de diáembre, de Arbitraje y de ftg1llac:i(m del arbitraje ins­
titucional en la Administración General del Estado, y la Ley Orgmica S/2011, 
de 20 de mayo, complementaria a la Ley 11/2011, de lO de mayo, de reforma de 
la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje y de Regulación del Arbitraje 
InstitlJcional en Ja Administración General del Estado para, por el cauce de Ley 
Orgánica, conseguir Ja modificación deJa Ley Org;ínica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder judicial. 

Zf8 TribuDal Swpaemo de Frmcia, Primera Secd6a CiVil, l9 de jtmio de D11, decisi6ll ~ 
U., apad SEv1lA S.lMcRIZ. E., cLa nfUnDa del arllitnje1!Jl &p.6a f frmda: a refonus,•--.., 
ub;ed+.,., Rlllisfll irris. La l..e"f Wollln lOuwer, ava. 159, AbrillOll, l de JMY'O de ZDU, l«d6a 
temmal, c:oJumaa m hl:t¡rJ /www:rmstaturis.com/wr...cletiiJeArt.?ldAtt-65~ 
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Las modificaciones que introduce la Ley 11/2011, en relación con la ley de 
2003, afectan principalmente las funciones judiciales en relación con el arbitraje, 
el arbitraje estatutario en las sociedades de capital, las instituciones arbitrales, los 
árbitros, la sustanciación del procedimiento arbitral, el idioma del arbitraje, y el 
laudo. Asimismo, regula un procedimiento de carácter ordinario e institucional 
orientado a resolver los conflictos internos entre la Administración General del 
Estado y sus entes instrumentales. También modifica la Ley de Enjuiciamiento 
Civil 1/2000 con el fin de permitir la solicitud de medidas cautelares a quien 
acredite ser parte en un convenio arbitral con anterioridad a las actuaciones ar­
bitrales y reforma la Ley Concursa!. 

A continuación se explican, mencionando los artículos de las disposiciones 
normativas que se modifican, las reformas más relevantes introducidas por la 
Ley 11/2011, de 20 de mayo, en su articulado y que acabamos de repasar some­
ramente. 

4.6.2.1. La reasignación de funciones judiciales269 

Se atribuye a las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia 
el nombramiento y remoción judicial de árbitros, el conocimiento de la acción de 
anulación del laudo y la competencia para conocer el exequátur de laudos extran­
jeros. Se mantienen en los Tribunales de Primera instancia las competencias de 
ejecución (modificación de los arts. 8 y 11 de la Ley 60/2003, de Arbitraje, y 955 
del Real Decreto de 3 de febrero de 1881, de promulgación de la Ley de EnjUicia­
miento Civil). 

Atribuye a las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de 
Justicia la competencia sobre nombramiento y remoción judicial de los árbitros, 
el conocimiento de la acción de anulación del laudo (que hasta ahora correspon­
día alas Audiencias Provinciales) y la competencia para conocer del exequátur de 
los laudos extranjeros, anteriormente en sede del Tribunal Supremo. 

Por el contrario, la competencia para conocer de la ejecución de laudos o 
resoluciones arbitrales extranjeros seguirá correspondiendo a los Juzgados de 
Primera Instancia. Lo que es llamativo, por el peregrinar jurisdiccional al que 
nos hallamos, y que se justifica, quizá, por el empefto de dotar de competencias a 

269 Cfr. artículo único, uno, Ley 11/2011. 
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estos Tribunales Superiores de Justicia, a los que se les achaca no contar con mu­
cho volumen de trabajo. Piénsese por ejemplo, en la actualidad, en el recurso 
por infracci6n proc:esal que queda establecido y residenciado m estos tribuna­
les, que aún se interpone ante el Tribunal Supremo. Ajusta de competencias y 
trasvases que, haáa tiempo debieron ya solucionane. 

En consonancia con 1as modificaciones introducidas por la Ley 11/2011, la 
Ley Orgánica S/2011 mediante su articulo único, uno, modifica la LOPJ 1/86 para 
incluir cambios en la materia de arbitnje; así, las Salas de lo Civil y Penal de los 
Tribunales Superiores de justicia pasar m a conocer de ckmmiDadas func:iones 
de apoyo (nombramiento y remoción judicial de úbitros) y CODtrol del~ 
(acción de anulación del laudo) que fije la ley, sin que quepa u1terior recuno 
contra su decisión. Todas estas atribuciones basta ahora correspond.lan a los 
Juzgados de Primera Instancia y los .Juzgados de lo Mercantil-, pero se trasladan 
ahora al Tribunal Superior de Justicia, por disponer éste de un ámbito territorial 
con maJOr visibilidad a efectos de arbitraje internacional que los ju?.pdns uni­
penonales (se dade una nueva letra e al apartado 1 del art. 73 de la LOPJ y el 
número S del art. 85 de la LOPJ, para las peticiones de exequátur y las solicitudes 
de reconocimiento de laudos o resoluciones arbitrales extranjeras). 

Se modifican otros aspectos relac:ionados con las competeDdas en materia con­
cursal de los jueces del concurso y las actuaciones de apoyo al arbitraje (número 4 
del apartado 1 y el apartado 3 del articulo 86 ter de la LOPJ). 

Ademfs, ~ nueva ley ba modificado el procedimjento de acción de ~ulación, 
que seguirá por los mismos trámites del juiáo verbal con algunas espedatida.Jes 
previstas en la reforma.~ 

4.6.2.2. El arbitraje estatutario en las sociedades de capicd 

Otra de las modificaciones introducidas por la Ley 11/2011 a&cca al dpnominado 
arbitra¡e estatutario en las mc:iedades de aapital371 La reforma disipa lu dudls que 

270 Clr. udc:ulo áDico, oace, Ley 11/2011, q11e modifica el apuudo 1 4el ardculo <12 LA 200l. 
21l Cfr. lltf.calo ÚIÜCo, -.s, Ley tl/2011, cpe iatroduce cloa ......, 111t1. 11 Ws 'f U ter, coa 
luipn• ncle h'u· «ltbí&. Albitra¡e 11aa». l. !M.,. V =de apil:al podáluc.-. a 
ubitnrje loa am8idw 4* ea ellls • ~ 1. La iau rw :hSrr ea loa •• iocwea de .. 
d6asala de ..... n. 1 ....... requeriri el Wto iworable ............. ~ ·-..... 
Wiiwp ll!dimW a las KCioala o alas pu:tkip rieres 1111 qae • divida el Clpilll tlaCiiL ·!. l.ol • 
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se habían planteado en el pasado y proclama la arbittabilidad de los conflictos que 
puedan plantearse en el seno de dichas sociedades, siempre que hayan votado a fa­
vor de la cláusula de sumisión a arbitraje dos tercios de los votos correspondientes 
a las acciones o a las partic:ipacione en que se divida el capital social. 

La reforma adara que los estatutos sociales podrán establecer que la impug­
nación de los acuerdos sociales por los soáos o administradores quede sometida 
a la decisión de uno o varios árbitros, encomendándose la administración del ar­
bitraje y la designación de los árbitros a una institucional arbitral. 

Se uige una mayoría legal reforzada para introducir en los estatutos sociales 
una cJáusu1a de sumisión a arbitraje y se establece, como requisito para someter a 
arbitraje la impugnación de acuerdos sociales, la administración y designación de 
los úbitros por una institución arbitral {nuevos arts. 11 bis y 11 ter Ley 60/2003) y 
se JDIDtieoe la vigencia del convenio arbitral siempre que se proyecte sobre meras 
,;.mes c:iviJa que, pese a que pudieran llegar a tener trascendencia patrimonial 
sobre el deudor concursal, podrian haberse planteado con independencia de la de­
claración del concurso. 

4.6.2.3. Reforma& en materia de procedinúcnto concursa! 

Se ¡K~tencia la eficacia del convenio arbitral en las situaciones de concurso, siem­
pre que se pro~ sobre meras acciones civiles y bajo determinadas condiciones 
dirigidas a evitar perjuicios ·sobre la tramitación del concurso (art. 52.1 Ley 
22/1JJ03, Concursal). 

F.s un peso positivo, sin duda es el fin de las incertidumbres del arbitraje so­
cietario que nUDCa quedó antes claro en nuestro derecho. Si en alguna tipología 
de conflictos el arbitraje está más que recomendado es en el conflicto societario, 
pues la dinámica de los ejetcicios societarios casa mal con mantener ejercicios y 
mú ejercicios, pendientes de resolver conflictos en el orden jurisdiccional. 

~·IOdües po4rúl ecnl' er queJa impupadóD de b aaw:rdos sociales por Jos socios O 

•n.w 1 res qaecle ecaetida a ta deási6o de llllO o VIJW árbitros, ~ la admi­
g¡., • v.p del adJilnje y la • ·¡ · '1t .de los jrbitros a 1111a iDstltudóa arbitral». Y: «llller. 
Aulaci6a .por Indo det~CU~rdut ....-..w iMaibibles. 1. El Indo que dedare la nulidad de un 
_., ·isaaiAie w • ÍIUitiibiia • el·llePao Mert&DL m Boletin Oficial c1e1 Registro 
lilac •adl i , Ji '• eDI'IId:O. 1. &-el QISe Ale que el.:uerdo impvpado estuviese imcritolade~~ 
~ Meu..,.dl, elladD cletenDiftará, Jdemá, la caJKPhrióu de su inscripcióD, asf como ..,. 
... ,.....ior.que nsa1tm coonbodic:totiosCIOil ei!P. 
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El legislador hace bien en encomendar eniusiva y ~te la resolu­
ci6n del conflicto societario, ahora denomíaado estatutario, a las iDstituciones 
arbitrales por el plus de garantia que confieren y su c:ancteristica de permanencia 
que precisa un convenio arbitral estatutario que se paotecta indefinidameme en 
el tiempo. No cabe duda que esa apuesta por el arbitiaje iDstitudoDal obliga a 
seguir un camino de saneamiento y de refuerzo para hKer posible que el ciu­
dadano deposite en aquéllas la imprescindible c:onfiaDza para que contribuyan a 
resolver sus eonflic:tos privados. 

Ha sido un élito, sin duda, que todas las compdías mercmtiles puedan sin 
titubeos ya acceder al arbitraje estatutario no ya en la constitución, sino durante 
su vida societaria, mediante una maJOria cualificada de 1/3, abandonando la 
nnanim;dad del proyecto que lo hada imposihle en la prictka, lo que eatrdaba 
una cierta contradicción con la intención manifestada por el legislador en el 
prámbulo de contribuir al fomento &!1 arbitraje. Se iille al paso asi de quienes 
sostienen que el ubiuaje sea un método de peor c:ondidóD que la jurisdicción 
ordinaria, y se da contenido material a las decisiones del Tribuaal Constitudo-­
nal43/1988 y62/t991 que hacen equivalentes ambos medios. 

4.6.2.4. Rdonnas dirigidas a ampliar las garantías y la eficacia de los proccdi­
mimtos arbitrales 

Se fortalece el papel de las instituciones arbitrales (an. 14 Ley 60/lOOJ, de M­
bitraje).m Se amplia el abanico de profesionales que pueden interVenir como 
árbit:rosl'l (an. ts Ley 60/2003, de Arbitraje) y se regulan y concretaD incompa­
tibilidades de los inter'Vinielltes en el arbitraje, en relación con la intervención 
en una mectiadón214 (ut.17 Ley 60/1003, de Arbitraje). 

m ar. artkuJo 1bUco, alatrO, Ley li/1JJlt que rnoclifica 1a )ea a c1et apGtado ay ~e aa.dt • 
D'QIM) apanado 3, uaboa m el utic1llo 14.. 
1'73 Cfr . .nkulo 611ia0, ciaco, Ley 11/JOtt que • ...a nc1la::i6B a a illf'il...,.l y 7 .W ar­
dc:e 15 que qaedaa 1 1 lo• CIOIDo lipe: el. W.O .-de• c:Gidlw:lu • )8 ....-, • las 
abitalljts que 11o cle1.a clecidb.w a elf.1ddacl, _.. 4........,. • haya de ..._por áWbo 
áDíco~e ra¡wds:llamee' '·n.,_..alit'Wtíocpead6etlldDtllf. eu.leel ....... ~et.aya• 
resohoerporu.omáidlitról,•ra¡uwJaiqlnl _ _, • ..,.__.ta ', ... ...... 
1.Coatnt.raol :" ,....,. "•cr-dedllan.,._lll .... uua ·• .. .-....-..a 
ti'IRIMl aoatd,....~. · 
%14 ar . .ua.lo l)aico, ... Ley llhOlt qe .................. alar*-lo 17 cea la 

128 



Se regula el aseguramiento y se concretan las responsabilidades de los árbi­
trosm (art. 21 Ley60/2003, de Arbitraje}. 

Se abre la posibilidad, por las panes, los testigos y peritos, y por cualquier 
tercero que inteneDga en el procedimiento arbitral, de utilizar la lengua propia11

' 

(art. 28 Ley60/2003, de Arbitraje). Por lo que la reforma afecta también al idioma 
del procedimiento, con el objetivo de facilitar que todas las personas que inter­
vmpn en el prorelin•iento (tatigos, peritos, asi como las propias partes) se 
expresen en su propio idioma, salvo que, obviamente, las partes hayan acordado 
otra cosa; y se regula e:qn•amente la posibilidad de solicitud de medidas cautela­
res con anterioridad a las actuaciones arbitrales (art. 722 LEC). 

4.6.2.5. Reformas en el eswuto de los árbitros 

La reforma afecta también la condición de los úlmros, como se ha esbozado. 
Salvo que las partes acuerden otra cosa, en los arbitrajes de derecho que deban 
resolverse por úbitro único se requerirá la condición de jurista. Cuando el arbi­
traje se haya de resolver por tres o mú árbitros, se requerirá que al menos uno 
de ellos tenga 1a amdición de jurista. Además, se establece que salvo acuerdo en 

sipieDte 1 t. · 'n· c4. Saho IIC1Iel'do en contrario de las panes. el úbitro DO podrá haber' intEr­
Wilido c:amo medilldor en el mismo amftic:t¡o eatte &taP. 
21S C&. artic1llo taklo, si*, Le; tliZOII qae l6ade • segundo pérnfo ll1leYO al apartado 1 
~ ardnlo 21 a. la Ji¡-. r 1 . ~ n· eSe ai¡ir6 a JOs úbitrol o a las institllcioDes amitnlel 
ea auiiiOIIIbft la C1llltr'md6D de UD sepro de respoaabilidad civil o prmtia equivalente, en la 
cuaslda qae ,........taliuDente le esubhz e Se ~ de la contratacióD de este seguro o 
pnatl.l..¡zi Milté a la EatWaídies p6btic:as y a los IÍIIIeiMS albitrahs iuteglados o dependientes 
deiDMc 1 1 b.c:kwsptíblic:aP. 
11' ar . ..- ~.ocho, LeJ tllzott cp moclifil:a el apll1lldo 1 dellltfculo 21 cp...darvlo ••tadu ea b lipiesdles. tl&miDal; el. L.- JMites poc1r6D aamlar libremeute el idioma o los 
~ .. tiÍtlllll'lje..A &itadtacwrdo, yelllbdode .. c:iJnncmcias del CiliO DO permitm delimi­
tvll.,..... e adlitrlje a tsamltwi en e JIJpáien de Ja le!Qpu a6c:iales en ellupr donde se 
1 awleA 111 •• ·.,._ La parte cp1e ..._.,. ... in lcDro del idioma tmdrá deretbo a au­
dieacia, ~ y ~ eD la Jeacua que atili.ce. sin que esQ alrpci6D pueda suponer la 
pcallra:l6u del procie1o. Slho que ea el.:aenlo ele las ·pma se baya preftllo otra coa, el idioma 
oJo....._ !P '"' ""••udl' •• eabacrilloaclelasJ111111eS,mlau"'"' dls,eoloslaadosy 
.... a r . ¡¡¡es o aaw;,...;.,. elodabitral,lia paj11idodelo a6alado en el púnfio primero. 
Ea IOdo CBJ,Ioa lll!ltipl. per11:os y II!I'Cllrll pmooas que iJlterWDpb en el pmredimimto artrittal, 
....., en •• ¡,.,,..,orales c:amo eiCI'b&, poclriD 1ltilizu su lengua propia. En las ICtaKioDet onles 
R pocld Wlitilar CQIDO illri:rpteR a c:uollquiew pencma COIIiDCedon. de la lengua f"DJ'*• », prnio iu· 
.......,opra~~~~:~ade¡qaellp. 

129 



contrario de las partes, el árbitro no podrá haber intervenido como mediador en 
el mismo conflicto entre éstas. 

Otro de los aspectos novedosos de la reforma afecta a la responsabilidad civil 
de los átbitros y de las instituciones arbitrales. A partir de ahora se a:igirá a los 
árbitros o a las instituciones arbitrales en su nombre, la contratación de un seguro 
de responsabilidad civil o garantía equivalente, cuya cuantía se determinará por 
via regla""'Dtaria, como también lo hace la regulación de la mediación xespe:cto 
a los mediadores. Quedan exceptuados de esta obligación las entidades públicas y 
los sistemas arbitrales integrados o dependieat.es de las administraciones públicas. 

4.6.2.6. RdOmw que afectan al laudo arbitral 

Se opta por la solución a favor del arbitraje cuando el laudo se dicte fuera de 
plazo (art. 37 Ley 60/1003, de Arbitnlje). 

Se hace eco nuestra reforma, en clara influencia francesa, de la aigencia de 
la motivación del laudo (art. 37 Ley _60/2003, de Arbitraje). 

Denuo de los diez dfas siguientes a la notüic:aci6n del Jaudo, salw que las par­
tes baJan acordado otro plazo, cualquiera de ellas podrá. con notificación a la o~ 
solicitar a los áxbibos la c:on"eCd:ón de cualquier error de álculo, de copia, tipo­
gráfico o de naturaleza similar, la adaraci6n de un punto o de una pu1'e amcreta 

del laudo, el complemento del laudo 1esp«to de peticiones formuladas y no re­
sueltas en él, y la rectificación de Ja atralimitaci6n parcial del laudo, cuando se 
U,. resuelto sobre cuestiones no sometidas a su decili6n o sobre cuestin!W no 
susceptibles de arbitraje. 

Los árbitros resolverán sobre las soticihules de comKX'ióo de eno.res y de ada­
racióD en el plazo de diez días, y sobre la solicitud de complemento y la rs ti6cari6n 

de la ematimitadón, en el plazo de veinte días, previa audiencia deJas demás par­
tes. Y además, el pbzo dispuesto en el articulo. 37 se aplicaJi a las resoluciones 
amitrales sobre correa:i6n, adaración, complemento y extralimit:lci6 cWiaudo. 

En sede de la motivación del Jaudo y evitando la incongruencia extensiva, se 
acoge el remedio especffico para poder rectificar la extralimitación parcial del 
laudo cumdo .resuelve cuestieaes· DO tometidu a su decisión o no su;eptibles 
de arbitraje (an. 39 Ley (J{J/1.003, de Arbitraje).177 

rn e&. articulo 'IÍD.ÍI:O, IUJe'le, diez y cmce, Ley t t/2011. 
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Respecto a los plazos de emisión del laudo, teniendo en cuenta que uno de los 
principales atractivos del arbitraje es su celeridad, la reforma establece que los ár­
bitros deberán decidir la controversia dentro de los seis meses siguientes a la fecha 
de presentación de la contestación o de la expiración del plazo para presentarla, el 
cual podrá ser prorrogado por un plazo no superior a dos meses. Se pone fin a esta 
cuestión de largo estudiada por la doctrina arbitral. 

La nueva ley establece que salvo acuerdo de las partes, la expiración del plazo 
sin que se baya dictado laudo definitivo no afectará la eficacia del convenio ar­
bitral ni la validez del laudo, sin perjuicio de la responsabilidad en que hayan 
podido incurrir los árbitros. Esta última aclaración debe ser bienvenida, pues 
en el pasado las Audiencias Provinciales habían entendido que un laudo arbitral 
emitido fuera de plazo estaba viciado de nulidad. 

Como se ha dicho, se mejora el procedimiento de anulación del laudo del ar­
tículo.42 de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

Se elimina la diferencia entre laudo definitivo y firme, y siempre produce 
efectos de cosa juzgada, aunque se ejerciten contra él acciones de anulación o 
revisión (art. 43 Ley 60/2003, de Arbitraje).m 

Pasando a las formalidades que debe reunir el laudo arbitral, la nueva ley 
establece que el laudo deberá constar por escrito y ser fmnado por los árbitros, 
quienes podrán dejar constancia de su voto a favor o en contra. 

4.6.2.7. Fl proc:edimicnto para resolver los conflictos internos entre la administra­
ción gcnenl del Estado y sus entes instrumentales 

Se babia venido proclamando la necesidad de contar con una regulación en sede 
de la resolución .de conflictos entre la Administración estatal y sus entes ins­
trumentales, por lo que la Ley 11/2011 contiene una disposición adicional única 
de suma importancia por la que se establece un procedimiento para resolver los 
conflictos internos entre la Administración General del Estado y sus entes ins­
trumentales. 

Se regula un cauce proc:edimental de carácter ordinario e institucional para la 
resolución de conflictos entre la Administración General del Estado y sus Entes 
instaumentales en la disposición adicional única de la Ley 11/2011. 

Z78 C&. udcalo únko, doat, Ley 11/20tl. 
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4.6.2.8. La regulación del arbitraje intmw:ionalm 

Respecto a la regulación del arbitraje internacional, salvedad hecha ya hasta la 
saciedad respecto al carácter monista espaAol, sigum mantsiéndose a salvo las 
reformas puntuales antes dichas, los criterios de atribución de iD.terDacioulid 
del arbitraje en nuestro pais, tnltados al analizar la ley de 1003, si bien, «tuali­
zadas sus interpretaciones conforme a la más avanzada jurisprudencia, no sólo 
de nuestros órganos de justicia, sino 1a emanada de derecho comparado y, lo más 
sigDificativo, de esa juritprudencia llamada arbitral, prictia de su ap)iadón por 
árbitros, de instituciones tan prestigiosas como seria 1a ca de París. 

4.6.3. Juicios de wlor sobre la reforma de 2011 

Como dicen los prácticos nacionales,• «de forma parecida a lo que ocurre al pin­
tar UD puente c:olpnte, que tan pronto como se acaba en UD eztremo te talluda 
en el otro, las leya nacioDales de arbitraje y las regla de las instituciones ..-bitrales 
se rmsan CODStantemente • medida que el dem:ho y la práctica ~ 
La nueva ley ha dado una nueva caprule pintura a la Ley 60/2003, medjere un 
coujanto de reformas cuyo acierto o d 'rimo deberá con.firmar la a.perieDcia . ~ 

prictica. En·CMO de que el legislador DO baya acertado, siempre est.ará a tiempo 
de ernpenr a pintar de nuevo el puente por el otro ~.•1 

1.19 Pan pro(1mdirar en .la materia 101ft fueDcs de arbilra¡e, v&se: ColtDóN MouNo, FAUS11NO, 
E1 tJr6ifrrlfr ae d.,_., apdol:.,.., ' iHár w ·a .1, 19,95: 151-154, 171-117; CuAaTDO Jt.u.o, M­
V~C"RJR~A. EZI'ICIIIW ¡, ......,..._ ~ éf ,_,.......,"'a.,.,.~ Udlr •ci ra:ll, 1997: 
54a13, 94all1, 121-U2, H6-17l; OJI:Aaau Gw.ul.\, Lms-Aiaa, S,. 5 .... ....... Lq 
il11111B, •n ~. • Altinjf, 1004: 36-41; Maato Mlaal.út.J.F. 1 ~ .MIDittA. J.M., 
TFIIDie • .,.,., Gt6irNl, 3° ecl., TlaGmlcm CMtas.l006: 901a910, 912..,17, 929-930, 1469-1509 
(preu li¡niegtoarWtral), 999a'I015,101J,tll0; MIDIMA,J.M.C. J ~J.F.M, 'TNWe ...... 
,.,.... ......... , .... wd p ', t•e4:257-Z12;illid.,Ja .... l991~4'1t·533. 
280 MmrrARA. M. cUna ll11mlaptdepilltmaparak Ley de Arbicn;e'deOIICW/20lla, • ~1 
www.diariD;aa:idio:oooalwbitraje-y-.med'e hlll-tl~uaa-~ 
para-la4ef~ 
281 La cita pNCIIde del pn51aco..-,. ......,, pr ..... • .. Cola de AJWrnje ... a--
m deCGmeráo J •••rt ....a ha.ailo.,..la-..~Qq ,.,.,._,,_. ,.,.,..., 
c:oiDcide am la reCanaa de la l..efi/J/''11$ ele Mbltnje, DiiWi6D }urfcllca.lpud MOHrAN.. M. cU.. 
1111m1 capa de piDblra paara la ley' de arbitnje de 08/0912011•, • hap://"W'WW.diuilljw;,th roml 
ubibaje-J·m•ii• ·m 4/opilúoa ubitraje/ua-!UieY1ICapll de piJlturl..pua-la-ley-cleaarbit.nje. 
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La Ley 60/2003, de Arbitraje, no era una mala ley, aunque era mejorable, co­
mo todo. La reforma no supone un gran salto cualitativo ni importantes cambios, 
ni tampoco tiende a desinte~~.tivar el que España atraiga arbitrajes internacionales 
porque, ante todo, se trata de una ley española para la jurisdicción española, aun­
que, mecti:mte el sistema monista por el que viene optando, regule también el 
arbitraje intemacional, pero en todo caso se debe analizar bajo el prisma de la 
realidad socio-jurídica espaAola. 

Podemos alabar los avances que supone la reforma, y que esta se destina, 
principalmente, a 1a realidad espaflola interna, pero, por otra parte, destacan al­
gunos aspectos claws que 1a modificación ha obviado, como en lo relativo al 
arbitraje internacional~ miyjme cuando la propia exposición de motivos de la 
reforma de 2011 vuelw a incidir en el consabido propósito de relanzar a España 
como foro atra,ente de arbitrajes internacionales. 

F{ellte a 1a reforma francesa, la ley espaiíola cuenta con la ventaja de ser una 
reforma sometida a tra.m.ib1dón parlamentaria, lo que era motivo de crítica en 
el caso fra.nds, pero, con todo, aclemú se le critica que podía haber impuesto 
verdaderas modificacioues sustanc:iales, ya que se optó por una reforma tan cer­
cana en el tiempo de la promulgación de la buena ley de 2003, que no han tenido 
lugar. 

Por su p&rte. la reforma de 1a Ley de Arbitraje española ha sido criticada, al 
intervenir taD sólo ocho dos despuá de la entrada en vigor de la ley de 2003. En 
este sentido, se puecte defe.ader que una modificación tan temprana de nuestra 
leplación puede provocar el efecto inverso al propósito que persigue según su 
e:lpOSición de motivos, pues arroja dudas a la seguridad juridica de nuestro orde­
namiento, y si está desrineda a «ttGtribuir al fomento de los medios alternativos 
de solución de mnflictos, y ec especial, del arbitraje», según la ezposici6n de mo­
tivos, esta reforma parece re1lejar la desconfianza e'Jistente en nuestro pafs en una 
mala·utilizadón dd procectinúenro arbitral que ha ido generándose a lo largo de 
estos ·últimos dos ea Bspst• Para peJiar estas prácticas se introducen algunas 
refoi"'DDS a las que DOS referiremos seguidamente, si bien hemos de adelantamos 
a la conclu$ión de que han sido pocas Jas reformas introducidas en este sentido y, 
por1Jtro bdo, que; si queria ate pás n:IOrzar su atracx:ión mmo sede arbitral in­
temac:ianal, deberla haber Jesoeko problemas prácticos -con solución esbozada 
m J. jUrisprudencia-mmo el n:latiw a la prejudidalidad penal en el arbitraje, si­
tuándose, si aá hubiera procedido, a 1a vmguardia de los ordenamientos arbitrales 
illterucicmtles1 pero la rebma poco aftade al arbitraje int:emaciollal. 

La ldorma ele la Ley ele Arbitraje espafiola introduce, además, una serie de 
I'M'Iirlas que scm poco sig1D&c aliwas o casi iDnec:elarias. Como ejempl9$ de inuti-
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lidades, se crea un mecanismo denominado cexcepción» de arbitraje que impide 
que un juez conozca de una determinada controversia cuando rija entre las partes 

de la misma un convenio arbitral La mencionada cexcepd6n• es la propia decli­
natoria utilizada hasta ahora en nuestra LEC; tiene el mismo sistema, con la única 
particularidad de que la excepc:i6n podrá interponerse hasta el momento de con­
test3ción a la demanda y que las partes podrán solicitar que se celebre una vista 

respecto de la misma, algo que por otro lado ya se baDa en el arúc:ulo 63 de 1a Ley 
de Enjuiciamiento Civil w 

Un claro desacierto de 1a reforma de la Ley de Arbitraje española es la restric­
ción del arbitraje societario en nuestro ordenamiento jurídico. Asi, tras años de 
evolución doctrinal y jurisprudencial,JIJ se regula por primera vez esta institu­
ción y se hace de forma restrictiva al prohibir, sin motivo aparente, el arbitraje tul 
#toe en materia societaria En cuanto a arbitraje societario y estatutario, 1a rd"orma 
permite, por fin, el arbitraje a las empresas que coticen en bolsa, antes excluidas 
por su complejidad, lo que es de alabar, por otro lado, aunque intr'od1Ke tan sólo 
tres artículos que se ven insuficientes. 

Finalmente, la reforma introduce determinadas modificaciones de 1a Ley de 
Arbitraje que, si bien podrían resultar positivas, resultan incompletas, como el 
hecho de que el Tribunal Superior de Justicia sea ahora el órgano competente 
para conocer del nombramiento judicial de los trbitros, de 1a acción de anulación 
planteada &ente a un Jaudo arbitral y del reconocimiento de laudos extranjeros, 
pero dicha redistribución deja fuera de 1a competencia de dichos tribunales otras 
cuestiones igualmente relativas al arbitraje como, por e;etnplo, el conocimiento 
deios recursos de apelación planteados contra los Autos estimatorios de la decli­
natoria o excepción de arbitraje. 

m Cfr. ut. tSl de la LEC: cCoDmúdo de la clecJinatoria, lepimad6ll pan p¡opcmerta., tribu­
ul compeblllta para coooc:er de ella. 1. Mecllmte la dediDatoria, el demncl.do y los que pueda 
Rr parte lecftima ea el juicio promovido podñn denUDciar la falta de jurisdkri6n del t:riiMma1 
~e! que a ha mtel puesto la clemaDda, por correspoader el amorimiento ele &ta a tribnz lee 
~ a 6rpDos de otro orden Joritclicr:ioDa, a árbitros o a· llleCillbes. Tambin te pro­
polldri dediDatoria paa cleDUDCiar la &lb de coZDf 1 w la de tiOdo tipo. Si la hr uta • 
fuadare en }a falta de competencia teuituti:ll, Wri de indicar el tribuaal al qae. por CIOIIIiderane 
tmitoria~Jaente competmte, habriaD de remitirse las ld'w:jonec l. La clec:linatoria • ptopoDdri 
8Dte el mismo tribuDal que esté CODOCimdo del pleito ., al que. considere cueate dejuriscla::l(m 
o de c:ompdl:llda. No óllmllce, la dec!ie"''ria podñ paeaauase ~· mte el tritNaal del 
domicitio del demaadado, que la 1rad lepr por el medio de mm"Pic:eciMlmá rfpido pollibk al 
tribuDal ante él que se hubiera praentado la demanda, sia peljuicio de reaUtfnela por ofiiCio al dia 
si&aieDte de S1l preten~. . . 
183 Cfr. sealalda del Tribual Supremo de ti de abril de 1998. 
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Igualmente, no seria justo dejar de mencionar dos aportaciones de la refor­
ma espaftola que resukaa positivas, como es la obligación imperativa de que los 
Jaudos se enc:ueutieu motivados, y la obligación de las instituciones arbitrales de 
velar por el cumpJimiento de las amdiciones de capacidad e independencia de los 
árbittos, asi como·por la transparencia en su designación, quizás en el empeño 
de lavar la imagen de la proliferación de lo que se ha venido a llamar chiringuitos 
arbitrales. 

Y eDo porque .,a se venia clamando que se introdujeran criterios de transpa­
rencia en la designadóu de los á:rbitros para dotar de oonfianza a la institución 
ubitral, pieza crucial para el buen desarrollo del sistema y el proceso en que des­
cama, besado en que para la designación del árbitro se cuente con los datos del 
perfil del úbitro, bieR definidos, para sopesar las partes su elecci6n, ya que no es 
d r Ne que se encumtreu con sorpresas postetiores y, por ello, en la mayoria de 
lu ocaáones, pn&1en la neutn1idad que se espera de una institución para Ja de­
sjpaci6a de és1Ds. 

Uno de los avmces más celebrados en materia de arbitraje institucional es 
la ampliación de la figura del árbitro a la categoría de «juristas», pues antes sólo 
podfa ser ejercida por abogados en ejercicio. Ahol'at la ley permite la entrada 
a registradores, profesores de derecho o notarios, sin perjuicio de que los c:no 
juristas» puedan resolver arbitrajes en equidad. 

Respecto ala sit1ladón actual de las institudones de arbitraje podemos seguir 
a6rmando que Giste UD eu:eso de oferta en las instituciones arbitrales y que 
debe tenderse a una fusión de las mismas, abogando por el aforismo de «más 
ftle calicMd que c:aaridad» porque no debemos olvidar que la institución arbitral 
es Wal al progreso del comen:io in.temacional, sin la cual no hubiéramos, jamás, 
asistido al feaómebo de la globaJización comercial y deslocalización de la oferta 
y la clemmcla, *algo que, sin duda, ha potmdado la evolución, en si misma, del 
ser humano ea sus reladones transpersonales. Un mecanismo mediante el que 
actt•lmente se- están resolviendo importantes controversias como Ja expropia­
ción de Repsol, en Argentina, o el caso de Red Eléctrica, en Bolivia 

E.Date un eneso de oferta en las instituciones arbitrales, y no han sido pocas 
las petidon.ts para que se legisle UDa fusión de las instituciones existentes u 
ordenación del sistema, algo que pudiera haber aprovechado esta reforma de 
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2011 y que no ha hecho. Si gravitaba la razón de la reforma de la ley de 2003, 
ocurrida en 2011, en el hecho de paliar los efectos negativos de la proliferación 
desordenada y sin control de estos chiringuitos arbitrales, la reforma pudiera 
haber introducido normas tendentes a la adecuación y ordenación del simm• 
arbitral institucional en nuestro país. Pero claro, la pregunta es, cómo hacer esta 
aiba, algo aún no solucionado. 

Se ha criticado la exigencia que afecta a la responsabilidad civil de los árbitros 
y de las instituciones arbitrales en el sentido de que esta obligación introducida 
es excesiva y puede ser un obstáculo a que árbitros internacionales arbitren en 
Espai\a, pero lo cierto es, como sostienen nuestros prácticos, que es una buena 
medida ju.ctamente porque a lo que tiende es a mitigar el problema al que nos 
venimos refiriendo: la proliferación desordenada de oferta iastitucional arbitral. 
en ocasiones bajo malo pruis. Con esto, tan sólo se equipara a estos profesionales 
a los ya ejercientes en nuestro país que, por supuesto, han de estar cubiertos por 
un seguro de responsabilidad civil en el ejercicio de su profesión, para garantfa y 
seguridad de los consumidores finales del servicio, ya que todo profesional serio, 
nacional o euranjero, trabaja con una póliza de seguros de resposabilidad civil, 
sea ésta individual o colectiva. Como se sost:iene,m los justiciables se merecen 
instituciones sólidas, bien organizadas, transparentes y eficientes, y todo paso 
en esa dirección es apropiado. 

También es positiva la reforma porque exige a las instituáones arbitrales ve­
lar por el cumplimiento de las condiciODes de capacidad de los árbitros .y por la 
t:rmspareDcia en su designación, así como su indepeDde:ncia. todo ello traducido 
enJa nueva dia:i6n del artículo 14.3. Es de reseftar que el término «Veear por» ha 
sustituido al cprantizarin» empleada en el pzOJKtO, y ello_porque garantizar la 
independencia es, en todo caso, algo de imposible cnmplimient&? pea 1as illsti­
tuciones, máxime cuando la reforma no amplía sus facultades en este punto ni les 
dota de cauces necesarios ni coactivos para ello frente a terceros interviDientes en 
el proceso, e incluso reseñar que ea el mteproyecto se hablaba de garantizar no 
sólo la independencia, sino ;tdem4s la impln:iatidad, que, como attitud psicoló­
gica que es, y en el ámbito subjetivo de la conducta, bada también muy dificil un 
posible control inicial por las instituciones. AJahamos que finalmente • amsig­
ura al menos el término como viene redarbdo. 

liS Al.Pc:Mo, j.M. DI, ~ cp prasma el arbknje ialtituc:ioMl ccm la reforma cle1 2011?», 
Ot/09/2011, a bttpJ!www.diariojmidico.com/ast.it:rlje y-medierion-4/~ 
UFen-que-propesa-el-arbitn¡e--ÍIIItit'ICio•al coo-la-reforma..del-2Dll.hlml 
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Se tratan todas esas nuevas obligaciones de una apuesta del legislador por 
las instituciones arbitrales y con objeto de evitar las malas prácticas de algunos, 
últimamente, que no pueden permanecer como meros tramitadores en el arbi­
traje porque juegan un papel importante en el mismo. 

Cabe seflaJar que entre las cuestiones más en boga discutidas en la actualidad en 
nuestro pais encontramos el clamor de que los arbitrajes, mejor dicho, los laudos, 
puedan ser ejecutados notarialmente, romo existe, por ejemplo, desde 1946, en 
nuestra Ley Hipotecaria, dicha facultad en sede de ejecuciones de derechos reales 
de garantía hipotecara, en un marcado apoyo a su visión rontractualista, desligada, 
en Ja medida de lo posible, deJa instituci6n jurisdiccional. Tampoco este clamor ha 
servido ron fuerza suficiente para enrontrar apoyo en la reforma, como tampoco 
se regula la etema cuestión de la prejudicia)idad penal en el arbitraje. 

Pero, ea suma, analizadas la reforma espaftola. y la francesa que le sirve de ins­
piraci!>n, deberíamos haber aprovechado la experiencia de nuestros vecinos, haber 
aprendido más de sus éxitos y sus fracasos, al igual que ellos debieron haber tenido 
el valor de fijarse también en nuestra muy preparada comunidad arbitral, a fin de 
obtener', ambos paises, una legislación de las más avanzadas en materia de arbitraje 
a nivel internacional Una oportunidad perdida para ambos ordenamientos que, 
por falta de reciproca humildad, supone un freno en el avance, quizás esperado, en 
la regulaci6n de esta institución. 

Con todo, podemos concluir que nuestro pais, pese a sus vaivenes del pasado, 
todos ellos superados, y con acierto en términos generales, cuenta con una bue­
na y avanzada regulaci6n del arbitraje en su vertiente internacional, acorde y a 
la par de ordenamientos juridicos más vanguardistas de nuestro entorno en el 
arbitraje comercial internacional. 
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